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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney; la Ministra de Educación, señora Mónica Jiménez de la Jara; el Ministro de Obras Públicas, señor Sergio Bitar Chacra, y la Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Paulina Urrutia Fernández.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:29, en presencia de 28 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Las actas de las sesiones 69ª, ordinaria, en 18 de noviembre; 70ª, especial, y 71ª, ordinaria, ambas en 19 de noviembre, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Diez de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los tres primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (boletín N° 3.875-11).



2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Acuerdo entre la República de Chile y la Unión Europea, sobre Participación de Chile en la Operación Militar de Gestión de Crisis de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina (boletín N° 5.853-10).


3.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Carta Fundamental (boletín N° 3.962-07).



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, acerca de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros (boletín N° 5.407-05).


2.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el sexto hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, en cuanto al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece que la declaración de candidaturas a consejeros regionales deberá ser realizada por los partidos políticos (boletín N° 6.026-06).



Con el séptimo hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (boletín N° 6.189-06).


Con los dos siguientes hace presente la urgencia, calificada de “simple”, con relación a los siguientes asuntos: 



1.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de permitir sufragar en la elección del Presidente de la República a los ciudadanos chilenos residentes en el extranjero (boletín N° 268-07).



2.- Proyecto de reforma, iniciado en moción de los Senadores señores Espina, Horvath, Romero y Viera-Gallo, que modifica los artículos 15 y 18 de la Carta Fundamental con el propósito de consagrar el sufragio como un derecho de los ciudadanos y su inscripción automática en los Registros Electorales (boletín N° 3.544-07).



--Se tienen presentes las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último retira la urgencia que hizo presente respecto del proyecto de reforma del Texto Fundamental, en segundo trámite constitucional, en materia de gobierno y administración regional (boletín N° 3.436-07).



--Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Cinco del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero remite copia autorizada de la sentencia dictada en relación con el proyecto de ley que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal y el subsidio familiar, y concede otros beneficios que indica (boletín N° 6.203-05).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con el segundo remite copia autorizada de la sentencia recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulada respecto de diversos artículos del Código de Justicia Militar.



--Se toma conocimiento.



Con los tres siguientes remite copia autorizada de igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados en contra de los artículos 2° de la ley N° 17.235 y 20 de la ley N° 20.033; 38 y 38 ter de la ley N° 18.933 y 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, y 171, inciso primero, del Código Sanitario.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la Excelentísima Corte Suprema, con el que da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Ávila, Bianchi, Cantero, Girardi, Gómez, Letelier, Ominami y Pizarro, mediante el cual se solicitó a su Presidente la adopción de las medidas que puede ordenar en virtud de la superintendencia directiva, correccional y económica que le corresponde a aquella sobre los tribunales del país, para el desarrollo de una investigación rápida y eficaz que determine las razones de la muerte del ex Presidente de la República señor Eduardo Frei Montalva (boletín N° S 1.095-12).


De la señora Contralora General de la República subrogante, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Matthei, referido a donación de un millón de dólares efectuada por CODELCO a la Teletón.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, con el que responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Espina, respecto de la investigación de eventuales negligencias y errores administrativos o médicos en el hospital de Collipulli en el caso que derivó en la muerte de doña Luz Acuña.



Tres del señor Ministro del Interior:



Con el primero contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Kuschel, relativo al reforzamiento de la vigilancia para enfrentar la comisión de delitos de abigeato en la Décima Región, particularmente en las provincias de Chiloé, Osorno, Palena y Llanquihue.



Con el segundo da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Ruiz-Esquide, acerca del estado de los programas del Plan Arauco.



Con el tercero responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, con referencia a medidas para proceder al techado de la Escuela Hamburgo, de Puerto Puyuhuapi.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que contesta un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Navarro, Ávila, Girardi y Muñoz Aburto, mediante el cual se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República la suscripción del Convenio N° 143 de la OIT, sobre Migraciones en Condiciones Abusivas y Promoción de la Igualdad de Oportunidades y de Trato de los Trabajadores Migrantes (boletín N° S 1.107-12).



Dos del señor Ministro de Defensa Nacional:



Con el primero da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Larraín, tocante a las prestaciones de salud del hospital de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile.



Con el segundo responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, referido a las jornadas laborales y a las remuneraciones de las policías en el país.



Tres del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Kuschel, atinente a la posibilidad de que dicha Cartera de Estado otorgue facilidades para el financiamiento de las pequeñas y medianas empresas.



Con el segundo responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, concerniente a una moción, de la cual es autor junto con el Senador señor Bianchi, modificatoria de la ley N° 18.502 que fue declarada inadmisible por contener materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con el tercero contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Ruiz-Esquide, acerca de los planes especiales que deberían implementarse para que la economía nacional recuperara su ritmo y orientación.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Zaldívar, sobre el compromiso adquirido por el Gobierno en el sentido de otorgarles a los funcionarios pertenecientes a la CONFENATS, FENPRUSS y ASEMUCH un bono de características similares a las de aquellos que beneficiaron a los trabajadores afiliados a la ANEF en relación con incentivos especiales para jubilar.



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, con el que responde un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Naranjo y Muñoz Aburto, con el que se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República que encargara a aquella Cartera estudiar modificaciones legales relacionadas con los montepíos (boletín N° S 1.092-12).



Dos de la señora Ministra de Agricultura, con los que contesta igual número de oficios expedidos en nombre del Senador señor Frei, referidos a la entrega de apoyo financiero al proyecto “Leña, energía renovable para la conservación de los bosques nativos del sur de Chile” y a los planteamientos de la Corporación de la Carne de Chile.



Dos de la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del  Senador señor Horvath, respecto de la necesidad de exigir a la empresa Hidroaysén un informe pormenorizado que indique el trazado de las líneas de transmisión y el destino de la energía que producirán las centrales de los ríos Baker y Pascua.



Con el segundo contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Espina, tocante al problema de contaminación que afecta a los valles de Huelehueico y Manzanares, ubicados en la comuna de Renaico, Región de La Araucanía.



Del señor Subsecretario de Aviación, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Naranjo, sobre la situación laboral del Director del Servicio de Urgencia del Hospital de la Fuerza Aérea, Comandante de Grupo (S) Luis Gustavo Hein, durante los años 2007 y 2008, hasta el mes de septiembre, inclusive.



Dos del señor Subsecretario de Justicia subrogante:



Con el primero da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Espina, acerca de la situación que afecta a doña Lérida Alcalde.



Con el segundo contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, con el que se remitió al Ministerio de Justicia copia de su intervención relativa a la conmemoración del Día Mundial contra el Maltrato a los Adultos Mayores.



Del señor Subsecretario de Transportes, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantero, referido a los planteamientos efectuados por la Confederación de Dueños de Taxis de Chile (CODUTACH).



De la señora Directora del Trabajo, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro para requerir antecedentes acerca de alguna evaluación de las fiscalizaciones que eventualmente haya realizado esa entidad en el ámbito de la labor de recolección de basura.



Del señor Secretario Ministerial de Salud de la Segunda Región, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Cantero, relativo a la contaminación acústica asociada a la construcción y habilitación del edificio ICONO, en Antofagasta.



De la señora Secretaria Ministerial de Salud de la Región de Aisén, con el que contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, respecto del derrame de combustibles y aceites en el estero San Luis, en la localidad de Puerto Cisnes.



Del señor Secretario General del Ejército, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantero, con relación a los planteamientos de un grupo de personas que trabajan “a jornal” en el Ejército, en la ciudad de Calama.



Del señor Secretario General de Carabineros, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Romero, en cuanto a la posibilidad de incluir un cuadrante adicional que abarque la comuna de La Cruz y a la agilización de la puesta en marcha del Plan Cuadrante en La Calera.



De la señora Presidenta de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Larraín, respecto del Programa “Becas Bicentenario Australia, Nueva Zelandia”.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes


De la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Parlamento durante la tramitación del proyecto de ley que otorga beneficios a deudores de crédito universitario que indica por la prestación de servicios remunerados en las comunas de menor desarrollo del país (boletín N° 4.237-04) (Véase en los Anexos, documento 1).


De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas sobre importación de mercancías al país (boletín N° 5.343-01) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Quedan para tabla.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

V. ORDEN DEL DÍA

ESTABLECIMIENTO DE LEY GENERAL DE EDUCACIÓN
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre establecimiento de una Ley General de Educación, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y urgencia calificada de “simple”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4970-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 31ª, en 1 de julio de 2008.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 69ª, en 18 de noviembre de 2008.


Discusión:



Sesión 33ª, en 2 de julio de 2008 (se rechaza el envío a Comisiones unidas).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa  es la instauración de un nuevo marco institucional que permita ofrecer a todos los chilenos el acceso a una educación de calidad, independiente de su condición socioeconómica, consignando definiciones básicas para el sistema escolar; asignando roles al Estado; estableciendo los requisitos que deben exigirse a los administradores del sistema educacional, y creando el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad.


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología recibió en audiencia a diversas autoridades, especialistas y académicos universitarios que expusieron sus puntos de vista acerca de este proyecto. Sus nombres figuran en la parte expositiva del primer informe.



Puesta en votación la idea de legislar, la Comisión la aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Chadwick, Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide), en los mismos términos del texto que despachó la Honorable Cámara de Diputados.



Cabe destacar que los artículos 1º a 8º, 10 a 14, 16 a 24, 25 (inciso primero), 26 a 35, 37 a 40, 42 a 58, 59 (incisos primero y tercero), 60 a 68 y 70 permanentes, y los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 7º, 8º, 9º y 10 transitorios tienen carácter orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren los votos conformes de 22 señores Senadores.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que consigna, en su primera columna, la actual Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, y en la segunda, el proyecto que será sometido a discusión.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra en primer término la señora Ministra, y en seguida, el Honorable señor Núñez.

La señora JIMÉNEZ (Ministra de Educación).- Ante todo, quiero saludar al señor Presidente de la Cámara Alta; al señor Vicepresidente; al señor Presidente de la Comisión de Educación, y a la señora Senadora y a los señores Senadores presentes.



Hoy he venido a presentar ante ustedes un proyecto de ley cuya aprobación significa:



-Sentar las bases para un cambio determinante del sistema educacional; 


-Poner la piedra basal de una nueva arquitectura del sistema;



-Dar el paso natural que corresponde al sector para seguir avanzando una vez alcanzada la maduración de las leyes promulgadas con anterioridad por esta Honorable Corporación.


Sus logros han creado nuevos y grandes desafíos. 



En el Hemiciclo del Senado, Arturo Alessandri, entre 1919 y 1920, se jugó por un acuerdo que concretó un debate social y político sobre la enseñanza. En dicho acuerdo -ley Nº 3.653, de 25 de agosto de 1920- se consagraron el acceso y la obligatoriedad a cuatro años de educación primaria y la gratuidad de esta. 



Ochenta y tres años más tarde, la reforma constitucional de 2003 garantizó 12 años de escolaridad obligatoria.



Gracias a la visión de ustedes, nuestros legisladores, hemos sido pioneros en la región en alcanzar la universalización de las enseñanzas básica y media. Esa visión marcó una impronta que ha significado una verdadera revolución de la educación. En el Ministerio la llamamos “la revolución oculta”.



Ustedes son los depositarios de una responsabilidad histórica; a ustedes les corresponde decidir sobre un significativo cambio en el sistema de enseñanza.


I. ¿Cuáles son los resultados de esta revolución oculta que nos exige nuevos pasos en la educación?



En primer lugar, se ha puesto fin a la exclusión educacional. A la universalización de las enseñanzas básica y media se agrega hoy la garantía al acceso a una educación de prekínder y kínder. Se completa así un total de 14 años formalmente garantizados.



La enseñanza superior ha avanzado en esa misma dirección abriendo oportunidades a estudiantes provenientes de sectores sociales que nunca habían tenido acceso a ella. Los alumnos matriculados en la educación superior aumentaron tres veces entre 1990 y hoy día: de 250 mil, pasaron a 750 mil.



La enseñanza superior dejó de ser el privilegio de una ínfima minoría y se abrió como posibilidad a la mayoría de la población. Prueba de este cambio es que, actualmente, 7.5 de cada 10 alumnos que cursan estudios superiores son los primeros de sus familias que alcanzan este nivel.



En segundo término, contamos con condiciones para enseñar y aprender de acuerdo a los estándares que exige la modernidad. 



Hoy día el sistema educacional ofrece condiciones para aprender -tiempo, espacio, equipamiento, tecnologías y currículo- a la altura de los nuevos requerimientos y estándares que la vida contemporánea plantea.



-En 1990 la jornada escolar completa era un privilegio al que accedía solo el 10 por ciento de la matrícula, levantando una barrera infranqueable respecto del 90 por ciento restante. Hemos realizado inversiones fuertes y constantes para contar con jornada escolar completa en la mayoría de los establecimientos educacionales. 



-En la actualidad, toda la matrícula tiene acceso a las nuevas tecnologías de información y comunicación. En el año 2000, el 50 por ciento de las escuelas y el 100 por ciento de los liceos contaban con acceso a dichas tecnologías. Hoy disponen de ella todos los establecimientos. La escuela se ha convertido en la puerta de acceso al mundo para todos los estudiantes. Este ha sido un gran paso en términos de equidad.



-La experiencia educativa, desde parvularia hasta cuarto medio, se basa en un currículo nuevo y más relevante, que organiza y secuencia conocimientos y valores de acuerdo con los requerimientos que la sociedad, su economía y su cultura formulan a las personas del siglo XXI.



-Se ha establecido un sistema de evaluación del desempeño de los docentes, esencial tanto para su mejora permanente como para resguardar los niveles mínimos de calidad.



-Más recientemente, se han mejorado los estipendios asociados a la asignación de excelencia pedagógica y al Sistema Nacional de Evaluación del Desempeño, y se ha trabajado en una mesa, con participación del Colegio de Profesores, en torno a elementos de base para un nuevo diseño de la carrera profesional docente (esperamos someter el proyecto respectivo a consideración de ustedes durante el próximo año).



En tercer lugar, se han alcanzado importantes logros en los resultados de aprendizaje medidos por la prueba SIMCE y por las pruebas internacionales TIMSS y PISA, que, si bien no son suficientemente buenos, no desmerecen al compararlos con los que se logran en otros países de la región.



La información preparada por la Unidad de Currículum y Evaluación del Ministerio señala que:



-Los estudiantes chilenos formados completamente en el currículo reformado han alcanzado, en general, mejores resultados que sus pares latinoamericanos y que los estudiantes chilenos de hace 5 años.



-Entre 2001 y 2006 se ha producido un mejoramiento en los logros de Lectura en los educandos chilenos -el más alto observado entre todos los países participantes en la prueba PISA 2006-, acortándose así la brecha con los países de la OCDE.



-En la escala general de Ciencias, al igual que en Lectura, el rendimiento de los estudiantes chilenos sobrepasa el obtenido por todos los otros países latinoamericanos que participaron en esa prueba internacional.



-Los alumnos chilenos rinden mejor que sus pares latinoamericanos en las tres dimensiones de la alfabetización: competencias, conocimiento científico y conocimiento sobre la ciencia.

-Al comparar estudiantes de similares características socioeconómicas y culturales entre los latinoamericanos, los chilenos obtienen mejores rendimientos en Ciencias y Lectura.



Pero, al mismo tiempo, PISA nos ha mostrado que estamos lejos de poder declararnos satisfechos. En comparación con los países desarrollados, nuestros promedios resultan extremadamente bajos y tenemos un gran conjunto de educandos que no alcanzan los niveles mínimos de competencias que les permitirían participar e incorporarse a la sociedad como ciudadanos útiles y productivos.



En suma, tales resultados solo demuestran que tenemos que dar un gran salto en la calidad de los aprendizajes.

Significado de estos logros y nuevos desafíos



En el país no hemos sabido aquilatar tales avances. Por ello, hemos calificado a esta etapa como “una revolución oculta y silenciosa”.


En esa falta de valoración incide, en gran parte, nuestra nostalgia por un pasado que no reviste la significación que se le atribuye. Cuando se dice que antaño el sistema escolar era más homogéneo y de mejor calidad, se hace referencia a una leyenda. Se olvida, en efecto, que se dejaba fuera a la mayoría de los jóvenes de familias de menores ingresos, ya que los más pobres no influían en los promedios nacionales. Para el sistema y sus evaluaciones, simplemente no existían.



En las últimas décadas hemos quebrado esa brutal segregación. Ahora, todos los niños, niñas y jóvenes están incluidos en el sistema escolar. Pero eso mismo hace que en la educación se expresen las desigualdades que aún persisten en la sociedad. Hemos creado un sistema inclusivo, pero todavía desigual.



Esta realidad marca la agenda futura del sistema de educación. Hemos ganado la batalla contra la exclusión del sistema escolar. Ahora debemos ganar la batalla contra la desigualdad en el sistema escolar. Nuestra tarea es transformar las nuevas oportunidades de acceso a este último en oportunidades de aprendizaje de calidad para todos los niños, niñas y jóvenes.



El desafío de pasar de la equidad en el acceso a la equidad en la calidad de la educación se encuentra en el centro del debate desde hace dos años y ha remecido al sistema educacional y al político.


II. Con estos antecedentes, miremos hacia adelante



Para superar los obstáculos que impiden que nuestro sistema educacional alcance las metas de calidad que necesita, se requiere abordar la tarea de crear una nueva arquitectura para el siglo XXI. Nos enfrentamos a una reforma de segunda generación.



Me referiré de modo breve a cada uno de los componentes de esta nueva arquitectura, para que los señores Senadores puedan hacerse una idea cabal de su diseño y de hacia dónde marchamos. Ello mostrará, a la vez, la centralidad de la Ley General en proyecto en la nueva visión del sistema educacional.



Empecemos por señalar los principios que orientan el diseño.


El sistema educacional se organiza en torno a la equidad y calidad. Por ello, plantea el establecimiento y consolidación de garantías para todos los ciudadanos: acceso, permanencia y egreso en una educación de calidad. Dicha meta se debe lograr con un sano equilibrio entre el principio de libertad de enseñanza y el derecho a una educación de calidad para todos.



La arquitectura del sistema considera:



-Una plataforma institucional, dada por la Ley General de Educación, cuyo proyecto se debate hoy.



-Un nuevo enfoque para la educación pública. La Presidenta de la República anunció esta mañana la iniciativa que lo consolida, la cual será enviada al Congreso, específicamente a la Cámara de Diputados, el jueves próximo.



-Subvenciones para asegurar la permanencia de los estudiantes vulnerables en el sistema.



-Planes de mejoramiento educativo a fin de elevar la calidad del aprendizaje. La entrega del beneficio de la Subvención Escolar Preferencial exige elevar la calidad de la enseñanza en los establecimientos que atienden a estudiantes vulnerables. Como Sus Señorías recordarán, el proyecto que creó la Subvención Escolar Preferencial fue aprobado en febrero del año en curso, y ya se encuentra en plena ejecución.



-La formación y la carrera docentes. El Programa de Formación Inicial Docente ya ha sido conversado con las universidades, y la acreditación de las carreras de pedagogía y la evaluación de los maestros están en aplicación. En el diseño de la carrera trabaja el Centro de Perfeccionamiento del Magisterio con el Colegio de Profesores.



-Finalmente, se considera una Política de Educación Superior, en elaboración. Es posible que dé origen a iniciativas que el próximo año se remitirán al Parlamento.



Como los señores Senadores pueden observar, el diseño es ambicioso. Nada se ha descuidado. Hay acciones ya en ejecución, como las subvenciones generales, la subvención preferencial, la Política de Formación Inicial. La carrera docente y la Política de Educación Superior están en preparación.



En cuanto a la futura Ley de Educación Pública, se implementará un conjunto de acciones mientras se aprueba, para:



-Mejorar las condiciones en que opera la educación pública;



-Revertir, o al menos detener, la disminución persistente de la matrícula y



-Permitir y facilitar que los sostenedores asuman mayores niveles de responsabilidad respecto a la gestión educativa.



Así, por ejemplo, existe una preocupación especial por los establecimientos tradicionales. Más de cien liceos de todo el país podrán postular a la renovación de infraestructura y la adquisición de equipamiento, por un monto que en 2008 contempla más de diez mil millones de pesos y que se extenderá por cuatro años.



Asimismo, más de 690 proyectos de inversión en establecimientos municipales ya han sido adjudicados para obras que se desarrollarán en 2009, por un monto de 43 mil millones de pesos.



En materia de capacitación y actualización de directivos y profesores, el presupuesto 2009 contempla más de mil 800 millones de pesos destinados a desarrollar las capacidades de liderazgo, gestión y evaluación de los equipos directivos. En esta área se espera capacitar a más de 2 mil 550 docentes directivos del sector público y a más de 300 sostenedores.



En cuanto a la propia iniciativa que nos ocupa, en primer lugar es preciso tener presente que el cuadro que plantea el Sistema de Aseguramiento implica exigencias de calidad y responsabilidad por parte de los distintos actores del sistema: sostenedores, profesores, directivos.



Se busca dotar a los establecimientos públicos de las condiciones que exigirá la Ley General de Educación en proyecto que Sus Señorías votarán, aspectos que serán complementados con el diseño de una nueva carrera docente.



Además, quiero subrayar que el foco central de la iniciativa es proveer recursos y generar condiciones institucionales para mejorar las gestiones administrativa y, sobre todo, técnico-pedagógica de los sostenedores de la educación pública.



El articulado propone la conformación de equipos técnicos encabezados por un director ejecutivo responsable de supervisar a los establecimientos educacionales a su cargo. Deseamos que todas las escuelas públicas del país estén en un marco similar al de aquellas ubicadas en áreas de mayor matrícula y, por lo tanto, con mayores recursos. No queremos que la calidad del aprendizaje dependa solo de la iniciativa de las autoridades locales, y tampoco de los montos de la subvención, determinada por la matrícula.



Uno de los propósitos de la futura Ley General de Educación es contar con un piso mínimo de recursos para las gestiones técnico-pedagógica y administrativa. Por ello, sin duda resulta necesario resolver las desventajas de escala que presentan los municipios pequeños. En determinados casos, se proponen agrupaciones de municipios al objeto de facilitar su gestión educativa. Ello permitirá generar redes entre los directores, profesores, y contar con un equipo técnico para supervisar al conjunto.



Nuestro propósito es implementar dicha normativa en forma progresiva y gradual.



Estoy convencida de que con estas medidas podremos mejorar los resultados de aprendizaje de los niños más vulnerables de nuestro país.



La propuesta que se formula respecto de la educación pública se encuentra en estrecha relación con la Subvención Escolar Preferencial, herramienta maestra para mejorar la calidad de los establecimientos que reciben alumnos vulnerables gracias a los planes de mejoramiento educativo. Quiero destacar que actualmente cerca de 7 mil escuelas reciben dicha subvención -cifra equivalente a 76 por ciento de las que pueden acceder a ella-, las que cubren 98 por ciento de los alumnos considerados prioritarios en el año en curso.



Vamos por la buena senda. Ahora requerimos consolidar los avances y darles la institucionalidad que asegurará su permanencia en el tiempo y su incremento. En otras palabras, es necesario dotar al sistema escolar de una organización que haga posible garantizar la calidad de la educación. Ello significa poner término a la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza y aprobar la propuesta contenida en la iniciativa en examen.


III. Ley General de Educación



Para lograr esa plataforma institucional que apunta a asegurar la calidad, la Ley General de Educación contempla cinco grandes temas.



En primer lugar, establece el marco institucional que permitirá que la calidad se convierta en realidad. A dicho marco lo hemos llamado “Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad”.



Luego contiene las precisiones necesarias para organizar al sistema educacional:



-Definiciones básicas del sistema escolar.


-Rol que le compete al Estado.


-Avances que se requieren para alcanzar la equidad y calidad. 



-Requisitos que deben exigirse a los administradores del sistema educacional; vale decir, a los sostenedores privados.



Invito a los señores Senadores a analizar las grandes líneas de cada uno de estos puntos.

El marco institucional


La Ley General de Educación en proyecto crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad, el cual considera tres nuevas instituciones:


1.- Consejo Nacional de Educación.


En la actualidad existe un Consejo cuya composición deseamos cambiar. Se halla integrado solo por representantes de la educación superior y de organizaciones ajenas al sistema, como la Corte Suprema y las Fuerzas Armadas, y cuenta con atribuciones para aprobar el marco curricular sin estándares y plan de evaluación.



La normativa en estudio modifica esa conformación y considera solo a los actores del sistema escolar. Además, se le otorgan al organismo nuevas atribuciones, que incluyen su participación en el Sistema de Aseguramiento de la Calidad. De esta manera, tiene injerencia en los estándares de aprendizaje y de desempeño de profesores y establecimientos.



Deseamos contar con una entidad independiente que se encargue de fijar el currículo y los estándares de aprendizaje que deberán alcanzar todos los alumnos.


2.- Agencia de Aseguramiento de la Calidad.


Se encargará de evaluar los aprendizajes de los alumnos, evaluar el desempeño de los colegios, identificar a aquellos que necesiten planes de mejoramiento o cambios drásticos de gestión e informar a la familia y la sociedad.


3.- Superintendencia de Educación.



Velará por el uso correcto de los recursos invertidos en la educación y por el cumplimiento de las normas que regulan la relación de los sostenedores con las familias, la sociedad y el Estado.

Definiciones básicas del sistema escolar



La ley en proyecto pone el tema de la equidad y calidad en el nivel de los principios y derechos, planteando que la equidad supone calidad para todos.



¿Qué dice sobre principios la actual normativa reguladora del sistema escolar? Nada. Aquí hay un vacío cuya razón es difícil de explicar. 



La iniciativa contempla un nuevo sistema, coherente y con objetivos claros, inspirado en los siguientes principios:



-Universalidad



-Educación permanente



-Equidad y calidad, las cuales van de la mano. No existe equidad sin calidad para todos.



-Autonomía



-Responsabilidad 



-Transparencia.



Asimismo, nada se dice en la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza sobre la existencia de una comunidad educativa, sobre sus miembros, y tampoco, por la misma razón, se definen derechos y deberes. El proyecto precisa el concepto de comunidad educativa y los miembros que la constituyen, así como sus derechos y obligaciones.

El rol del Estado



El nuevo texto se traduce en más y mejor Estado:



-Financia un sistema de 14 años de escolaridad gratuita.


-Resguarda la igualdad de oportunidades y la inclusión en el sistema de enseñanza, para lo cual promueve la reducción de las desigualdades.


-Vela por la calidad de la educación.


-Mantiene y provee de información a los actores del sistema educacional, para lo cual propende a la transparencia.
Avances para alcanzar calidad con equidad



Este campo dice relación a la esencia del nuevo sistema. Sobre el particular, deseo señalar tres cambios determinantes que propone la iniciativa:



-Se eliminan barreras discriminatorias y se exige equidad. 



Hoy, las escuelas subvencionadas, con sostenedores privados, pueden seleccionar a sus alumnos. Ahí se registra un principio de discriminación que deseamos suprimir. El articulado en análisis no permite seleccionar alumnos por razones socioeconómicas y académicas hasta 6º año básico. Hasta ese nivel, nunca más a un padre se le rechazará un hijo por no poder pagar o no saber lo suficiente.



Asimismo, ningún establecimiento, sea pagado o subvencionado, podrá cancelar la matrícula a un estudiante por razones académicas o económicas.



Y los alumnos tendrán derecho a repetir una vez cada ciclo en un mismo establecimiento.



-Calidad para todos es condición de equidad. 



La garantía de calidad se afianza con la creación del Sistema de Aseguramiento de la Calidad, que ya he comentado. En este aspecto se inscribe la futura ley que establece la Superintendencia, así como un segundo cuerpo legal, relativo a la Agencia de Calidad.



-Se pone el currículo al servicio de la equidad.



El currículo sufre un importante cambio. Se modifican sus bases, su estructura y la disponibilidad de planes y programas.



Los actuales objetivos fundamentales y contenidos mínimos son reemplazados por objetivos de aprendizaje exigentes y que constituyen referentes de calidad elaborados por el Estado para los tres niveles del sistema: párvulos, básica y media.



La estructura curricular vigente, de ocho años de educación básica y cuatro años de media, se sustituye por una de dos ciclos, de seis años cada uno. A su vez, la educación media se desagrega en dos ciclos: uno de cuatro años, de formación general, y otro de dos años, de formación diferenciada. 



La incorporación de los actuales 7º y 8º años a la enseñanza media ofrece grandes ventajas. Esta última exige profesores de una sola asignatura y mejor preparación. Con solo ese cambio los alumnos ganan en calidad.



En cuanto a los planes y programas, a las dos opciones existentes para los establecimientos se agrega una tercera, que consiste en un banco de Planes y Programas, a cargo del MINEDUC, lo que permitirá impulsar mayor innovación y acceder a programas que han demostrado un alto rendimiento en otros liceos y escuelas.

Requisitos para los sostenedores privados



La Ley General en proyecto permite asegurar que los recursos que entrega el Estado se invertirán en educación y exige dedicación y compromiso por parte de quienes administran esta última.



En esta materia, nuevamente, se efectúan grandes cambios.



Los sostenedores deberán ser personas jurídicas y exhibir giro único y exclusivo en educación. La calidad de tales será intransferible, vale decir, no se podrá enajenar, a diferencia de lo que sucede actualmente. Sus representantes legales y los encargados administrativos deberán contar a lo menos con ocho semestres de formación superior.



Los establecimientos deberán cumplir normas referidas a infraestructura y equipamiento; poseer personal docente y codocente idóneo, y comprometerse a cumplir con los objetivos curriculares y los estándares de calidad del sistema.



Los sostenedores que reciban recursos públicos deberán rendir cuenta anual de su uso. Deberán acreditar solvencia económica.



En esta tradición, y a partir de este aprendizaje histórico, el Honorable Senado ha sido y es depositario de una responsabilidad que para el país constituye una señal única y determinante. Conscientes de tal legado, debemos hoy debatir y aprobar -al menos, así lo espero- una nueva Ley General de Educación.



Honorables señoras y señores Senadores de la República, en esta presentación de la iniciativa ustedes han podido obtener una visión del diseño que hemos elaborado para el sistema educativo. Se ha considerado cuidadosamente cada una de las partes de este último -ninguna puede ser evaluada al margen de las otras-, las cuales, en conjunto, permiten un avance substancial hacia metas que tenemos instaladas en nuestro ideario y que estamos concretando con acciones potentes, fortalecedoras de nuestra confianza en la capacidad de tomar decisiones en consonancia con el interés nacional.



Este es el momento de marcar un nuevo hito en nuestra historia de avances en el sistema de educación. Este es el momento para dar señales claras y decididas de que nos estamos jugando por el país, por sus niños y niñas y por todos sus jóvenes.



Honorables señoras y señores Senadores, todo el país tiene depositada su esperanza en los avances de la educación. Todo el país tiene puesta su mirada en los debates que se realicen y las decisiones que aquí se tomen. Este Hemiciclo ha sido el espacio de articulación de los más significativos consensos logrados respecto de la educación.


La normativa en análisis es el inicio de un proceso que cambiará radicalmente el sistema escolar. Son muchos los que esperan confiados en que en este instante nuevos aires entrarán al Ministerio, en que el sistema de educación emprenderá un nuevo vuelo y en que este sentará las bases definitivas para un cambio de importancia crucial en los aprendizajes de todos nuestros estudiantes.



Hoy nos encontramos a punto de dar un paso trascendental para cambiar la faz de nuestro sistema de educación. La decisión está en vuestras manos, señoras y señores Senadores. Ustedes tienen, en unión con la Cámara de Diputados, la función de aprobar las leyes. La iniciativa que debatirán ya fue aprobada por la otra rama del Congreso. Hoy le corresponde a esta Corporación sancionarla.


Es cierto que en nuestra sociedad ha habido y hay visiones e intereses contrastantes sobre el proceso educativo. A veces, estos intereses han emergido con fuerza en posiciones extremas de uno u otro color. Es legítimo que estas se expongan públicamente. Cada quien busca hacer realidad sus sueños o aspiraciones en educación. Todos tenemos derecho a reivindicar nuestros problemas y requerimientos en este ámbito. Pero, como sociedad, no debemos olvidar que en educación son mucho más fructíferos y necesarios los consensos. A la larga, gracias a ellos hemos avanzado como país y se ha avanzado en el sistema educacional.



Junto con agradecerles, señores Senadores, les pido que hoy debatan y aprueben el proyecto de Ley General de Educación.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, creo que la señora Ministra lo ha reflejado bien en sus palabras: no ha sido fácil en la historia de nuestro país avanzar y lograr reformas educacionales de carácter sustantivo. Cuando así ha ocurrido, ello ha exigido grandes acuerdos políticos del Congreso Nacional. Así aconteció el año 20, con la aprobación de la Ley de Instrucción Primaria Obligatoria, que fue una normativa fundamental dentro del proceso de enseñanza de nuestro país; y también en los años sesenta, durante el Gobierno del Presidente Eduardo Frei Montalva, cuando se aprobó extender la cobertura educacional a la mayor cantidad de jóvenes de nuestra patria.



Hoy día, el Senado se enfrenta a un gran desafío: consolidar el acuerdo nacional sobre calidad de la educación, celebrado hace un año, en este proyecto de Ley General de Educación y, de este modo, avanzar en la solución del problema que en la actualidad presenta el sistema educacional chileno, que es, precisamente, la calidad de la enseñanza que se entrega a los jóvenes.



Ese es el problema de hoy: un problema profundo, absolutamente real y ético. Porque, sin duda alguna, la mala calidad de la enseñanza ha incidido fuerte y determinantemente en la construcción de una sociedad como la del Chile actual, que presenta grandes desigualdades sociales.



Voy a dar un solo ejemplo.



Si comparamos los resultados de la prueba SIMCE, que se toma a los cuartos años básicos, se puede apreciar que en 1996, en el área de lenguaje y comunicación, el sector municipal obtuvo 241 puntos, y diez años después, luego de casi triplicarse el presupuesto del Ministerio de Educación, logró el mismo puntaje. Es decir, hay un total estancamiento. En el área de las matemáticas, por su parte, consiguió 239 puntos en 1996, contra 234, una década después.



Si lo anterior, que solo son cifras para demostrar el estancamiento o el empeoramiento de nuestro sistema educacional, se lleva a contenidos, significa que durante 10 años los niños de cuarto básico del sector municipalizado, en materia de lenguaje y comunicación, no alcanzaban a comprender lo que leían y, en el área de las matemáticas, no conseguían realizar con fluidez las cuatro operaciones básicas. 



O sea, hubiésemos reprobado el curso en materia de calidad de la educación, no obstante haberse triplicado en diez años el presupuesto del sector.



Por eso, señor Presidente, el acuerdo que se celebró hace un año resulta tremendamente importante.



Obviamente -y creo que no vale la pena detenerse o perder mucho tiempo en ello-, este proyecto de Ley General de Educación, que refleja dicho acuerdo, no es suficiente por sí mismo, ni constituye el único instrumento para mejorar la calidad de la enseñanza en Chile. Sin duda, debe ir acompañado de muchos otros factores. Pero, no siendo suficiente, resulta del todo indispensable.



El académico José Joaquín Brunner ilustró muy bien ese aspecto en la Comisión de Educación cuando, al citar estudios internacionales, señaló que lo que más incide, lo más preponderante en la calidad de la enseñanza es, en primer lugar y por lejos, la familia y su condición sociocultural; segundo, la calidad de la gestión de la escuela a la cual se envía a los niños, y tercero, a bastante distancia, los sistemas o diseños institucionales.



Pues bien, este proyecto de Ley General de Educación se refiere, precisamente, a los sistemas o diseños institucionales. Pero, sin duda alguna -y así lo afirmó José Joaquín Brunner-, tener un buen diseño institucional resulta tremendamente importante en la generación de incentivos para que las escuelas puedan mejorar su capacidad de enseñanza.



Tampoco creo que valga la pena, señor Presidente, detenerse a detallar aquello que la normativa no incorporó, o que incorporó de manera distinta o matizada de lo que uno piensa. Porque todo acuerdo -es bueno recordarlo- exige generosidad, comprensión y renuncias mutuas, para lograr ir avanzando.



La pregunta no es qué faltó o de qué discrepo, sino si la iniciativa, examinada en su conjunto, significa o no un paso adelante. En ese sentido, estoy convencido de que estamos dando un paso importante para mejorar la calidad de la educación.



Y precisamente, valorando el mencionado acuerdo, haré el análisis del contenido de la ley en sus aspectos fundamentales teniendo como pauta los elementos consignados en él para demostrar la fidelidad que existe entre lo acordado y lo que recoge el proyecto en estudio.



El primer punto es la existencia de “Una institucionalidad pública más sólida que permita dotar a nuestra educación de un sistema de aseguramiento de la calidad”. El acuerdo señala que “La educación y sus políticas públicas no deben estar sometidas a los vaivenes políticos de corto plazo y tampoco responder a la visión de un solo sector político”. Y agrega: “Los países exitosos son aquellos que poseen una institucionalidad que persiste a lo largo del tiempo en la búsqueda de mejorar la cobertura y la calidad educativa”.



Así, la institucionalidad que recoge el proyecto de Ley General de Educación y que es parte del acuerdo tiene cuatro ejes fundamentales. 



Uno, el Ministerio de Educación, que cumplirá un rol preponderante en la fijación de las políticas educativas del país.



Dos, la Superintendencia de Educación -órgano aún inexistente-, que deberá velar por la observancia de los requisitos establecidos en la ley y, especialmente, ejercer el control de los recursos públicos destinados a la enseñanza. 



Tres, la Agencia para el Aseguramiento de la Calidad de la Educación -también inexistente-, con un rol fundamental en esta materia, por cuanto deberá efectuar los diagnósticos y la evaluación de las escuelas en cuanto al cumplimiento de los estándares educativos; apoyar la gestión educativa donde existan dificultades o deficiencias en el cumplimiento de dichos estándares, y sugerir sanciones, las que incluso podrán llegar al término de la condición de sostenedor, si no se cumplen, bajo determinadas circunstancias, los estándares de calidad de la educación que se establezcan.



Y cuatro, el Consejo Nacional de Educación, el que, ni más ni menos, tendrá la atribución de fijar los contenidos, ya sea a través de los currículos, de los proyectos educativos, de los planes y programas y de los estándares de educación; es decir, el “qué se enseña en nuestro país”.



El segundo punto contenido en el acuerdo dice relación a la necesidad de contar con una “Definición clara de los roles de cada uno de los actores de la comunidad educativa”.



El proyecto de ley, en su artículo 10, consagra con precisión cuáles son los actores de la comunidad educativa, con sus respectivos derechos y deberes.



Como seguramente los señores Senadores van a referirse a los derechos, yo quiero especificar un deber que me parece muy importante: el de los alumnos, de tener un trato respetuoso hacia sus profesores y de respetar el reglamento interno de cada establecimiento.



Y ello, porque una de las demandas más relevantes de los padres y apoderados apunta a la ausencia, falta o debilidad en la disciplina interna de las escuelas o liceos, tan necesaria para lograr una mejor calidad en la educación de nuestro país.



En esta materia, el acuerdo señala que, “Asimismo, se determinan los objetivos de aprendizaje de los distintos niveles educativos, incorporándose el nivel parvulario”. El nivel parvulario, que ya se incluyó a través de una reforma constitucional cuyo autor fue el Senador Mariano Ruiz-Esquide, ahora se incorpora dentro del sistema educativo como un nivel más. El acuerdo agrega que, “De esta manera, se precisan las responsabilidades y los objetivos de aprendizaje que los niños y niñas deben alcanzar, permitiendo con ello una adecuada rendición de cuentas para asegurar el objetivo principal: la calidad de la educación”. Es decir, qué se enseña, cómo se enseña, quién se hace responsable de esa enseñanza y cómo se evalúa a quien está educando.



Todo ello se encuentra comprendido en los Títulos I y II de la iniciativa.



El tercer aspecto es “Una nueva estructura curricular para elevar la calidad de la educación”. ¿Qué significa esto? Que se establecen nuevos ciclos educacionales: de primero a sexto básico, y de séptimo básico a cuarto medio, siguiendo la nomenclatura actual. 



¿Qué se busca con este cambio en el ciclo curricular -idea que viene planteada incluso desde el Consejo Asesor Presidencial-? Aprovechar de mejor manera y en forma más extensa a los profesores de enseñanza media. ¿Por qué? Porque son especialistas en una sola asignatura y, por lo tanto, se hallan más aptos para entregar una mejor calidad en la disciplina que imparten.



El cuarto punto del acuerdo se vincula con la necesidad de “Garantizar la eficiencia y la transparencia de todo el sistema educacional”.



Aquí hoy tenemos un problema.



El sistema educacional funciona con poca transparencia, tanto en el sector particular subvencionado como en el municipal. Las dificultades en este ámbito han sido tan serias, que el Congreso incluso debió adoptar una sanción constitucional.



Por eso, el proyecto obliga a la mayor transparencia en el uso de los recursos públicos involucrados en el proceso educativo y a la mayor calificación para quienes sean sostenedores.



El artículo 46 exige que estos sean personas jurídicas y posean como giro único la educación. La calidad de sostenedor será intransferible a los que no cumplan con los requisitos establecidos por la ley. Además, deberán acreditar solvencia económica. 



Del mismo modo, el representante legal y el administrador de entidades sostenedoras tendrán que estar en posesión de un título profesional o una licenciatura de al menos 8 semestres.



El quinto punto es esencial. La calidad de la educación requiere libertad, requiere espacios para poder innovar en materia de proyectos educativos. Por eso, el acuerdo es “Asegurar y desarrollar la autonomía” educativa, la cual se expresa en dos aspectos muy concretos. 



En primer lugar, en la creación de un banco de planes y programas complementarios. Todos sabemos que muchas veces una escuela municipalizada o una particular subvencionada enfrenta enormes dificultades para desarrollar un proyecto educativo. Por consiguiente, no tiene otra alternativa que recurrir al programa oficial que le entrega el Ministerio de Educación. El mencionado banco, que recogerá los proyectos educativos más exitosos del sistema educacional, quedará a disposición de los colegios para su implementación en todos los lugares que así lo deseen. 



Y, además -lo dice el acuerdo-, “se contempla un tiempo de libre disposición en las bases curriculares y en los planes de estudios elaborados por el Ministerio de Educación”.



Un gran inconveniente de nuestro sistema educacional es que los contenidos mínimos fijados en la LOCE terminan asfixiando a las escuelas, ya que estas ni siquiera tienen tiempo suficiente para pasar esos contenidos mínimos. Por lo tanto, no queda ningún espacio para innovar o introducir una particularidad o un sello propio en el proyecto educativo.



La iniciativa señala que solo el 70 por ciento del tiempo deberá destinarse al cumplimiento de tales objetivos, y que el 30 por ciento restante será de libre disposición, lo cual garantiza la autonomía.



El sexto punto fue, quizás, uno de los que provocaron mayor debate: las “Normas de no discriminación arbitraria y selección”.



Aquí había un problema complejo, como era armonizar la capacidad de selección de alumnos con la libertad de enseñanza, evitando discriminaciones de carácter arbitrario.



Se estableció expresamente en el acuerdo que la Ley General de Educación debía contemplar “normas para asegurar que los procesos de admisión de cada establecimiento escolar sean transparentes, objetivos y no discriminen arbitrariamente”.



Asimismo, hubo coincidencia en cuanto a que los establecimientos subvencionados que reciben aportes públicos no pueden seleccionar, entre prekínder y sexto año básico, en razón del mérito académico, ni tampoco solicitar antecedentes sobre las condiciones socioeconómicas de la familia del postulante.



¿Qué quiere decir eso? Que en ningún evento se puede discriminar arbitrariamente en la selección de un alumno y que la ley entiende que hay discriminación arbitraria en las escuelas que reciben subvención estatal cuando, entre prekínder y sexto básico, seleccionan por criterios académicos.



¿Se podrá seleccionar en virtud de un proyecto educativo autorizado que no implique ningún tipo de discriminación? Sí. Lo que no se podrá hacer es seleccionar, entre prekínder y sexto básico, en razón del mérito académico de un alumno.



El séptimo punto trataba el tema del “Financiamiento”.



Se valoran los avances en materia de incremento de la subvención escolar, pero este sigue siendo un asunto pendiente.



A nosotros nos gustaría -y esperamos que finalmente se logre- que, una vez aprobada la Ley General de Educación, la cual sirve de base institucional para el avance en materia de calidad de la educación, nos propusiéramos como objetivo duplicar el presupuesto del sector y duplicar la subvención educacional.



No nos podemos engañar: educar con calidad no es gratis; requiere recursos. Y los que hasta hoy se han destinado, si bien reconocemos que se han incrementado, mantienen una subvención que, comparada con los medios con que cuenta el sistema educacional particular, está a años luz de otorgar o garantizar un aprendizaje de calidad.



El octavo punto es la creación de “Un nuevo Consejo Nacional de Educación”.



El proyecto original del Ejecutivo establecía más bien un organismo del Gobierno de turno. La mayoría de sus miembros eran elegidos por el Presidente de la República. Se ha cambiado completamente ese criterio, para llegar, no a una entidad de Gobierno, sino a un Consejo Nacional compuesto por 10 integrantes que durarán 8 años en sus cargos -más allá de cualquier plazo electoral- y que permite una participación amplia en la designación o ratificación de muchos de sus integrantes tanto del Consejo de Alta Dirección Pública como del propio Senado.



El Acuerdo se refiere al rol del Estado. Y agrega un nuevo punto que me parece especialmente importante: es deber del Estado velar por la calidad de la enseñanza. Dice: “Mantener y desarrollar un sistema educacional de provisión mixta. Históricamente la educación en Chile ha sido provista de manera mixta. Es responsabilidad del Estado mantener y desarrollar un sistema de educación gratuita y de excelencia. Junto con ello debe velar por la eficaz realización de la libertad de enseñanza y del derecho a una educación de calidad a través del apoyo a todas las escuelas, sean públicas o privadas.”. 



Ello está recogido en el TÍTULO PRELIMINAR del proyecto de ley, donde todo el Párrafo 1° tiene relación con los Principios y Fines de la Educación.



Concluye: “Estamos seguros de que este acuerdo permitirá al país avanzar en forma clara y decidida hacia una educación de calidad para todos.”. 



Señor Presidente, lo convenido está fielmente reflejado en el proyecto de Ley General de Educación que estamos conociendo. Y el análisis lo he hecho a través de él -mostrando su fidelidad con la iniciativa-, porque está suscrito por todos los presidentes de los partidos con representación parlamentaria -varios de ellos presentes en la Sala- Honorables señora Alvear y señores Escalona, Gómez y Larraín, y además por el Ministro señor Viera-Gallo y por la ex Secretaria de Estado en Educación señora Yasna Provoste.



¡Todo lo que he señalado lo dijeron los presidentes de los partidos políticos con representación parlamentaria que suscribieron el Acuerdo!



Quiero terminar mi intervención, señor Presidente, no con mis palabras, sino con otras que pueden tener mucha más significación.



Hace un año, cuando se suscribió el Acuerdo Nacional por la Reforma de la Educación se expresó: “A mí me parece que este es un gran día para Chile, un gran día para todos, porque hemos asumido un compromiso con Chile todas las fuerzas políticas”. Y se agregaba: “El compromiso que adoptáramos de producir cambios significativos en la educación chilena, y en especial derogar la LOCE, para poder contar con una nueva Ley General de Educación, democrática, moderna y republicana, y que asegurara, lo más importante de todo, que creo que está en el espíritu del protocolo que acaba de ser firmado, muy centralmente es el poder garantizar una educación de calidad para todos.”. 



Más adelante, se señala, luego de un detenido detalle de los aspectos del Acuerdo recogidos en el proyecto de ley en debate: “Todas ellas” -las materias anteriormente descritas-, sin embargo, reafirman lo más importante, que es nuestra vocación, nuestra convicción, nuestra certeza y nuestro compromiso con una educación de calidad para todos.”. Y se agregaba: “Y espero que lo que hemos convenido se traduzca pronto en legislación soberana.”. 



Se manifestaba: “Tenemos la capacidad de superar nuestras diferencias y convenir sólidos acuerdos nacionales en beneficio de todos.



“Por eso que he dicho que hoy día es un gran día, y por eso que he dicho que hemos dado un gran salto para reencontrarnos con nuestra historia.”.



Obviamente, todos habrán advertido que son expresiones de la Presidenta de la República al firmarse el Acuerdo por la Calidad de la Educación, hace un año, con palabras y espíritu que comparten estas bancadas, porque tal Acuerdo lo impulsamos, trabajamos y suscribimos. Y vemos plasmados sus aspectos sustanciales en este proyecto de Ley General de Educación. 



Señor Presidente, vamos a votar favorablemente la iniciativa todos los Senadores de la Alianza, no solo por cumplir la palabra empeñada -de por sí ya sería muy importante y relevante-, sino además por nuestras convicciones y esperanzas en que el camino que se empieza a abrir para mejorar la calidad de nuestra educación puede contribuir a la mayor equidad y justicia social que la sociedad actual nos exige y reclama.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, estimadas señoras Senadoras y colegas, hubiese querido dar a conocer a la Sala los debates habidos en la Comisión de Educación, que tengo la honra de presidir, sobre este importante proyecto de ley que ahora estamos discutiendo.



Para conocimiento de Sus Señorías, debo informar que durante la presidencia de aquella del Senador señor Navarro tuvimos la oportunidad de escuchar a no menos de 81 organizaciones de distinta naturaleza, que fueron convocadas para que expusieran sus opiniones no solo respecto a la iniciativa, sino también a cómo ven el proceso educativo que vive el país.



Dificulto, por lo tanto, que otro proyecto de ley contara con la participación de organizaciones de tan diversa índole y con orientaciones ideológicas, políticas y religiosas muy diferentes, que tuvieron el interés de concurrir a nuestra Comisión -por tratarse, como todos tenemos conciencia, de una materia trascendente- para plantear sus puntos de vista.



Sin embargo, el actual proceso no es sino el reflejo de otras reformas que ha vivido la República. En la historia de las modificaciones a la educación chilena, no se conoce ninguna que se haya implementado sin grandes traumas políticos, ideológicos e, incluso, religiosos. 



Durante los siglos XIX y XX, prácticamente todas las modificaciones que intentaron realizar las fuerzas políticas al funcionamiento o a la estructura educacional del país generaron grandes controversias. 



No hay que olvidar que la Ley de Instrucción Primaria Obligatoria se discutió durante 40 años en el país y que las fuerzas liberales y conservadoras se encontraron durante todo ese período, porque había algunos que sostenían que la educación no era para un sector importante de la población, el cual tenía que vivir en su feliz marginalidad.



Después de tantos años, no es de extrañar que hoy todos consideremos que es básico que un chileno o chilena, cualquiera sea su condición social y su origen ideológico, político, religioso, tenga a lo menos ya no 6, sino 12 ó 14 años de enseñanza elemental, para los efectos de enfrentar las complicaciones de la vida moderna.



Todas las modificaciones incorporadas no han sido solo producto de procesos políticos en donde han participado las fuerzas determinantes de nuestra vida institucional, sino también lecturas que el país ha sido capaz de hacer de la realidad mundial -cultural y política- que nos rodea. 



En consecuencia, las enmiendas hechas son también producto de grandes influencias o de procesos políticos e ideológicos que se viven, incluso, más allá de nuestras fronteras. 



Por eso, creo que debemos contextualizar de manera adecuada lo que ocurrió en la nación hace menos de dos años, cuando se movilizaron, como nunca antes, 700 mil jóvenes a través de todo Chile. Solo recuerdo que en los años 1952 a 1953 hubo un movimiento similar de los estudiantes de educación media, aunque por otros motivos. En el caso actual, los alumnos se movilizaron, fundamentalmente, para exigir un cambio en la vida institucional y en la orientación de la educación chilena, particularmente la municipalizada, en cuanto a calidad y equidad. 



Nunca habíamos conocido una movilización de esa naturaleza. Pocas veces se había visto en el país. Y nadie a esta altura puede decir que ella fue orquestada desde un partido político, desde una alianza o coalición de partidos ni tampoco desde algunas entidades extrañas a la vida política nacional. 



Se trató de un movimiento espontáneo, y los jóvenes -más allá de lo que pensáramos nosotros- fueron capaces de ponernos frente a una dolorosa realidad: que la educación chilena no está dando cuenta de los enormes cambios producidos no solo en nuestro país, sino en la humanidad. 



Por eso, creo que ahora todos estamos contestes -y hay gran consenso al respecto- en que las modificaciones incorporadas básicamente durante el Régimen militar quedaron por completo obsoletas. No tienen posibilidad de éxito. 



Tales enmiendas, incluyendo por cierto la municipalización, no podrán en ningún sentido generar una educación de calidad, con gran sentido republicano, que traiga equidad e igualdad al país. 



Sin embargo, hay un gran acuerdo, que es el primero que se produce sobre esta materia entre las fuerzas de Oposición y de Gobierno. Y creo que es bueno entender, por lo tanto, que ya no se puede continuar aceptando en el país tanta desigualdad, segregación y falta de calidad en el sistema educacional. 



No digo que ello ocurra en todo el sistema educativo, porque cuando hablo de segregación me refiero a esa franja de la sociedad chilena a la que hoy se entregan los mejores niveles de educación, de acuerdo a lo que se puede exigir a un país que pretende el desarrollo. Pero hay una gran mayoría de chilenos y chilenas, de jóvenes, que no tienen posibilidad alguna ya no solo de competir -término que no me gusta mucho, pero se puede utilizar para estos efectos-, sino que de vivir las transformaciones profundas que en el campo intelectual, científico y tecnológico se están desarrollando en nuestro entorno. ¡No tienen posibilidad! 



Eso lo vamos a ver, con seguridad, en los resultados de la PSU que se está rindiendo en estos momentos, donde los puntajes más altos los obtienen jóvenes provenientes de cierto estrato socioeconómico y de determinados colegios. 



Esa segregación, por cierto, nos duele a todos, porque es parte de nuestro propio fracaso. Y no me basta señalar que esas modificaciones introducidas por el Régimen militar fueron negativas. No tiene sentido si no asumimos la responsabilidad de no haber sido capaces durante 20 años de introducir mejores enmiendas, pues durante ese lapso hemos sido nosotros los que hemos gobernado y no las fuerzas que acompañaron a dicho Régimen. 



Además, se debe considerar la instalación entre nosotros -incluyendo los partidarios del Gobierno- de una suerte de lucha ideológica larvada, donde la desconfianza hacia nosotros fue el factor fundamental por querer una educación radicada exclusivamente en el ente estatal, muy laica, por completo prescindente de cualquier orientación ideológica, política o religiosa; y también nuestra desconfianza en quienes piensan distinto por desear una educación solo privada y la destrucción del rol educativo del Estado, como lo fue siempre en la historia republicana del país o, prácticamente, durante los últimos 500 años en Europa Occidental. 



Esa desconfianza fue fatal. Por eso, considero bueno el acuerdo al cual se arribó hace poco tiempo. Yo no lo discuto. Me parece muy importante, porque es el primero al que se llega en el país después de 1920 entre Oposición y Gobierno, cuando durante la Administración de don Arturo Alessandri Palma las fuerzas liberales y las conservadoras, con el Partido Radical, básicamente, lograron cierto consenso sobre la necesidad de dar fortaleza al sistema educacional público, particularmente al liceo. 



Ahora, después de transcurridos más de 80 años, las fuerzas políticas que tenemos la responsabilidad de conducir los asuntos públicos nos ponemos de acuerdo en algo. 



Por eso, es muy importante lo dicho aquí por la señora Ministra de Educación, y lo discutido también en la Comisión, en el sentido de que el proyecto de ley en debate no se puede entender si no es al tenor de otras normativas que se encuentran en estudio en el Senado, así como las que prontamente entrarán a tramitación en la Cámara de Diputados. Vale decir, la Ley General de Educación tiene sentido y se puede entender adecuadamente su orientación si estudiamos en forma conjunta lo relativo a la  Superintendencia de Educación y a la Agencia de Calidad, y, al mismo tiempo, la ley -acaba de ser anunciado el envío del proyecto al Parlamento- sobre fortalecimiento en la educación pública.



El otro consenso al cual hemos llegado se refiere a que no es posible destruir la educación pública. Resulta absurdo pretenderlo no solo desde el punto de vista ideológico, sino también histórico. No hay país en el mundo que no tenga la responsabilidad de fortalecer su educación pública. Quienes pretendieron hacer lo contrario han debido volver sobre sus pasos. 



En consecuencia, existe otro consenso sobre la necesidad de fortalecer la educación pública. Y cuando llegue al Senado la iniciativa correspondiente, con seguridad encontraremos caminos de entendimiento que van a ser bastante más sólidos de lo que podríamos esperar. ¿Por qué? Porque también venimos de vuelta en materia educacional -al igual como en economía, después de la catástrofe que está viviendo el mundo-, donde nos encontramos revalorando la importancia de la educación pública, particularmente aquella entregada por el Estado. 



En Chile, a diferencia de otros países, siempre ha sido buena la educación estatal. No es cierto que se haya entregado una educación de mala calidad. Con seguridad, en el último tiempo, el Estado ha perdido injerencia y, por eso, se han producido desastres en dicho ámbito, particularmente a nivel municipal. 



La educación municipalizada fue un gravísimo error. Y nos costará muy caro reparar los daños. Será un proceso bastante difícil y largo. Pero fortalecer la educación pública es un deber histórico de todos los que estamos en esta Sala. Porque es la única posibilidad de tener una sociedad más inclusiva, menos discriminatoria, y que no explote por las contradicciones que la hacen incapaz de gobernarse a sí misma. 



En cuanto a la educación pública -que siempre fue buena, yo por lo menos soy hijo de ella, desde la primaria hasta la universitaria-, estoy convencido de que la podemos dotar de las mismas definiciones que tuvo en el pasado. No es necesario inventar nuevas. 



En nuestro país, nunca hubo Estado docente, que es una de las cosas que más preocupa a algunos sectores. No es cierto que solo aquel impartió educación. Siempre se dio un sistema mixto, que este proyecto de ley garantiza. De manera permanente, ha habido colegios privados. La mayor parte de los creados durante los siglos XIX y XX fueron de origen religioso, particularmente católico. 



Por lo tanto, el cuento o la idea de que el Estado docente nuevamente puede venir como una suerte de fantasma a instalarse en la discusión no tiene sentido, por carecer de raigambre histórica. Pero eso no significa que podemos continuar destruyendo la enseñanza pública, pues estaríamos manteniendo la segregación, la falta de inclusividad y de calidad  en ella. 



La Ley General de Educación -cuya iniciativa votaré a favor- no debería incluir la expresión “general”, porque no considera adecuadamente a dos sectores de la vida educativa del país: la superior -queda al arbitrio de la LOCE, por dejar vigente el capítulo pertinente- y la técnico-profesional. 



Si nuestro país fue capaz de progresar -algunos podrán discutir sobre si fue o no progreso efectivo-, ello se debió a que durante la década del 30, 40 y parte del 50 tuvimos un sistema de educación técnico-profesional dentro de la secundaria. Tanto es así que la Dirección General de Educación Técnica estaba en el Ministerio del ramo, y a través de todo el país había un sistema de formación técnica. 



Hoy se produce una paradoja absurda: por cada 10 ingenieros hay un técnico. En Francia, por cada 10 técnicos hay un ingeniero. Esa es la diferencia. Y resulta que esta iniciativa no se refiere a la educación técnica. 



En todo caso, esto no lo hago presente porque sí -fui Secretario General de la Universidad Técnica del Estado-, sino fundamentalmente porque estoy convencido de que en esta nueva etapa de desarrollo industrial que el país puede experimentar -lo está haciendo en este momento a pesar de nosotros-, lo más seguro es que se producirá no una carencia de ingenieros, sino que de técnicos capacitados, de ingenieros de ejecución, que hoy día más encima se están formando mal. Y el Estado no está teniendo ninguna responsabilidad en aquello.



En un área tan particularmente competitiva del país como la minería -algo conozco al respecto- no faltan ingenieros metalúrgicos o en minas, sino técnicos de alta calidad capaces de manejar los enormes avances tecnológicos que se han desarrollado para explotar nuestros recursos.



Por lo tanto -insisto-, debiéramos cambiarle el nombre a esta “Ley General”, porque no es general, dado que carece de esos dos aspectos fundamentales.



Con todo, estimo que este es un buen proyecto, por cuanto resalta -ya lo dije anteriormente- el rol del Estado, un Estado capaz de omnicomprender adecuadamente lo que es el proceso educativo; de entender que la educación constituye la base fundamental no solo del ascenso o la movilidad social sino también del progreso de todo el país.



En tal sentido, radicar nuevamente en el Estado -no en el Gobierno- una responsabilidad histórica (ya la tuvo en el siglo XIX y ahora debe recobrarla) es un gran logro. 



En esta materia no había un consenso como el que tenemos hoy. Creo que existe acuerdo suficiente al respecto. Podemos pensar en más o menos participación del aparato estatal, pero esos son detalles que resolveremos en el debate.



Cuando se dio a conocer el Informe Brunner, durante el Gobierno del Presidente Aylwin, yo estuve en contra -José Joaquín Brunner lo supo perfectamente-, pues estimé que era un error que en él no se considerara de forma adecuada la visión de algunos sectores de la vida del país con experiencia educativa. No hablo solo del mundo laico como algunos podrían pensar, sino de gente proveniente de otras esferas de la vida cultural y política del país que no fue tomada en cuenta.



Por eso el Informe Brunner fue aplaudido por un sector y no por otro donde estábamos personas que creímos que tal labor no constituía un avance, aunque pudo haberlo sido.



Tuvimos un debate respecto de los alcances de ese Informe aquí, en el Senado. Y recuerdo haber discutido con varios señores Senadores de la época que dicho documento iba a provocar un grave problema por estar concebido sobre la base de principios que no necesariamente todos compartíamos.



Ahora, en cambio, sí estamos compartiendo, por ejemplo, el principio de la universalidad en la educación; el principio de una educación permanente; el principio de la educación laica, no en el sentido antirreligioso como algunos piensan, sino en el sentido de la libertad de espíritu que debe reinar en cualquier proceso educativo, en el sentido de entender la educación como un proceso y no solo como etapas a través de las cuales se mide el conocimiento que se entrega. No: esa es una parte menor de la educación. La educación debe ser concebida como un proceso que comienza desde el momento en que nace el niño.



Debemos estar todos de acuerdo si queremos avanzar en una educación de calidad, sobre todo para enfrentar los enormes desafíos que tenemos como país, en un mundo donde el cambio climático está generando transformaciones de tal magnitud que todavía no somos capaces de entenderlas; en un mundo donde Estados Unidos entra en crisis y nos afecta a todos; en un mundo donde se agotarán los medios energéticos que actualmente conocemos -como el petróleo-; en un mundo donde nuestros hijos y nietos van a vivir cambios que ni siquiera nosotros imaginamos.



Por ello, hablar de calidad es una tarea fundamental. 



No es posible aceptar, como lo señaló el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, que haya profesores que no sean capaces de transmitir conocimientos adecuados; que muchos de nuestros jóvenes no aprendan; que un número importante de estudiantes de cuarto medio, si se les entrega un texto elemental de filosofía -el más elemental-, no estén en condiciones de comprenderlo porque carecen de la formación básica suficiente para horadar el pensamiento de tal o cual autor. 



Dicho problema se vive de manera dramática en todo el sistema educativo, particularmente en el municipalizado.



Señor Presidente, por último -y agradezco que me haya dado más tiempo para concluir mi intervención-, hago presente que estamos ante un buen proyecto. No es perfecto. Nunca ha existido una ley perfecta. Y, de hecho, va a haber muchos descontentos.



Yo estoy en desacuerdo con ciertos acápites; incluso, con algunos de los factores que motivaron el consenso nacional en torno a la iniciativa. 



Por ello, me permitiré, como Senador -todos tenemos este derecho-, presentar indicaciones para mejorar su articulado, por cierto sin romper el sentido fundamental de los acuerdos. 



Esa es la labor fundamental del Senado de la República: perfeccionar los acuerdos, hacer posible que logren el objetivo propuesto.



Por lo tanto, anuncio que voy a formular indicaciones.



Espero que ello no signifique una escandalera entre nosotros por pensarse que estamos rompiendo acuerdos. He sido partidario de ellos. Sigo pensando que son fundamentales en materias tan sensibles como esta. Pero voy a presentar indicaciones, aunque, seguramente, no todas serán bien aceptadas y formarán parte de los asuntos en los que no hay consenso.



Sin embargo, todo ello enriquecerá el acuerdo, el cual, por lo demás, se formuló hace un año, cuando teníamos un país y un mundo distintos. Ahora debemos ser capaces de generar las condiciones para enfrentar el Chile diferente que se está desarrollando ante nuestras narices, el mismo que una iniciativa de esta naturaleza tiene la obligación de reflejar.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La Mesa ha permitido hacer una exposición con toda tranquilidad no solo a la señora Ministra de Educación, como es natural, sino también a los dos señores Senadores que ya intervinieron, dada la trascendencia del proyecto de ley que nos ocupa. Y ese será el criterio por seguir en esta ocasión, a fin de que Sus Señorías dispongan del tiempo necesario para expresar sus puntos de vista.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, estimados colegas, tal como aquí se ha señalado, hace solo dos años el país se vio remecido por las movilizaciones de los estudiantes de enseñanza media. 



La masiva convocatoria nos hizo mirar profundamente el Chile que hemos construido y el Chile que queremos ver mañana.



Permítame, señor Presidente, recordar algo que se expresó en aquellos días y que quizá no tuvo la resonancia requerida. Nuestros obispos, a través de la Conferencia Episcopal, durante esos momentos de confusión, señalaron: “Lo que está sucediendo manifiesta un profundo y sentido malestar, que hunde sus raíces en la escandalosa brecha social que afecta nuestra convivencia.”.



Comparto profundamente esa visión: la fuente de aquel conflicto estaba mucho más allá del petitorio de una organización de estudiantes. 



En el centro de esto se halla el mayor desafío que hoy Chile enfrenta: superar las severas inequidades sociales que dañan nuestra convivencia e hipotecan nuestro futuro. 



Esas desigualdades se expresan en la educación: ¡El promedio de los resultados del SIMCE en Providencia es 50 puntos mayor que el de La Pintana! Ambas comunas forman parte de la circunscripción que represento.



Los jóvenes secundarios le mostraron al país lo que muchos no querían ver: la desesperanza de quien sabe que sus años de estudios no se traducen en un mejor futuro y que haber pasado por la educación pública o, incluso, por la subvencionada no asegura un mañana.



Esas fueron las razones que permitieron un amplio acuerdo en torno a que la educación de nuestro país debe caminar desde una etapa en que el acceso a las oportunidades educativas y la cobertura de las instituciones dejaban de ser los principales requerimientos a otra donde la calidad de los aprendizajes y su distribución social constituyen una exigencia capital.



A mi juicio, este es el gran mérito de la iniciativa; es el gran paso que damos como país al superar la LOCE y entrar en un nuevo modelo educacional nacional, el cual se plasma en este proyecto de Ley General de Educación.



Quiero expresar, señor Presidente, los motivos por los cuales apoyo esta iniciativa legal, que votaré favorablemente.



El primero dice relación con el establecimiento de un adecuado equilibrio entre el derecho a una educación de calidad y la libertad de enseñanza. Por una parte, se amplía el concepto desde el “derecho a la educación” al “derecho a una educación de calidad”, y por la otra, se cambia el énfasis de la LOCE, que claramente ha privilegiado la libertad de enseñanza -entendida como la defensa de la provisión privada de educación sin restricciones- por sobre el derecho a la educación, lo cual ha permitido exclusiones y abusos que afectan especialmente a los estudiantes más vulnerables.



El proyecto de Ley General de Educación (LGE), sin limitar la garantía de los padres a elegir la educación que quieren para sus hijos, no solo establece sanciones para los abusos, sino que declara como un deber del Estado el aseguramiento de una educación inclusiva, impidiendo, entre otros elementos, la selección de estudiantes hasta sexto básico y limitando la expulsión de estos por motivos académicos, como la repitencia.



En segundo lugar, la iniciativa resguarda adecuadamente la existencia de una oferta diferenciada en la educación subvencionada; es decir, una oferta pública y otra privada (oferta mixta), lo cual hace posible la existencia de proyectos educativos distintos. Esto significa que se permite la participación en el sistema de diferentes proveedores y, por lo tanto, de variadas opciones para las familias (colegios grandes, pequeños, religiosos, laicos, con enseñanza personalizada o de otro tipo).



La Democracia Cristiana tiene una tradición de respeto al rol del Estado como garante del derecho a la educación y de la libertad de enseñanza, y como garante del derecho fundamental de los padres a educar a sus hijos. 



Valoramos, entonces, un sistema mixto con participación de los sectores público y privado, lo cual es coherente con nuestro sentido comunitario y la importancia que asignamos a las organizaciones intermedias que actúan entre el Estado y las personas.



En tercer término, creemos que es un avance fundamental el establecimiento de mayores requisitos para ser sostenedor, exigiendo un giro único y rendición de cuentas acerca del uso de los recursos públicos. Resulta difícil no estar de acuerdo con la afirmación de que la educación no puede ser un negocio. Lucrar a costa de la calidad de la educación es un abuso que no puede permitirse. Y en ello, la legislación debe ser clara.



El Estado debe tener atribuciones para resguardar la calidad de servicio que está pagando con recursos de todos los chilenos y para sacar del sistema a los malos sostenedores educacionales, facultad que actualmente no existe y que el proyecto incorpora.



Por eso, me parece indispensable conciliar las normas que eviten los abusos con un sistema que promueva la generación de confianzas en el propio sistema. Hoy día uno de los problemas que tenemos es que las relaciones entre el Estado y los sostenedores, públicos y privados, están marcadas por una recíproca desconfianza. Digámoslo tal cual: ¡recíproca desconfianza!



Necesitamos, entonces, una Superintendencia de Educación. Y lograrla es una conquista relevante. Pero no queremos una Superintendencia cuyo énfasis esté puesto en la sospecha, pues tal enfoque es contrario al espíritu que se requiere para crear una cultura de responsabilización de los actores del sistema.



El cuarto aspecto que deseo destacar es la referencia explícita a la autonomía de gestión de los establecimientos escolares. Sin una autonomía real, los actores del sistema (sostenedores, directores, docentes, etcétera) no se hacen responsables de los resultados que obtienen sus estudiantes. Este es un aspecto indispensable para impulsar la calidad. Por eso resulta tan importante que las modificaciones que se hagan al sistema consideren los efectos que provocarán sobre las escuelas, que son las unidades donde se da la gestión educacional. Ello significa analizar cada propuesta en el impacto que puede tener su aplicación en los establecimientos escolares, y garantizar que ellos puedan funcionar asumiendo la responsabilidad por la calidad del aprendizaje de sus estudiantes.



Permítame señalar, señor Presidente, que durante los últimos meses he visitado muchos planteles educacionales (municipales, privados, de fundaciones sin fines de lucro), los cuales, atendiendo a un mismo tipo de alumnos -niños vulnerables-, muestran claras diferencias en cuanto a los resultados logrados con ellos. Y la gran diferencia radica en el compromiso del director o la directora, de los profesores y de los padres y apoderados en el proyecto educativo y la evaluación de la gestión.



Hace dos semanas visité en Lampa, comuna pobrísima, una escuela perteneciente a una fundación que no cobra ni un peso. Le va tan bien que postulan a ella muchos más niños que los que puede recibir. Y el sistema de selección es el sorteo; vale decir, no existe ninguna otra calificación que no sea la buena suerte del estudiante para ingresar.



El compromiso de su directora y de los miembros del directorio de la fundación, que funciona semanalmente en el establecimiento educacional; las metas que se exigen a cada profesor; el plan semanal que se elabora y su evaluación son claves para el logro de un gran resultado. 



Insisto: esto ocurre en un establecimiento educacional que recibe a alumnos vulnerables, cuyos padres se encuentran en recintos penitenciarios y que viven en las condiciones más difíciles que un niño puede enfrentar.



Entonces, señor Presidente, ¡se puede!



Por eso es tan importante poner el acento en el compromiso que debe existir en las metas de gestión y la evaluación.



Por último, valoro el impacto que la Ley General de Educación debiera tener en la necesaria modernización del Ministerio de Educación para asumir la etapa de la calidad. La iniciativa establece la obligación de dicha Cartera de fijar estándares de calidad que serán el referente para guiar y, a la vez, evaluar a los establecimientos educacionales.



También dispone un sistema de aseguramiento de la calidad y la creación de una Agencia que se preocupará por el seguimiento de la calidad de los aprendizajes de los estudiantes, de la gestión escolar, de los docentes.



Por su parte, la Superintendencia de Educación velará por el cumplimiento de la normativa y el buen uso de los recursos públicos. 



Pero, por sobre todo, será la sociedad la que deberá ejercer un nuevo rol como un actor con mayor información (resultados para los padres de las pruebas del SIMCE, sistemas de información en línea, entre otros).



En fin, en la discusión en particular tendremos la oportunidad de hacer planteamientos específicos.



Finalmente, señor Presidente, quiero referirme a aquello que el proyecto de Ley General de Educación no contiene y que debemos ser capaces de ir impulsando en el próximo tiempo con la mayor urgencia posible.



1. El necesario apoyo a los docentes.



La masificación de la educación chilena en las últimas décadas ha traído consigo la rápida expansión de un recurso humano con que el país no contaba y se expresa en una débil formación profesional de algunos docentes. Entre 1997 y 2003, los alumnos matriculados en carreras de pedagogía aumentaron de 25 mil a 75 mil. Chile no cuenta con los profesores que necesita para enseñar a los estudiantes del siglo XXI. Y ello no es culpa de los profesores, sino, muchas veces, de la enseñanza que recibieron.



Agréguese a lo anterior el déficit de docentes en disciplinas tan importantes como matemáticas, ciencias e inglés. Siendo los profesores el principal factor para lograr buenos aprendizajes, su formación y apoyo representan el desafío más importante que enfrenta el país para mejorar la calidad de su educación.



Por eso, nos alegramos del Programa Inicia planteado por la Ministra de Educación, que significa la instauración de una prueba de acreditación de los docentes al egreso de su carrera, lo que viene a complementar la acreditación obligatoria de las carreras de pedagogía. Pero no solo aquello va a resolver el problema: debemos tener el coraje de emprender una nueva carrera docente que, garantizando la estabilidad laboral, sea capaz de incentivar y premiar el mérito. No puede dar lo mismo hacerlo bien que hacerlo mal. Hoy pareciera que así fuera.



2. El mejoramiento de la educación pública. Sabemos -así lo ha expresado la señora Ministra de Educación- que la Presidenta ha presentado un proyecto en esa dirección. Tenemos conciencia de que la educación pública requiere de reformas complejas que es necesario afrontar con esmero. El 70 por ciento de los estudiantes más vulnerables asiste al sistema municipal. Hay problemas de institucionalidad y de recursos que deben ser abordados.



Señor Presidente, me eduqué en un liceo público -el Nº 1- y me siento hija de la tradición de una educación integradora en la que el mérito y el esfuerzo eran lo fundamental, donde no veíamos las diferencias sociales que apreciamos hoy. Con todo, no puedo dejar de reconocer que, cuando yo estaba en el liceo, la mayoría de los jóvenes de mi edad aún no tenía acceso a la enseñanza media. En 1970, 49,7 por ciento de ellos ingresaba a la educación secundaria y solo 9 por ciento a la educación superior.



Por eso, para lograr una educación pública de calidad, debemos ser capaces de enfrentar la diversidad de estudiantes que hay hoy día y de responder a las distintas realidades y a la complejidad que presenta la sociedad actual. Será en otro momento cuando habremos de discutir acerca de este difícil e importante desafío. Estamos firmemente comprometidos con ello.



Para terminar, señor Presidente, una reflexión. 



Chile avanza con cambios posibles, no con voluntarismos. Estamos conscientes de que llegamos a un acuerdo. Cuando ello ocurre, como es natural, todos tenemos algo que ceder y eso se hace en función de un bien mayor. La Ley General de Educación representa un avance significativo. Vendrán además las otras iniciativas legales que se están tramitando en la Cámara de Diputados. ¿Vamos a mantener la LOCE por aquello que le falta a la Ley General de Educación? El país no entendería que echáramos por la borda el acuerdo logrado en torno a este proyecto. Seamos claros: los que quieren todo ahora nos están arriesgando a que nos quedemos sin nada, por mucho tiempo. Nuestros niños y jóvenes no se lo merecen.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, la lógica que se ha impuesto a este proyecto es la de avanzar a toda costa y rápido, adonde sea. La prisa, “pasión de necios”, como decía Gracián, suele inducir a errores irreparables. En este caso, es el de legislar a espaldas de las mayorías, tal como se hizo cuando se impusieron la LOCE y la Constitución de 1980. 



Se sigue pensando que las personas no saben lo que quieren y, por lo tanto, necesitan ayuda para tomar decisiones. Por eso se ha hecho oídos sordos a la opinión de los estudiantes, principales “clientes” de la educación, según el modelo de mercado. Los profesores tampoco son considerados. Lo mismo sucede con el 70 por ciento de la población, que desea ver erradicadas las escuelas de los municipios. 



La diversidad se logra, según ciertos académicos, teniendo escuelas diferentes pero con el mismo nivel de recursos. El argumento luce razonable, pero es idéntico al que empleaban los racistas en Estados Unidos. En efecto, blancos y negros, al ser supuestamente “iguales”, acceden a escuelas con similar apoyo económico. Pero, ese no es motivo suficiente para que estén juntos; es mejor mantenerlos separados. 



Las escuelas particulares subvencionadas, dejando fuera a los estudiantes más desfavorecidos, generan una imagen de éxito, pero ficticia, artificial. Gracias a que “descreman” socialmente obtienen mejores resultados en el SIMCE. Con la discriminación, fomentan el mito de ser los mejores lugares de aprendizaje. En realidad lo que hacen es concentrar los niños con mayores ventajas socioeconómicas. Es como si la camiseta albiceleste, por sí misma, explicara los logros de un equipo formado por Messi, Riquelme, Mascherano, el Kun Agüero y la constelación de estrellas que integra la selección argentina. De ser así, nuestro histórico Magallanes sería campeón permanente, solo por vestir esa casaquilla. 



Los establecimientos municipales, definidamente, quedaron para servir a los más pobres, a los desheredados.



Se dice que el proyecto tiene “avances”. Pero si estos se hacen en una dirección equivocada, resultan más graves que permanecer donde se está. 



Es el momento de parar esta carrera desenfrenada, sin rumbo. Hay que echar marcha atrás y buscar un mejor camino. Debemos retomar con firmeza la educación pública. Cuando no se escucha a los actores sociales, es preciso volver a empezar, siempre.



Los protagonistas de la “revolución pingüina” fueron capaces de articular el diagnóstico más crudo y realista de la educación chilena: postularon que los bajos resultados de aprendizaje y las inmensas desigualdades educativas en Chile se debían en gran medida a la municipalización, al escaso financiamiento, a la selección de los estudiantes, a la sangría de recursos generada por el lucro y al total descontrol de los dineros públicos que se entregan a privados.



Con la propuesta de la LGE, la municipalización ha quedado incólume; la selección persiste en los grados claves para la movilidad social; no se toca el financiamiento compartido y solo se enmascara el afán de lucro.



En síntesis, tenemos frente a nosotros un proyecto que propone avanzar en un camino erróneo. Ha ignorado las demandas sociales; ha desilusionado a distinguidos miembros del Consejo Asesor Presidencial y, lo más inquietante, no fortalece la educación pública.



Como Senador radical, siento el peso de la historia y de los principios con singular fuerza. El ideario de mi Partido expresa que la educación es la gran herramienta para el desarrollo del ser humano en todas sus dimensiones. La concibe como pública, gratuita, laica y pluralista. El profesor Pedro Aguirre Cerda afirmó: “la educación es el primer deber del Estado y el más alto derecho de los ciudadanos”. El gran Valentín Letelier, profesor, rector de la Casa de Bello, uno de los intelectuales más insignes de su época e ideólogo de primera línea del radicalismo, dijo: “el Estado no puede ceder a ningún otro poder social la dirección superior de la enseñanza”. Y agregó: “Es digno de un pueblo culto que el Estado mantenga una educación propia, donde el personal docente se forme bajo su mano, inspirado por el espíritu nacional, influenciado por las tradiciones populares.”.



Definitivamente, estoy por un proyecto que termine con la municipalización del sistema escolar; que fortalezca de modo efectivo la educación pública; que tome en consideración las demandas de la sociedad; que defina a la educación como un derecho y no como una mercancía; que cohesione la sociedad; que en su vocación pluralista valore la diversidad y prohíba la selección de estudiantes en todos los establecimientos que reciben recursos públicos, desde la educación parvularia hasta la media.



Por desgracia, no es ese el proyecto que tenemos frente a nosotros.



Si esta iniciativa se aprueba, es porque satisface a quienes rechazan lo que define a una educación pública de calidad y al rol del Estado en ella. A eso no se le podría llamar “consenso” y mucho menos un logro “histórico”. En realidad, con la LGE estamos perdiendo una gran oportunidad, quizás la más propicia que ha tenido Chile para mejorar la educación en los últimos cien años.



Viene en camino -según anuncian- un proyecto específico, que apunta al fortalecimiento de la educación pública. ¡Pero es un lubricante extemporáneo, porque no llega a la entrada, sino a la salida de la LGE!



Lo lamento, Presidenta. Yo la quiero mucho, quizás demasiado. ¡Pero no puedo inmolarme ante un proyecto que contraría principios esenciales e inclaudicables en uno de los campos más sensibles para el desarrollo del país!



Voto en contra.



--(Aplausos en tribunas).
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Ruego guardar silencio a quienes se hallan en las tribunas.



Corresponde usar de la palabra al Honorable señor Horvath.



Quedan dos minutos para terminar el Orden del Día.



Están inscritos los Senadores señores Letelier, Allamand, Ruiz-Esquide, Larraín, Gómez, Orpis, Girardi, Muñoz Barra, Gazmuri, Navarro, Sabag, Flores, Ominami, Escalona, Naranjo, Vásquez y Cantero.



Consulto al Honorable señor Horvath si desea intervenir ahora, o prefiere hacerlo en la sesión ordinaria de mañana.

El señor HORVATH.- Mañana, señor Presidente.



--Queda pendiente la discusión general del proyecto.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Ha terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor CHADWICK:



Al señor Contralor General de la República, solicitándole INVESTIGACIÓN DE EVENTUALES IRREGULARIDADES EN EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA EN MUNICIPALIDAD DE NANCAGUA (Sexta Región).



Del señor COLOMA:



A la señora Presidenta de CONICYT, requiriéndole información sobre NÚMERO DE BECAS ASIGNADAS PARA POSGRADO EN NUEVA ZELANDIA Y AUSTRALIA.



Del señor ESPINA:



Al señor Contralor General de la República, remitiéndole antecedentes en torno a SUMARIO CONTRA DOÑA PATRICIA RETAMAL PINO, FUNCIONARIA DEL CONSULTORIO MUNICIPAL DE LUMACO (Región de La Araucanía); para pedirle que se investigue LICITACIÓN DE CONSTRUCCIÓN DE JARDÍN INFANTIL INTERCULTURAL PELLAHUEN LOF PICHIQUECHE, LUMACO, y ENCUESTA DE UNIVERSIDAD ARTURO PRAT, SEDE VICTORIA, SOBRE RECIENTE VOTACIÓN PARA ALCALDE EN CUATRO COMUNAS DE MALLECO. Y a los señores Contralor General de la República y Director de Instituto de Normalización Previsional, para remitir ANTECEDENTES SOBRE INDEMNIZACIÓN POR AÑOS DE SERVICIO DE SEÑOR CAMILO DEL CARMEN ALARCÓN SANDOVAL.



Al señor Superintendente de AFP, remitiéndole antecedentes relativos a DESAFILIACIÓN DEL SISTEMA DE AFP DE DON JUAN ORLANDO OLATE LUNA. A los señores Rector de la Universidad Arturo Prat y al Vicerrector de la sede Victoria de dicha universidad, requiriéndoles información respecto de ENCUESTA SOBRE PREFERENCIAS DE VOTO PARA ELECCIÓN DE ALCALDE EN ANGOL, COLLIPULLI, TRAIGUÉN Y VICTORIA. Y a los señores Ministros del Interior, de Justicia, de Obras Públicas, de Salud y señora Ministra de Vivienda y Urbanismo; Contralor General de la República; Fiscal Nacional del Ministerio Público; General Director de Carabineros de Chile; Superintendenta de Pensiones; y Secretario Ministerial de Obras Públicas de La Araucanía, solicitándoles CONTESTACIÓN A OFICIOS SIN RESPUESTA.



Del señor FREI:



Al señor Ministro del Interior, a fin de que evalúe SOLICITUD DE CALIFICACIÓN DE EXONERADO POLÍTICO PARA DON HÉCTOR ENRIQUE ALARCÓN MUÑOZ. Al señor Intendente de Los Lagos, sobre factibilidad de CESIÓN DE TERRENO AGRÍCOLA A DON JOSÉ BERNARDINO VÁSQUEZ VÁSQUEZ. Y al señor Presidente del BancoEstado, a fin de analizar DEVOLUCIÓN DE DINERO PARA DON PEDRO ÁNGEL BARRIENTOS RIQUELME.



Del señor GIRARDI:



Al señor Ministro de Justicia, solicitándole REMISIÓN DE ANTECEDENTES RELATIVOS A CORPORACIÓN ADMINISTRADORA DE PROYECTO PARQUE PUMALÍN, PROVINCIA DE PALENA (Décima Región), y al señor Director Regional de la CONAMA de Coquimbo, pidiéndole copias de INFORMES DE SERVICIOS PÚBLICOS SOBRE ADENDA Nº 2 DE PROYECTO CENTRAL TERMOELÉCTRICA BARRANCONES.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Hacienda, planteándole DIFICULTADES DE PESCADORES ARTESANALES PARA EXTRACCIÓN DE CUOTA 2008 y solicitándole REUNIÓN CON SUBSECRETARIO DE PESCA PARA SUPERAR PROBLEMAS DEL SECTOR (Región de Aisén). Al señor Ministro de Hacienda y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, demandándoles SOLUCIÓN PARA DEUDORES HABITACIONALES HABITACOOP DE COIHAIQUE. 



Del señor PROKURICA:



Al señor Ministro de Salud, solicitándole INVESTIGACIÓN EN HOSPITALES DE COPIAPÓ Y VALLENAR POR SITUACIÓN DE PACIENTE MARCELO VARGAS TORRES.

)------------(
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Independiente.



Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

VENTA DE SANITARIA AGUAS NUEVAS A GRUPO SANTANDER. OFICIOS
El señor BIANCHI.- Señor Presidente, deseo expresar en esta instancia la preocupación que ha generado en los habitantes de Magallanes el enterarse de que en los últimos días el Grupo Santander llegó a un acuerdo para adquirir del Grupo Aguas Nuevas la concesión de tres empresas sanitarias del país, que son de su propiedad.



Si bien se trata de un negocio entre privados, el tema no es menor. Vemos la forma en que se está lucrando con un servicio público, como es el sanitario, donde los únicos perjudicados ante las suculentas utilidades de las empresas son sus usuarios, en su mayoría personas naturales.



En septiembre de 2004, el Grupo Aguas Nuevas adquirió al Sistema de Empresas Públicas (SEP), en ese entonces liderada por el magallánico Carlos Mladinic, la Empresa de Servicios Sanitarios de Tarapacá, la Empresa de Servicios Sanitarios de La Araucanía y la Empresa de Servicios Sanitarios de Magallanes en 176 millones de dólares y con una cantidad de 340 mil clientes en total.



Esta operación se hizo bajo la modalidad de traspaso de derechos de explotación por 30 años.



Cuando han transcurrido cuatro años de operaciones de Aguas Nuevas, con los correspondientes ajustes de sus tarifas, se ha iniciado el proceso de venta del Grupo, que en promedio obtiene resultados anuales superiores al 60 por ciento.



Este conjunto de empresas representa el 9 por ciento de la industria sanitaria del país.



Hoy el Grupo Aguas Nuevas, con 360 mil clientes, vende en 350 millones de dólares la empresa, es decir, en 972,2 dólares por cliente.



En resumen, y con cifras claras, Aguas Nuevas duplicó el valor de venta de las sanitarias. De esta forma el Grupo Solari, que es la propietaria de dichas empresas, ganó unos 174 millones de dólares en ese negocio.



Aquí el Estado ha perdido millones de dólares, porque dejó la explotación de las aguas en manos privadas. Y, peor aún, hoy somos testigos de cómo se realiza una transacción millonaria entre privados.



Entonces, cabe la legítima pregunta: ¿Por qué el Estado está derrochando así sus recursos, más aún si pensamos que nos encontramos frente a la administración de un servicio básico y vital para el ser humano?



Sumado a lo anterior, existe preocupación por los perjuicios que podrían sufrir los usuarios ante la inminente venta de la empresa.



Por ello, solicito que se oficie a la Superintendencia de Servicios Sanitarios para que informe de qué manera ha efectuado el control de la legalidad de la transferencia de derechos sobre esta concesión de servicio público, de acuerdo con las facultades que le confiere el artículo 32 de la propia Ley General de Servicios Sanitarios, con especial énfasis en el cumplimiento de la normativa que asegura los derechos de los usuarios de este servicio público concesionado, como es el de agua potable.



Ya en septiembre del presente año y ante los rumores de venta de la empresa, oficiamos a la Superintendencia de Servicios Sanitarios a fin de que se entregaran detalles de las condiciones técnicas y económicas establecidas por la autoridad al momento de otorgar la concesión a la referida empresa. Sin embargo, en esa oportunidad se nos informó que no existían antecedentes del proceso de transferencia de la concesión.



Pero actualmente el escenario es completamente distinto.



Asimismo, solicito que se oficie a la Superintendencia de Servicios Sanitarios y también a la Contraloría General, para que emitan un informe sobre la aplicación de tarifas a la comuna de Puerto Williams, toda vez que se cobra el mismo valor que a la de Porvenir, sin que aquella cuente con una planta de tratamiento de aguas servidas y sin pertenecer, además, a la concesión de la sanitaria Aguas Magallanes.



Ello, porque en el caso de Puerto Williams, el servicio sanitario fue entregado por el gobierno regional solo en administración a la sanitaria Aguas Magallanes, la cual no está obligada a ejecutar inversiones como en las restantes zonas de su concesión.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

REFLEXIONES EN TORNO A APROBACIÓN DE REAJUSTE DE REMUNERACIONES A FUNCIONARIOS PÚBLICOS. OFICIO
El señor CANTERO.- Señor Presidente, deseo hacer una reflexión en torno a lo acontecido con el reajuste de remuneraciones a los funcionarios del sector público.



Quiero expresar mi preocupación por la falta de coherencia, de diligencia, por la actitud demagógica que he observado en el Gobierno al anunciar la responsabilidad del Parlamento respecto de la no aprobación de la fórmula que envió: el reajuste escalonado.


Eso es falso. La no aplicación del reajuste escalonado obedeció a que la formulación del Ejecutivo no era legal ni constitucional. Y no se pudo implementar en la Comisión respectiva, precisamente por acuerdo de los señores Senadores, para evitar el bochorno de aprobar una iniciativa que posteriormente fuera rechazada por el Tribunal Constitucional y, también, para impedir la dilatación innecesaria y vergonzosa del aumento que clamaban a voz en cuello los funcionarios públicos.



Atribuir una conducta un tanto ilegítima al Parlamento constituye un acto de irresponsabilidad del Gobierno. Y considero una actitud negligente de la Presidenta de la República el haber argumentado como lo hizo.



¿Por qué digo eso?



Porque, si se quiere acortar de verdad la brecha entre los funcionarios de la Administración Pública que ganan más y los que ganan menos, lo razonable es que la única autoridad pública de este país facultada para hacerlo, precisamente la Presidenta de la República, presente a tramitación legislativa un proyecto sobre la materia.



Resulta paradójico que esa autoridad busque fórmulas tan alambicadas, que rompen la carrera funcionaria, como la del reajuste escalonado.



Si la Primera Mandataria quiere mejorar las remuneraciones de quienes perciben los sueldos más bajos de la Administración Pública, tiene un solo camino razonable, expedito, al cual le puede fijar la urgencia que estime adecuada para actuar con la mayor velocidad posible: enviar a tramitación al Parlamento una iniciativa que busque diferenciar, de acuerdo con su criterio, los distintos tramos de la escala de remuneraciones pertinente.



Pienso que la autoridad pública, cualquiera que sea, se hace daño cuando inventa polémicas artificiosas, como la que hemos observado, producto de la actitud asumida por la Presidenta de la República y su equipo de Ministros.



¡Quién podrá creer tamaño disparate de que, mes a mes, mientras dure el reajuste y en tanto se encuentren en el Gobierno, buscarán dónde entregar aportes para beneficencia pública a fin de responder a la lógica irracional, absurda, grotesca planteada por el Ejecutivo!



Además, andar predicando a voz en cuello lo que se entrega como aporte voluntario, en circunstancias de que es fruto de un reajuste que al parecer consideran ilegítimo, es algo francamente absurdo.



¡Repudio la actitud de las autoridades del Gobierno! Estimo irracional lo que ha hecho la Presidenta de la República. Creo que daña innecesariamente al Congreso. No se reconoce el error de haber enviado un proyecto sin fundamentos legales convincentes ni siquiera para los propios parlamentarios de la Concertación. Y resulta irritante, porque afecta el prestigio y, en algunos casos, el honor del Poder Legislativo.



¿Se pretendió poner en duda algún criterio desconocido? ¿O se quiso poner en tela de juicio lo resuelto por el Presidente de la Comisión de Hacienda, Honorable señor Frei, quien fue la autoridad llamada a sancionar el asunto? ¿Se procuraba dañar la imagen de ese ex Jefe del Estado y actual Senador? ¿Qué se intentó realmente con ese bochorno irracional?



Considero francamente impropia la situación; la lamento, y, desde esta tribuna, emplazo a la Presidenta de la República para que envíe un proyecto destinado a reparar la situación de los funcionarios públicos que se hallan en tramos de remuneraciones del todo inadecuados, con sueldos en extremo bajos.



La escala de remuneraciones del ámbito público refleja casi fielmente la irracional distribución del ingreso en Chile: algunos ganan mucho, y otros, muy, pero muy poco.



Eso se puede reparar. Y yo emplazo a la Primera Mandataria para que envíe una iniciativa de ley, en el plazo más breve posible, a fin de mejorar efectivamente las categorías inferiores de la escala de sueldos de los servidores públicos.



Creo que ello sería un acto de consecuencia, un acto de coherencia, un acto de justicia, un acto que dignificaría a las autoridades. Sería hacer bien las cosas. Porque el Gobierno, en materia de reajuste, al plantear una compensación escalonada y, peor aún, al buscar dónde donar el aumento, solo ha generado confusión y provocado daño a la imagen pública.



Por consiguiente, pido que se oficie a Su Excelencia la Presidenta de la República a los efectos de que envíe a trámite legislativo un proyecto que recoja las ideas antes planteadas, para mejorar la situación de los funcionarios públicos que perciben bajas remuneraciones debido a su inadecuada ubicación en la escala respectiva.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el tiempo del Partido Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

NECESIDAD DE MAYOR CONCIENCIA SOBRE 

EPIDEMIA DE SIDA

El señor NARANJO.- Señor Presidente, el 1° de diciembre recién pasado se conmemoró el Día Mundial de la Lucha contra el Sida, instaurado por las Naciones Unidas en 1988 como una forma de hacer conciencia en la Humanidad acerca de ese flagelo, que ha costado millones de vidas en los últimos 27 años.



Fue elegida esa fecha precisamente porque el 1° de diciembre de 1981 se diagnosticó el primer caso de sida en el mundo.



Desde ese día, según la Organización de las Naciones Unidas, dicha enfermedad ha aniquilado a más de 25 millones de personas en el orbe, transformándose en la epidemia más destructiva de toda la historia de la Humanidad. Solo a modo de ejemplo, cabe recordar que en el año 2005, pese a los grandes avances médicos, las muertes alcanzaron a 3,1 millones de personas, de las cuales 570 mil eran niños.



Es así como nos enfrentamos a la realidad de nuestro país, donde al 31 de diciembre de 2007 se había notificado del diagnóstico de VIH-sida a 17 mil 235 personas. De ellas, entre 1990 y 2005 fallecieron 5 mil 288, correspondiendo el 88 por ciento a hombres.



Sin lugar a dudas, Chile ha avanzado en cuanto a la forma de enfrentar el sida. Y, al igual que en el resto del mundo, ello no ha sido tarea fácil. Hemos dejado en el pasado los prejuicios, principalmente aquel según el cual la referida enfermedad era propia y exclusiva de homosexuales y promiscuos sexuales, para comprender como sociedad que nadie está al margen de la posibilidad de contagiarse.



De tal manera, después de siete años de ardua discusión en el Congreso Nacional, en diciembre de 2001 se promulgó la ley que establece normas relativas al virus de inmunodeficiencia humana y crea bonificación fiscal para enfermedades catastróficas, de la que fui autor con otros parlamentarios.



Sin embargo, debemos reconocer, a la luz de los últimos acontecimientos que causaron alarma pública, que un número importante de portadores del VIH no fueron notificados por los distintos servicios de salud del territorio nacional.



Es, por tanto, necesario aprender de esa dolorosa lección. No basta con denunciar y recriminarnos unos a otros. Ello en ningún caso ayudará a los portadores del sida ni a sus familias. Lo correcto es impulsar las medidas indispensables para que NUNCA MÁS suceda aquello; para que en nuestro país no vuelvan a existir casos de personas infectadas con el virus del sida que no sean notificadas, de manera de asegurarles el inicio inmediato de sus tratamientos médicos.



Con tal propósito, es preciso modificar la Ley del Sida, de tal forma de garantizar la notificación a todos sus portadores y establecer claramente las responsabilidades de los funcionarios públicos o privados del ámbito de la salud que no lo hagan. Esto, manteniendo, dentro de lo posible, la privacidad adecuada.



Lo importante, lo decisivo es ser consciente de que cada vez que alguien no es notificado a tiempo de su condición de portador del VIH-sida y, por tanto, no inicia los tratamientos médicos necesarios en la práctica es condenado a muerte. Es decir, se están violando dos de sus derechos fundamentales: los derechos a la vida y a la salud.



De igual modo, señor Presidente, es preciso fortalecer las medidas antidiscriminación, ya que las normas vigentes no han permitido una real protección a los infectados, especialmente en materia laboral.



La no notificación a tiempo a numerosas personas portadoras del VIH y el escándalo público que ello generó han permitido que nuestra sociedad tome más conciencia sobre esa epidemia: los portadores han dejado de ser parte de una estadística, transformándose en rostros de hombres, mujeres y niños que sufren.



Considero que esa situación, por dolorosa que resulte, debe ser aprovechada para crear más conciencia acerca de los verdaderos alcances de la epidemia del VIH-sida y, sobre todo, de las formas de evitar el contagio, especialmente entre nuestros jóvenes.



Como expresó el Secretario General de la ONU, Ban Ki-moon, el año 2007, al conmemorarse el Día Mundial del Sida, “Hemos de poner fin al estigma y a la discriminación que aún impiden a mucha gente saber cómo prevenir el VIH y obtener tratamiento. La necesidad de liderazgo y empoderamiento en la lucha contra el SIDA, y de cumplir los compromisos asumidos en la materia, es más real y urgente que nunca”.



Es con ese objetivo que las autoridades de Gobierno y, asimismo, los parlamentarios debemos comprometernos a buscar los mecanismos que nos permitan, como país, enfrentar de mejor forma dicha epidemia. Y esto pasa no solo por implementar campañas de información, sino también por modificar -como señalé anteriormente- la Ley del sida. 



Esa es nuestra gran tarea. Y espero que estemos disponibles para tramitar con celeridad el proyecto respectivo. 



Tal es el compromiso que tenemos que asumir para hacer frente a dicha realidad.



He dicho.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el turno del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

INCLUSIÓN DE ESCLEROSIS MÚLTIPLE EN RÉGIMEN

GENERAL DE GARANTÍAS EN SALUD. OFICIOS
La señora ALVEAR.- Señor Presidente, la esclerosis múltiple es una enfermedad de causa desconocida. Se caracteriza por la aparición de placas en el sistema nervioso central -evolucionan en brotes y pueden surgir en cualquier parte de la sustancia blanca del mencionado sistema- y, también, por la presencia de lesiones neuropatológicas.



La edad de comienzo más frecuente es entre 20 y 40 años. Es más habitual en mujeres que en hombres. De hecho, 2 de cada 3 enfermos son mujeres.



La prevalencia de la esclerosis múltiple en nuestro país es de 12 a 13 casos por cada 100 mil habitantes, cifra menor que la de Argentina y muy similar a las de Brasil y México. La proyección estadística arroja cerca de 3 mil casos en Chile. Sin embargo, las personas conocidamente diagnosticadas son alrededor de 500.



El tratamiento se basa en medicamentos, con un doble objetivo: por un lado, detener la enfermedad, evitar que continúe su progresión, y por otro, intentar mejorar las lesiones del sistema nervioso, que ocasionan las secuelas.



Se utilizan los medicamentos Avonex, Copaxone, Rebif, Betaferón (Interferón beta), con los que se procura disminuir el número de brotes en mayor o menor grado. Sin el tratamiento se presentan síntomas tales como ceguera, pérdida de movilidad en algunas articulaciones, por ejemplo en brazos y piernas, que provocan invalidez, mareos, parálisis, vómitos, entre otros trastornos.



Señor Presidente, el tratamiento de la esclerosis múltiple es muy difícil de solventar. Cuesta aproximadamente un millón de pesos mensuales solo en medicamentos. En nuestro entorno latinoamericano se halla cubierto. Así sucede en Argentina, Brasil, Colombia, México y Venezuela. Chile es una excepción en la región, y no existe una razón de salud pública ni presupuestaria para ello.



Lo óptimo, pero no lo realista, es incorporar el tratamiento de la esclerosis múltiple a las patologías cubiertas por el AUGE. Sin embargo, se requieren una ley y los consensos necesarios para, primero, aumentar el número de patologías, y segundo, si se logra aquello, incorporar dicha enfermedad al listado pertinente.



Por eso, creo que la mejor alternativa es incluir la esclerosis múltiple en la protección No AUGE, llamada “Régimen General de Garantías en Salud”; es decir, la cobertura que el Fondo Nacional de Salud otorga a sus afiliados. 



Basta una resolución de los Ministerios de Hacienda y de Salud, a través del FONASA, para mejorar sustantivamente la cobertura de la referida enfermedad, pues, de concretarse aquella, los pacientes tendrían derecho a recibir, en virtud del Régimen en comento, las prestaciones, incluidos los medicamentos, a que se refiere el artículo 138 del DFL 1, de Salud, de 2005.



Para incorporar la esclerosis múltiple al Régimen General de Garantías en Salud se precisan las siguientes decisiones:



-Que FONASA evalúe los costos de cobertura, sobre la base de una canasta de prestaciones asociadas al tratamiento y a la prevalencia de la enfermedad.



-Que el Ministerio de Hacienda asegure al FONASA los recursos para dicha cobertura.



Hecho aquello, el Fondo Nacional de Salud debe agregar la canasta de prestaciones de la esclerosis múltiple a su arancel tanto para la atención institucional como para la de libre elección. Ello significa que ha de incluir las prestaciones “dar código FONASA” en el proceso de actualización que año a año se realiza, el que comienza en diciembre y se publica finalmente en marzo.



El incorporar la esclerosis múltiple al Régimen General de Garantías beneficiaría no solo a los afiliados del FONASA, sino también a los de las isapres.



De acuerdo a la jurisprudencia de la Superintendencia de Salud, la cobertura libre elección de FONASA es el plan base obligatorio de las isapres, por lo que aquella decisión del sector salud favorecería automáticamente a los afiliados de ambos sistemas.



Eso es importante, porque el sector público financiará a quienes necesitan apoyo y el sector privado se hará cargo de sus propios pacientes y no transferirá el costo al sistema estatal.



Por las razones indicadas, los programas especiales del sistema de salud público dirigidos hacia un número restringido de pacientes no constituyen una verdadera solución, pues su limitada cobertura hará que el problema persista en el tiempo.



Hace algunas semanas, junto con los representantes de la Corporación Eskleros, que agrupa a los enfermos de esclerosis múltiple, nos reunimos aquí, en el Senado, con los Ministros de Hacienda y de Salud, quienes nos garantizaron la realización de la idea señalada.



Si la decisión del Ejecutivo se tomara ahora, la cobertura podría hallarse vigente en marzo. Basta que Hacienda y Salud lo determinen, conforme al compromiso que contrajeron en la mencionada reunión. No se debe esperar ninguna ley, y se está dentro de las fechas de actualización de aranceles del FONASA.



Ello permitiría que toda persona afectada por esclerosis múltiple tuviera acceso a las prestaciones médicas y a los fármacos correspondientes, pues los copagos dirían relación a su capacidad económica.



Reitero: junto con los representantes de la Corporación Eskleros hicimos tales planteamientos a los Secretarios de Estado referidos, quienes nos brindaron una cálida acogida y prometieron responder prontamente.



En virtud de lo expuesto, señor Presidente, solicito oficiar a los señores Ministros de Salud y de Hacienda y Director Nacional del Fondo Nacional de Salud a fin de que informen al Senado sobre la decisión definitiva en cuanto a incorporar la esclerosis múltiple en la cobertura del Régimen General de Garantías en Salud.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Mixto, tiene la palabra el señor Navarro, Senador independiente…

El señor NAVARRO.- Del MAS.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Perdón: Senador del MAS.

INTERROGANTES A BANCO CENTRAL SOBRE CRISIS 

ECONÓMICA Y FONDOS DE PENSIONES. OFICIO
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, como es de amplio conocimiento público, la grave crisis que afecta a los fondos previsionales no ha variado. Por el contrario, amenaza con volverse más cruda aún.



Por eso, pido que se envíe copia de mi intervención al señor José De Gregorio Rebeco, Presidente del Banco Central de Chile.



Los efectos de la crisis global en la economía chilena son cada vez más evidentes. En las últimas semanas, el Instituto Emisor ha actualizado sus estimaciones sobre la evolución de la economía para 2009, proyectando una fuerte reducción de la demanda interna (0,6 por ciento), una disminución del producto a un rango de 2 a 3 por ciento y un deterioro muy grande de los términos de intercambio, causado en gran parte por la caída de la cotización del cobre en los mercados internacionales a -18.2. Con ello se da un paso relevante en el reconocimiento de lo que está aconteciendo.



Sin embargo, creo necesario tomar medidas en correspondencia con la gravedad de la situación, la cual tiene además elevados costos sociales, entre ellos una desocupación creciente. 



Resulta paradójico que, cuando cada vez en más países se adoptan o anuncian medidas concretas para enfrentar la situación, en Chile se continúe, ya por demasiado tiempo, en período de observación. Es decir, observamos la crisis, no intervenimos para enfrentarla.



Es imprescindible que se asuma la realidad a plenitud y se acuerden políticas en múltiples esferas, ante la grave situación que viven chilenas y chilenos producto de las gigantescas pérdidas que sufren sus ahorros previsionales. Es necesario actuar. Siento un profundo malestar debido a la inmovilidad de los organismos del Estado, en lo cual cabe observar la nula o poca proactividad del Banco Central, como también de la Superintendencia y la Comisión Clasificadora de Riesgo.



Cuando los principales diarios financieros del planeta señalan que el curso de la economía mundial sigue siendo descendente, la estimación de crecimiento entregada por el Instituto Emisor parece optimista. Si uno considera las apreciaciones de los economistas chilenos, de acuerdo a la encuesta efectuada por el Diario Financiero a sesenta expertos del mundo académico, financiero y empresarial, más de 64 por ciento de ellos sostienen que el crecimiento estará bajo el rango de 2 por ciento.



Es necesario anticiparse a los efectos negativos que seguramente tendrá la crisis. Por ejemplo, en Estados Unidos, paradójicamente, el Presidente electo, Barack Obama, actúa -y ello nunca había ocurrido en la política de ese país- como si estuviera en ejercicio. Existen dos Mandatarios: el señor Bush, que se va, y el que asume, que es quien gestiona, decide, se reúne. Es decir, se da el “síndrome del pato cojo” a plenitud. Y Barack Obama ha decidido poner en el centro de su propuesta de reactivación económica la cuestión del empleo. “Si no actuamos rápida y audazmente,” -ha dicho- “la mayoría de los expertos coinciden en que el año que viene podríamos perder millones de empleos”. Es un desafío planteado a nivel mundial, entonces, y también tiene que ser parte del que enfrenta Chile.



Todo hace notar que faltan medidas para enfrentar el curso interno contractivo por registrarse en 2009. Va a haber una recesión mundial, incluido Estados Unidos, por cierto, y también Chile, que exporta 45 por ciento de su producto y del total de sus exportaciones hacia la nación del Norte. 



La situación ha llevado a que muchos países anuncien medidas económicas para hacerle frente, lo cual también fue recomendado en la reunión efectuada a mediados de noviembre recién pasado en Washington por el G-20. Sin embargo, como advirtió el diario Estrategia el 17 de ese mes, “el plan de salvataje en Chile aún no existe, pese a que la cifra de desempleo sorprenderá en el próximo informe y no sería extraño que la tasa de desocupación se encamine hacia 9%, para alcanzar los dos dígitos el próximo año”.



Por mi parte, quisiera que se equivocara Estrategia, que no avanzásemos hacia un desempleo de esa envergadura. Pero, en forma clara, hay una advertencia, luces amarillas, respecto de lo que viene.



Creo profundamente que las recomendaciones de aumentar el gasto público, como mecanismo anticíclico, es fundamental. Así lo dicen los economistas en el mundo. A nivel global se multiplican tales apreciaciones. En Estados Unidos, el nuevo Premio Nobel de Economía, Paul Krugman, lo planteó públicamente a los asesores de Barack Obama. “Mi consejo a la gente de Obama” -escribió- “es que piensen en cuánta ayuda creen que necesita la economía, luego agreguen un 50%. Es mucho mejor” -enfatizó- “en una economía deprimida, equivocarse por el lado de demasiado estímulo que por el lado de muy poco.”. Eso es lo que dijo para la economía estadounidense. 



Por su parte, otro destacado Premio Nobel, Paul Samuelson, plantea también la importancia de aumentar el gasto fiscal, como política en la recuperación de la crisis, y de no esperar para aplicar dichas políticas económicas, pues el tiempo juega en contra.



La desaceleración económica ya se encuentra en curso y, en consecuencia, creo que la actualización de las cifras efectuada por el Banco Central debe conducir a la conclusión de que es preciso adoptar medidas urgentes para contrarrestarla.



Ya en agosto el Índice de Ventas Reales de la Cámara Chilena de la Construcción comenzó a descender, caída que se acentuó en los meses siguientes, lo que generó que grandes empresas constructoras, como Paz Froimovich y SalfaCorp, postergaran proyectos y llevasen a cabo reducciones masivas de personal.



La Corporación de Desarrollo Tecnológico y Bienes de Capital, que confecciona periódicamente un catastro de las inversiones por materializarse, cifra en 2 mil 360 millones de dólares el monto de 19 proyectos postergados, la gran mayoría de ellos en el sector de la construcción. A partir de octubre, dice su informe de 20 de noviembre recién pasado, “se han comenzado a percibir los primeros efectos de la crisis”. Varias de las mayores empresas de comercio al detalle suspendieron también sus planes de expansión. A su turno, las exportaciones de octubre, a doce meses, disminuyeron 6,2 por ciento.



En la Región del Biobío, a la cual represento, la crisis también está provocando impactos importantes. Como señala El Mercurio de 30 de noviembre, el grupo Arauco ha cerrado cuatro empresas, desde 2007 a la fecha, perdiéndose más de 700 empleos. La planta Masisa también redujo personal en más de 260 trabajadores. El diario comenta que se han perdido más de cuatro mil puestos de trabajo en empresas ligadas al rubro forestal.



Por todo lo anterior me permito plantear al Presidente del Banco Central las siguientes interrogantes.



El informe publicado por la Superintendencia de Pensiones el día 10 de noviembre señala que las pérdidas en 12 meses han ascendido a 25 mil 168 millones de dólares, equivalente a -26,7 por ciento de los fondos. ¿Cómo explica el Instituto Emisor el gigantesco perjuicio sufrido por los chilenos si, de acuerdo al artículo 45 del decreto ley Nº 3.500, le entrega informes a la Superintendencia para autorizar las inversiones?



¿Los informes que proporciona el Banco Central a ese organismo, conforme a la disposición recién citada, recomiendan hacer innovaciones, para lo que resta de 2008 y en 2009, en las políticas de inversión de los fondos previsionales?



¿Han sido acatadas las recomendaciones por la Superintendencia y las administradoras de fondos de pensiones?



¿Por qué no se ha planteado, como estrategia, el repliegue ordenado de los fondos de pensiones a inversiones más seguras en el país mientras dura la crisis? Es necesario cambiarse al fondo E.



¿Ha señalado el Banco Central a la Superintendencia de Pensiones que exija a las administradoras el otorgamiento de facilidades a los afiliados para trasladarse al fondo E y volver al A una vez que haya pasado la crisis?



¿Qué medidas concretas ha adoptado para investigar las dimensiones reales de las pérdidas y asegurar la repatriación de los fondos?



Me dirán: “No es facultad del Banco Central”. La verdad es que la Superintendencia no es una entidad financiera. El que debe hacer recomendaciones sobre las finanzas, las inversiones, es el Instituto Emisor.



Nuestras investigaciones sugieren que parte significativa de los instrumentos en que se encuentran invertidos los fondos de pensiones de los chilenos son actualmente de liquidez muy discutible, y varias de las instituciones en que se ha confiado aparecen hoy con su solvencia en cuestión. 



¡Lo anterior es gravísimo, señor Presidente! 



Esas inversiones debieran ser castigadas a su valor de mercado actual, como lo han venido haciendo todos los grandes bancos. Si no se liquidan es por la imposibilidad de hacerlo.



A modo de ejemplo, en septiembre recién pasado, 1,4 billones de pesos, equivalentes a 2 mil 772 millones de dólares, y 8,21 por ciento de los fondos externos estaban invertidos en los denominados “iShares” que siguen diversos índices financieros. Estos recursos son manejados por el banco Barclays, del Reino Unido, institución que ha sido objeto de múltiples cuestionamientos desde los inicios de la crisis, a raíz de sus problemas de liquidez y su dudosa solvencia, puesto que todavía no ha marcado a precio de mercado sus activos afectados, como sí lo han hecho otras instituciones. Ahí está el dinero de los chilenos.



Si se revisan los nombres de los fondos que concentran el grueso de las inversiones, se aprecia que varios de ellos ya han presentado serias dificultades durante la crisis en curso. Los correspondientes a los bancos suizos UBS y Credit Suisse, por ejemplo, concentran más de 2,3 billones de pesos entre ambos, equivalentes a 2 mil 600 millones de dólares, y más de 7 por ciento del fondo externo. Como se sabe, ambas entidades se hallan entre las más afectadas y su solvencia está actualmente en cuestión. 



Fondos pertenecientes a las aseguradoras AIG, ING y Allianz concentraron 300 mil 979 millones de pesos, equivalentes a 586 millones de dólares. Como es sabido, la primera de ellas cayó en falencia y tuvo que ser, en los hechos, nacionalizada por el Gobierno de los Estados Unidos. ING, entre otros problemas, mantiene en sus balances más de 22 mil millones de euros en activos respaldados por hipotecas dudosas. Allianz, por su parte, ha perdido más de 40 por ciento de su valor bursátil en el último año.



De acuerdo al decreto ley Nº 3.500 y su Reglamento de las inversiones de los fondos de pensiones en el extranjero, “corresponderá al Banco Central de Chile disponer las normas correspondientes al retorno de los capitales, sus ganancias y su conversión a moneda nacional. Las Administradoras de Fondos de Pensiones deberán velar por el oportuno y seguro retorno de las divisas a que se refiere este artículo”.



¿Qué medidas propone el Banco Central para mejorar la escasa diversificación de inversiones tanto en fondos nacionales como extranjeros?



Las inversiones externas están altamente concentradas, al punto de que solo 14 fondos mutuos y de inversión concentran 49,4 por ciento, y solo 7 fondos, 30,56 por ciento.



¿Qué opinión tiene el Banco Central acerca de la creación de una administradora de fondos de pensiones estatal?



¿Qué comentarios le merece una medida como la propuesta por CENDA, Centro de Estudios en economía, en el sentido de que “debe permitirse volver al INP a todas aquellas personas próximas a jubilar que se encuentren afectadas por el daño previsional. Es decir, a todos aquellos a quienes su pensión AFP resulte ser inferior a la que obtendrían del INP con similar historia de cotizaciones previsionales. Estamos hablando de 320.768 personas de carne y hueso que han perdido” -y no van a recuperarlo al menos en diez años- “entre más de un quinto y poco menos de la mitad de sus fondos. Se trata de un número casi igual al total de jubilados por vejez de las AFP en la actualidad y más de la mitad de los beneficiarios de la nueva pensión solidaria.”? Se hace referencia al caso en que el Estado se hace cargo de la garantía, al no alcanzarse la pensión mínima.



Y, por último, ¿cuáles serán las medidas que a corto y largo plazo tomarán, como institución, a fin de paliar los efectos de la crisis económica, en general, en nuestro país, y, especialmente, por el hecho de fijar los límites máximos para las inversiones en el extranjero de los distintos tipos de fondos de una misma administradora?



Señor Presidente, agradeceré que el Banco Central pueda responder estas inquietudes. Me entrevisté personalmente con José De Gregorio y le entregué una carta sobre el particular. Hubo total disposición a contestarla. Sin embargo, me ha parecido oportuno plantear su contenido en la Sala, al objeto de difundir claramente estos temas, que les interesan a 9,5 millones de trabajadores en el país, quienes han perdido -reitero- entre un quinto y la mitad de sus fondos previsionales.



Quedo a la espera de las medidas concretas que el Banco Central adoptará frente a la tragedia previsional que sufren millones de chilenos y chilenas, sobre la cual la inmensa mayoría de ellos no está informada.



Creo que en este caso la Superintendencia de Pensiones ha jugado un rol que debe ser revisado. Pienso que la legislación sobre diversificación de los fondos -la cual aprobamos en la Cámara de Diputados- ha sido un total fracaso. No es cierto que la gente pudiera cambiarse de fondo cuando lo quisiera. No se ha garantizado el derecho de migrar del Fondo A y B al E cuando la persona, con información entregada por la administradora, tomaba la decisión legítima y libre de hacerlo.



Nos encontramos frente a uno de los problemas más complejos que ha enfrentado el sistema de AFP, y que ha terminado, de manera irremediable, castigando a los afiliados. Porque las AFP no han dejado de ganar un solo peso. Por el contrario, han mantenido el cobro por la administración aun cuando los fondos de las personas se esfuman. Se trata de un modelo tremendamente injusto, que ha de ser revisado.



Reitero que el Gobierno tiene un deber con los afiliados a las administradoras: protegerlos, intentar devolverles los fondos que han perdido. Y se observa pasividad al respecto.



Ojalá el Banco Central y su Presidente den luces positivas para orientar una política de Estado que proteja a los trabajadores.



Aquí las empresas no han resultado perjudicadas. Los que tenían grandes ahorros de capital, ricos o pobres, han sido afectados por igual. Pero aquellos que han perdido la mitad de sus fondos y viven de la labor de sus brazos, que son asalariados, han sufrido una merma irremediable, y tardarán mucho más en recuperarse y en poder acceder a una jubilación digna.



Por ello, espero que el Banco Central dé respuesta a estas inquietudes, que creo que corresponden a millones de chilenos.


¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Los Comités Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional no harán uso de sus tiempos.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:58.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE OTORGA BENEFICOS A DEUDORES DE CRÉDITO UNIVERSITARIO QUE INDICA, POR PRESTACIÓN DE SERVICIOS REMUNERADOS EN COMUNAS DE MENOR DESARROLLO DEL PAÍS

(4237-04)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS

HONORABLE SENADO:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política, tiene el honor de proponeros la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el epígrafe.


La Cámara de Diputados, por Oficio de fecha 6 de noviembre de 2008, comunicó la designación como integrantes de la Comisión Mixta, de los Honorables Diputados señora Ximena Valcarce Becerra y señores Fidel Espinoza Sandoval, Marco Antonio Núñez Lozano, Gabriel Silber Romo y Gastón Von Mühlenbrock Zamora.


El Senado, en sesión de fecha 5 de noviembre de 2008, nombró al efecto a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 18 de noviembre de 2008, con la asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel, Ricardo Núñez Muñoz y Mariano Ruiz-Esquide Jara, y de los Honorables Diputados señora Ximena Valcarce Becerra y señores Marco Antonio Núñez Lozano y Gastón Von Mühlenbrock Zamora, y eligió por unanimidad como Presidente al Honorable Senador señor Ricardo Núñez Muñoz, quien lo es también de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado, y, de inmediato, se abocó al cumplimiento de su cometido.


A la sesión que celebró la Comisión Mixta concurrieron, también, del Ministerio de Educación, la Ministra, señora Mónica Jiménez de la Jara; la Jefa de la División de Educación Superior, señora Sally Bendersky y el Abogado Jefe del Departamento Jurídico de la misma División, señor Cristián Insulza.


De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, el Jefe de la División Jurídico Legislativa, señor Rodrigo Cabello y el Asesor Legislativo, señor Alvaro Villanueva.


Os hacemos presente que la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide, y de los Honorables Diputados señora Valcarce y señores Núñez y Von Mühlenbrock, acordó formularos una proposición, cuyo texto se transcribe en su oportunidad.

Al proceder de este modo, vuestra Comisión Mixta tuvo a la vista el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, de fecha 10 de diciembre de 1991, que, en lo pertinente, señala lo siguiente:


"Como norma general, las proposiciones de las comisiones mixtas deben ser votadas, en cada Cámara, en forma conjunta, como un solo todo.


Excepcionalmente, sin embargo, las comisiones mixtas -siempre en ejercicio de su atribución para proponer la forma y modo de superar las divergencias, ya mencionada- pueden indicar, en su informe, como parte integrante del acuerdo logrado, una modalidad diferente de votar sus proposiciones, estando facultadas para señalar, sobre el particular, que éstas admiten votación separada o agrupadas en la forma que especifique, según sea el grado de autonomía o de vinculación existente entre ellas.".

- - -

MATERIA DE LAS DIVERGENCIAS


La controversia se ha originado en el rechazo del Senado, en tercer trámite constitucional, de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, en segundo trámite, al proyecto aprobado por el Senado en primer trámite.


A continuación, se efectúa una relación de la diferencia suscitada entre ambas Corporaciones durante la tramitación del proyecto, así como del acuerdo adoptado al respecto.

- - -

ARTÍCULO 1º

Inciso primero


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el inciso primero:

“Artículo 1º.- Los deudores del crédito solidario universitario regulado por la ley N° 19.287, sus modificaciones y reglamentos, y los deudores del crédito para estudios de educación superior a que se refiere la ley Nº 20.027 y su reglamento, que a contar de la fecha de vigencia de la presente ley se incorporen a prestar servicios remunerados en las municipalidades, corporaciones y fundaciones municipales, o asociaciones municipales, correspondientes a comunas con menores niveles de desarrollo del país, definidas como tales conforme a lo que disponga el reglamento, excluyéndose las comunas de la Región Metropolitana y las capitales regionales, podrán acceder a los beneficios que se establecen en el artículo 2º, siempre que cumplan los requisitos establecidos en la presente ley y su reglamento.”.


La Cámara de Diputados, en segundo trámite, aprobó eliminar la oración “excluyéndose las comunas de la Región Metropolitana y las capitales regionales,”.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación de la Cámara de Diputados.

El Honorable Senador señor Letelier señaló que este proyecto de ley establece un incentivo para que los deudores del crédito universitario trabajen en el sector público. Luego, opinó que no es conveniente restringir las comunas en que pueden prestar servicios los deudores del crédito universitario para acceder a este beneficio y en este sentido sostuvo que no debe excluirse a las comunas de la Región Metropolitana y a las capitales regionales. Acotó que representa a una Región en que existe una escasez de profesionales y como tal afirmó que está por incluir a todas las comunas que cumplan los criterios que establece esta ley en el artículo 3°, inciso primero, número 4. De este modo, insistió en que deben eliminarse las restricciones geográficas que regula esta iniciativa legal.

El Honorable Diputado señor Núñez indicó que respalda la propuesta de la Cámara de Diputados, porque la idea de este proyecto de ley es beneficiar a todos los jóvenes que trabajen en las comunas más pobres del país, sin importar que éstas estén o no ubicadas en la Región Metropolitana. De lo contrario, sostuvo que se estaría apoyando una visión sesgada de la descentralización.

El Honorable Diputado señor Von Mühlenbrock señaló que no tiene inconvenientes para excluir a los deudores del crédito universitario que presten servicios en la Región Metropolitana, porque la idea de esta iniciativa legal es potenciar a las comunas que cuenten con menos de treinta mil habitantes. Acotó que se debe evitar que los nuevos profesionales se queden en la Región Metropolitana. En esta misma línea, indicó que la mayoría de las comunas más pobres no cuentan con buenos profesionales.

Por su parte, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide precisó que la finalidad de esta norma es potenciar a las comunas con menores niveles de desarrollo y dado que en la Región Metropolitana, también existen comunas con bajos niveles desarrollo, planteó que se excluya únicamente a los deudores del crédito universitario que presten servicios en la Comuna o Provincia de Santiago.

La Honorable Diputada señora Valcarce señaló que apoya el texto aprobado por el Senado, ya que comparte que se excluyan a los jóvenes que prestan servicios profesionales en las capitales regionales y valoró que se establezca un beneficio para incentivar que los profesionales trabajen en las comunas más pobres.

El Honorable Senador señor Núñez consideró un aporte las modificaciones realizadas por la Cámara de Diputados, porque permiten que este proyecto de ley beneficie a los deudores del crédito universitario que prestan servicios en las comunas con menores niveles de desarrollo, sin excluir a las comunas de la Región Metropolitana, ni a las capitales regionales y porque agrega una serie de criterios para determinar cuáles son los comunas con menores niveles de desarrollo. En este sentido, opinó que no prevé problemas en incorporar a las comunas de la Región Metropolitana y las capitales regionales.

Con respecto a la modificación del artículo 1°, inciso tercero, pidió al Ejecutivo que explique cuál es el sentido de la siguiente frase: “se incorporen a prestar servicios remunerados en corporaciones, fundaciones u organizaciones no gubernamentales que presten funciones de apoyo a los municipios de las comunas referidas en el inciso primero, en ámbitos tales como el social, productivo, urbano o ambiental,”.

Por otra parte, valoró que la propuesta de la Cámara de Diputados elimine las trabas que tienen las municipalidades para contratar profesionales.

El Jefe del Departamento Jurídico de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señor Cristián Insulza, explicó que durante el primer trámite constitucional se excluyó de los beneficios de esta ley a los deudores del crédito universitario que presten servicios profesionales en las comunas de la Región Metropolitana y en las capitales regionales. En el segundo trámite constitucional, continuó, se aprobó eliminar esta exclusión y se agregaron una serie de criterios para determinar los parámetros que se requieren para estar ante una comuna con bajo nivel de desarrollo. En este contexto, señaló que el Ejecutivo no prevé inconvenientes para permitir que los profesionales beneficiados también presten servicios en la Región Metropolitana.

En cuanto a la consulta del Honorable Senador señor Núñez, respondió que la idea de la modificación incorporada por la Cámara de Diputados al artículo 1°, inciso tercero, es permitir que los beneficiarios de esta ley puedan prestar servicios en corporaciones, fundaciones u organizaciones no gubernamentales que apoyen a los municipios en el ámbito social y productivo, así como también en temas urbanos y ambientales.

La Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señora Sally Bendersky, explicó que uno de los grandes objetivos de este proyecto de ley es aliviar la carga de los deudores del crédito universitario, puesto que el Estado se hará cargo de una parte de sus deudas universitarias.

El Honorable Senador señor Letelier indicó que apoya las modificaciones que incorporó la Cámara de Diputados, porque elimina las exclusiones que plantea el texto del proyecto de ley aprobado por el Senado. Sin perjuicio de lo anterior, acotó que no comparte todos los criterios que menciona el artículo 3°, inciso primero, número 4, en especial su letra d), la cual exige un nivel de dependencia de los ingresos municipales con el Fondo Común Municipal. En esta misma línea, planteó eliminar las letras a) y d), por cuanto no comparte que una comuna con bajo nivel de desarrollo sea determinada por la cantidad de habitantes que tiene o por su mayor o menor grado de dependencia con el Fondo Común Municipal.

Enseguida, opinó que no corresponde hacer justicia territorial mediante este proyecto de ley y señaló que no apoya la propuesta planteada por el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, ya que en la comuna de Santiago, también existen barrios y sectores deprimidos.

La Honorable Diputada señora Valcarce, advirtió que en el artículo 5° se establece que en la Ley de Presupuestos se determinará el número máximo de beneficiarios por cada año. En este sentido, indicó que al eliminar las exclusiones que proponía el texto aprobado por el Senado se podrían generar algunas dificultades con el Ministerio de Hacienda, por cuanto tácitamente se aumentaría el número de beneficiarios de esta ley.


El Honorable Senador señor Letelier recordó que este proyecto de ley tiene como principal objetivo aliviar la carga de los jóvenes profesionales.

El Honorable Senador Ruiz-Esquide precisó que para él es prioritario excluir a la comuna de Santiago, porque la idea principal de esta ley es que los nuevos profesionales trabajen en las comunas de menor nivel de desarrollo del país.


El Honorable Diputado señor Núñez indicó que deben incluirse a las capitales regionales, puesto que existen casos, como la ciudad de Valparaíso, en que a pesar de ser capital regional tiene altos índices de pobreza.


El Honorable Diputado señor Von Mühlenbrock señaló que esta iniciativa legal, por una parte, favorece a los deudores universitarios y, por otra, busca potenciar a las pequeñas comunas que tienen escasez de profesionales, por esta razón no está de acuerdo con incorporar a la Región Metropolitana.

El Honorable Senador señor Núñez sostuvo que el Estado y los municipios son los encargados de resolver los problemas sociales de la centralización y no esta ley. En este contexto, recalcó que la idea principal de esta norma es permitir que todos los deudores del crédito universitario puedan acceder a este beneficio.

A continuación, el Presidente de la Comisión Mixta puso en votación la incorporación en el artículo 1°, inciso primero, de la frase: “excluyéndose las comunas de la Región Metropolitana y las capitales regionales,“.

- Sometida a votación, votan a favor de la incorporación de la frase el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Valcarce y señor Von Mühlenbrock. Votan en contra los Honorables Senadores señores Letelier y Núñez Muñoz y el Honorable Diputado señor Núñez Lozano. Repetida la votación por el doble empate producido, se mantuvo el mismo resultado, quedando desechada la propuesta, conforme al artículo 182 del Reglamento del Senado. 
En consecuencia se suprime la frase “excluyéndose las comunas de la Región Metropolitana y las capitales regionales,“.

Inciso segundo
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el inciso segundo:

“Podrán acceder, además, a los beneficios de esta ley, en las mismas condiciones, los médicos cirujanos y cirujanos dentistas, deudores de los créditos señalados en el inciso precedente, que hayan obtenido una especialidad y que se desempeñen en dichas comunas en establecimientos dependientes de los Servicios de Salud.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite, aprobó reemplazar la frase "a los beneficios de esta ley" por " a sus beneficios".

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación de la Cámara de Diputados.

La Comisión Mixta acordó, unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señores Letelier, Núñez Muñoz y Ruiz-Esquide y de los Honorables Diputados señora Valcarce y señores Núñez Lozano y Von Mühlenbrock, mantener la redacción del inciso segundo propuesto por el Senado.

Inciso tercero

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el inciso tercero:

“Asimismo, podrán acceder a los beneficios establecidos en el artículo 2°, aquellos deudores que, cumpliendo los requisitos que señala esta ley, se incorporen a prestar servicios remunerados en corporaciones, fundaciones u organizaciones no gubernamentales que presten funciones de apoyo a los municipios de las comunas referidas en el inciso primero, en los ámbitos social o productivo, conforme a lo que disponga el reglamento.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite, aprobó reemplazarlo por el siguiente: 
“Asimismo, podrán acceder a los beneficios establecidos en el artículo 2°, los deudores que, cumpliendo los requisitos que señala esta ley, se incorporen a prestar servicios remunerados en corporaciones, fundaciones u organizaciones no gubernamentales que presten funciones de apoyo a los municipios de las comunas referidas en el inciso primero, en ámbitos tales como el social, productivo, urbano o ambiental, y que se encuentren inscritas en el registro correspondiente de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, conforme a lo que disponga el reglamento.”.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación de la Cámara de Diputados.

En votación la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados, se aprobó por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier y Núñez Muñoz, y Honorables Diputados señora Valcarce y señores Núñez Lozano y Von Mühlenbrock. Se abstiene el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

ARTÍCULO 3°

Inciso primero
Numeral 4)
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto:

“4.- Efectuar la prestación de servicios remunerados en alguna de las municipalidades, corporaciones y fundaciones municipales, asociaciones municipales o establecimientos dependientes de los Servicios de Salud, según el caso, o en corporaciones, fundaciones u organizaciones no gubernamentales que presten funciones de apoyo a los municipios en los ámbitos social o productivo, en comunas con menores niveles de desarrollo del país, excluyéndose las comunas de la Región Metropolitana y las capitales regionales, las que serán determinadas conforme a lo que disponga el reglamento, el que, en todo caso, deberá dar preferencia a aquellas comunas que tengan una población de menos de treinta mil habitantes. En el caso de profesionales que ejerzan labores en dos o más municipalidades o en una asociación de éstas, se entenderá cumplido este requisito si a lo menos 22 horas semanales de trabajo se desarrollan en un municipio que reúna las condiciones señaladas.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite, aprobó reemplazarlo por el siguiente: 
"4.- Efectuar la prestación de servicios remunerados en alguna de las municipalidades, corporaciones y fundaciones municipales, asociaciones municipales o establecimientos dependientes de los Servicios de Salud, según el caso, o en corporaciones, fundaciones u organizaciones no gubernamentales que presten funciones de apoyo a los municipios, en comunas con menores niveles de desarrollo del país, las que serán determinadas conforme a lo que disponga el reglamento, el que, en todo caso, deberá considerar a lo menos los siguientes elementos:

a) Cantidad de habitantes de la comuna, dando preferencia a aquellas comunas que tengan una población de menos de treinta mil habitantes;
b) Porcentaje de población rural de la comuna, dando preferencia a aquellas con un mayor porcentaje;
c) Nivel de profesionalización municipal, dando preferencia a aquellas comunas con menor proporción de profesionales en relación al total de funcionarios que prestan funciones remuneradas en la municipalidad respectiva y,
d) Nivel de dependencia de los ingresos municipales del Fondo Común Municipal, dando preferencia a aquellas comunas más dependientes.
En el caso de profesionales que ejerzan labores en dos o más municipalidades o en una asociación de éstas, se entenderán cumplidos los requisitos señalados en el número 4, si a lo menos 22 horas semanales de trabajo se desarrollan en un municipio que reúna las condiciones señaladas.".
El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación de la Cámara de Diputados.

- En votación la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Núñez Muñoz y Ruiz-Esquide y Honorables Diputados señora Valcarce y señores Núñez Lozano y Von Mühlenbrock.

ARTÍCULO 4°

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto:

“Artículo 4º.- El Servicio de Tesorerías efectuará el pago de los beneficios que establece la presente ley, una vez que se haya acreditado el cumplimiento de los requisitos para acceder a ellos. El reglamento fijará las normas necesarias con arreglo a las cuales deberá aplicarse lo dispuesto en este artículo.”.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite, aprobó reemplazar las expresiones "El Servicio de Tesorerías" por "La Tesorería General de la República”, y las palabras “para acceder a ellos" por "correspondientes".
El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación de la Cámara de Diputados.

- En votación la modificación propuesta por la Cámara de Diputados, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Núñez Muñoz y Ruiz-Esquide y Honorables Diputados señora Valcarce y señores Núñez Lozano y Von Mühlenbrock.

ARTÍCULO 7°

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto:

“Artículo 7º.- El mayor gasto que importe la aplicación de esta ley será financiado con cargo a los recursos que se consulten anualmente en la Ley de Presupuestos.”.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite, aprobó suprimirlo.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación de la Cámara de Diputados.

- En votación el texto propuesto por el Senado, se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Núñez Muñoz y Ruiz-Esquide y Honorables Diputados señora Valcarce y señores Núñez Lozano y Von Mühlenbrock.

ARTÍCULO 8°

(En la Cámara de Diputados pasó a ser 7°)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto:

“Artículo 8º.- Lo dispuesto en la presente ley se aplicará a contar del 1° de enero de 2007, y tendrá una vigencia de cinco años a contar de esta fecha.”.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite, aprobó sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 7º.- Lo dispuesto en esta ley se aplicará a contar del 1 de enero de 2009, y tendrá una vigencia de cinco años a contar de esa fecha.
Al cumplirse el tercer año de vigencia de la ley, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, en conjunto con el Ministerio de Educación y la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, realizarán una evaluación del cumplimiento de sus objetivos, informando de los resultados de la evaluación a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.".
El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación de la Cámara de Diputados.

El Honorable Senador señor Letelier planteó aprobar el texto sustituído por la Cámara de Diputados, en su primer inciso, eliminando la siguiente frase: “, y tendrá una vigencia de cinco años a contar de esa fecha”.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide apoyó la propuesta formulada por el Honorable Senador Letelier. 

- En votación la proposición de eliminar en el  inciso primero la frase “, y tendrá una vigencia de cinco años a contar de esa fecha”, se aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier, Núñez Muñoz y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Valcarce y señores Núñez Lozano y Von Mühlenbrock.


En consecuencia, queda aprobado el inciso primero propuesto por la Cámara de Diputados, con modificaciones.
En relación al inciso segundo propuesto por la Cámara de Diputados para este artículo, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó su disconformidad con el texto del inciso segundo propuesto por la Cámara de Diputados, porque consideró que no es conveniente que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo realice una evaluación del cumplimiento de los objetivos de esta ley. 

En votación el inciso segundo propuesto por la Cámara de Diputados, se aprobó, por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier y Núñez Muñoz y los Honorables Diputados señora Valcarce y señores Núñez Lozano y Von Múhlenbrock. En contra vota el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

ooo

La Cámara de Diputados, en segundo trámite, aprobó incorporar el siguiente artículo 8°, nuevo:

"Artículo 8°.- Para los efectos de la contratación de profesionales en la forma y condiciones contempladas en esta ley, las municipalidades que se encuentren excedidas en la restricción del gasto máximo en personal, establecida en el artículo 1° de la ley N° 18.294 y en el artículo 67 de la ley N° 18.382, y las que se excedan a causa de estos mismos fines, no estarán obligadas a ajustarse a dichas restricciones.
Asimismo, y sólo para los efectos antes señalados, las municipalidades no estarán sujetas a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 2° de la ley N° 18.883 y en el inciso primero del artículo 13 de la ley Nº 19.280.".

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación de la Cámara de Diputados.


- En votación el artículo nuevo propuesto por la Cámara de Diputados, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Núñez Muñoz y Ruiz-Esquide y los Honorables Diputados señora Valcarce y señores Núñez Lozano y Von Mühlenbrock.
.-.-.-.-

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito de lo expuesto y del acuerdo adoptado, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de poneros en consideración para salvar las diferencias entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, la siguiente proposición:

ARTÍCULO 1º

Inciso primero


Suprimir la frase “excluyéndose las comunas de la Región Metropolitana y las capitales regionales,”.
Inciso segundo


Consultarlo con el siguiente texto:


“Podrán acceder, además, a los beneficios de esta ley, en las mismas condiciones, los médicos cirujanos y cirujanos dentistas, deudores de los créditos señalados en el inciso precedente, que hayan obtenido una especialidad y que se desempeñen en dichas comunas en establecimientos dependientes de los Servicios de Salud.”.
Inciso tercero


Sustituirlo por el siguiente:


"Asimismo, podrán acceder a los beneficios establecidos en el artículo 2°, los deudores que, cumpliendo los requisitos que señala esta ley, se incorporen a prestar servicios remunerados en corporaciones, fundaciones u organizaciones no gubernamentales que presten funciones de apoyo a los municipios de las comunas referidas en el inciso primero, en ámbitos tales como el social, productivo, urbano o ambiental, y que se encuentren inscritas en el registro correspondiente de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, conforme a lo que disponga el reglamento.”.

ARTÍCULO 3°

Inciso primero

Número 4

Reemplazarlo por el siguiente:


"4.- Efectuar la prestación de servicios remunerados en alguna de las municipalidades, corporaciones y fundaciones municipales, asociaciones municipales o establecimientos dependientes de los Servicios de Salud, según el caso, o en corporaciones, fundaciones u organizaciones no gubernamentales que presten funciones de apoyo a los municipios, en comunas con menores niveles de desarrollo del país, las que serán determinadas conforme a lo que disponga el reglamento, el que, en todo caso, deberá considerar a lo menos los siguientes elementos:

a) Cantidad de habitantes de la comuna, dando preferencia a aquellas comunas que tengan una población de menos de treinta mil habitantes;

b) Porcentaje de población rural de la comuna, dando preferencia a aquellas con un mayor porcentaje;

c) Nivel de profesionalización municipal, dando preferencia a aquellas comunas con menor proporción de profesionales en relación al total de funcionarios que prestan funciones remuneradas en la municipalidad respectiva y,

d) Nivel de dependencia de los ingresos municipales del Fondo Común Municipal, dando preferencia a aquellas comunas más dependientes.

En el caso de profesionales que ejerzan labores en dos o más municipalidades o en una asociación de éstas, se entenderán cumplidos los requisitos señalados en el número 4, si a lo menos 22 horas semanales de trabajo se desarrollan en un municipio que reúna las condiciones señaladas.".
ARTÍCULO 4°


Consultarlo con el siguiente texto: 


“Artículo 4º.- La Tesorería General de la República efectuará el pago de los beneficios que establece la presente ley, una vez que se haya acreditado el cumplimiento de los requisitos correspondientes. El reglamento fijará las normas necesarias con arreglo a las cuales deberá aplicarse lo dispuesto en este artículo.”.
ARTÍCULO 7°, texto del Senado

Contemplarlo del siguiente modo:


“Artículo 7º.- El mayor gasto que importe la aplicación de esta ley será financiado con cargo a los recursos que se consulten anualmente en la Ley de Presupuestos.”.
ARTÍCULO 8°, texto del Senado, 

ARTÍCULO 7°, texto Cámara de Diputados


Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo 8º.- Lo dispuesto en esta ley se aplicará a contar del 1 de enero de 2009.





Al cumplirse el tercer año de vigencia de la ley, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, en conjunto con el Ministerio de Educación y la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, realizarán una evaluación del cumplimiento de sus objetivos, informando de los resultados de la evaluación a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.”.
ARTÍCULO 8°, texto Cámara de Diputados

Incorporar como tal el que sigue:


“Artículo 9°.- Para los efectos de la contratación de profesionales en la forma y condiciones contempladas en esta ley, las municipalidades que se encuentren excedidas en la restricción del gasto máximo en personal, establecida en el artículo 1° de la ley N° 18.294 y en el artículo 67 de la ley N° 18.382, y las que se excedan a causa de estos mismos fines, no estarán obligadas a ajustarse a dichas restricciones.

Asimismo, y sólo para los efectos antes señalados, las municipalidades no estarán sujetas a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 2° de la ley N° 18.883 y en el inciso primero del artículo 13 de la ley Nº 19.280.”.

- - -


Finalmente, cabe hacer presente, a título meramente informativo, que de ser aprobadas las proposiciones de la Comisión Mixta, el proyecto de ley queda como sigue:


PROYECTO DE LEY

“Artículo 1º.- Los deudores del crédito solidario universitario regulado por la ley N° 19.287, sus modificaciones y reglamentos, y los deudores del crédito para estudios de educación superior a que se refiere la ley Nº 20.027 y su reglamento, que a contar de la fecha de vigencia de la presente ley se incorporen a prestar servicios remunerados en las municipalidades, corporaciones y fundaciones municipales, o asociaciones municipales, correspondientes a comunas con menores niveles de desarrollo del país, definidas como tales conforme a lo que disponga el reglamento, podrán acceder a los beneficios que se establecen en el artículo 2º, siempre que cumplan los requisitos establecidos en la presente ley y su reglamento. 

Podrán acceder, además, a los beneficios de esta ley, en las mismas condiciones, los médicos cirujanos y cirujanos dentistas, deudores de los créditos señalados en el inciso precedente, que hayan obtenido una especialidad y que se desempeñen en dichas comunas en establecimientos dependientes de los Servicios de Salud.



Asimismo, podrán acceder a los beneficios establecidos en el artículo 2°, los deudores que, cumpliendo los requisitos que señala esta ley, se incorporen a prestar servicios remunerados en corporaciones, fundaciones u organizaciones no gubernamentales que presten funciones de apoyo a los municipios de las comunas referidas en el inciso primero, en ámbitos tales como el social, productivo, urbano o ambiental, y que se encuentren inscritas en el registro correspondiente de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, conforme a lo que disponga el reglamento.


Artículo 2º.- Los deudores del crédito solidario universitario y los deudores del crédito para estudios de educación superior a que se refiere la ley Nº 20.027, que presten servicios remunerados conforme los requisitos que señala la presente ley y su reglamento, podrán acceder a los beneficios que se indican a continuación:


a) Por cada año de servicio prestado, con un máximo de tres años, podrán acceder a un beneficio de un monto equivalente al valor de la cuota anual del crédito que le correspondería pagar durante dicho año, o a un monto equivalente a la cantidad pagada de su crédito en el año calendario anterior, según corresponda. Con todo, el beneficio a que se refiere esta letra, tendrá un tope anual de dieciséis unidades tributarias mensuales del mes de diciembre de cada año.


b) Por el tercer año de servicio prestado de manera ininterrumpida, podrán acceder a un beneficio adicional por un monto equivalente a tres veces el valor de la cuota anual del crédito que le correspondería pagar durante dicho año o a tres veces la cantidad pagada de su crédito durante el año calendario anterior, según corresponda. Con todo, el beneficio a que se refiere esta letra, tendrá un tope de cuarenta y ocho unidades tributarias mensuales del mes de diciembre del mismo año.


Para los efectos señalados en este artículo, las cantidades pagadas del crédito comprenderán las cantidades correspondientes al servicio de deuda pactado, excluido cualquier pago extraordinario.


Artículo 3º.- Para acceder a los beneficios a que se refiere el artículo 2º, se deberán cumplir los siguientes requisitos:


1.- Haber obtenido un título de una carrera, programa o especialidad impartido por una institución de educación superior, autónoma y reconocida oficialmente por el Estado.


2.- Ser deudor del crédito solidario universitario regulado por la ley N° 19.287, sus modificaciones y reglamentos, o del crédito para estudios de educación superior a que se refiere la ley Nº 20.027 y su reglamento. 


3.- Encontrarse al día en el pago de las obligaciones derivadas de los créditos a que se refiere el numeral anterior al momento de postular al beneficio y durante todo el período en que se presten los servicios, conforme a lo dispuesto en esta ley. 



4.- Efectuar la prestación de servicios remunerados en alguna de las municipalidades, corporaciones y fundaciones municipales, asociaciones municipales o establecimientos dependientes de los Servicios de Salud, según el caso, o en corporaciones, fundaciones u organizaciones no gubernamentales que presten funciones de apoyo a los municipios, en comunas con menores niveles de desarrollo del país, las que serán determinadas conforme a lo que disponga el reglamento, el que, en todo caso, deberá considerar a lo menos los siguientes elementos:


a) Cantidad de habitantes de la comuna, dando preferencia a aquellas comunas que tengan una población de menos de treinta mil habitantes;



b) Porcentaje de población rural de la comuna, dando preferencia a aquellas con un mayor porcentaje;



c) Nivel de profesionalización municipal, dando preferencia a aquellas comunas con menor proporción de profesionales en relación al total de funcionarios que prestan funciones remuneradas en la municipalidad respectiva y,



d) Nivel de dependencia de los ingresos municipales del Fondo Común Municipal, dando preferencia a aquellas comunas más dependientes.



En el caso de profesionales que ejerzan labores en dos o más municipalidades o en una asociación de éstas, se entenderán cumplidos los requisitos señalados en el número 4, si a lo menos 22 horas semanales de trabajo se desarrollan en un municipio que reúna las condiciones señaladas.

Corresponderá al Ministerio del Interior, a través de las Intendencias Regionales respectivas, verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el presente artículo, conforme lo que disponga el reglamento. 


Artículo 4º.- La Tesorería General de la República efectuará el pago de los beneficios que establece la presente ley, una vez que se haya acreditado el cumplimiento de los requisitos correspondientes. El reglamento fijará las normas necesarias con arreglo a las cuales deberá aplicarse lo dispuesto en este artículo. 


Artículo 5°.- La Ley de Presupuestos respectiva determinará el número máximo de beneficiarios por año. De acuerdo a lo que establezca el reglamento, mediante decreto supremo expedido por el Ministerio del Interior, el cual deberá ser visado por el Ministerio de Hacienda, se determinará anualmente el número de beneficiarios por Región, el que, en todo caso, deberá ser proporcional al número de comunas elegibles. 


Con todo, el número de beneficiarios por Región no podrá ser superior al 15% del número total de beneficiarios por año.


Artículo 6º.- Un reglamento expedido mediante decreto supremo del Ministerio del Interior, el que deberá además llevar la firma de los Ministros de Educación y de Hacienda, establecerá la forma, condiciones y procedimientos de acreditación de los requisitos a que se refiere el artículo 3°, así como los demás mecanismos, procedimientos y normas necesarias para los efectos de acceder, otorgar y hacer efectivos los beneficios a que se refiere esta ley.

El citado reglamento deberá dictarse dentro de los 90 días siguientes a la fecha de publicación de esta ley.


Artículo 7º.- El mayor gasto que importe la aplicación de esta ley será financiado con cargo a los recursos que se consulten anualmente en la Ley de Presupuestos.



Artículo 8º.- Lo dispuesto en esta ley se aplicará a contar del 1 de enero de 2009.


Al cumplirse el tercer año de vigencia de la ley, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, en conjunto con el Ministerio de Educación y la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, realizarán una evaluación del cumplimiento de sus objetivos, informando de los resultados de la evaluación a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.


Artículo 9°.- Para los efectos de la contratación de profesionales en la forma y condiciones contempladas en esta ley, las municipalidades que se encuentren excedidas en la restricción del gasto máximo en personal, establecida en el artículo 1° de la ley N° 18.294 y en el artículo 67 de la ley N° 18.382, y las que se excedan a causa de estos mismos fines, no estarán obligadas a ajustarse a dichas restricciones.





Asimismo, y sólo para los efectos antes señalados, las municipalidades no estarán sujetas a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 2° de la ley N° 18.883 y en el inciso primero del artículo 13 de la ley Nº 19.280.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 18 de noviembre de de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Núñez Muñoz (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel y Mariano Ruiz-Esquide Jara, y de los Honorables Diputados señora Ximena Valcarce Becerra y señores Marco Antonio Núñez Lozano y Gastón Von Mühlenbrock Zamora.


Sala de la Comisión, a 20 de noviembre de 2008.

(Fdo.): María Isabel Damilano Padilla, Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE IMPORTACIÓN DE MERCANCÍAS AL PAÍS

(5343-01)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de S. E. la señora Presidenta de la República. 


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado, en sesión celebrada el 29 de abril de 2008, la que dispuso que pasara a la Comisión de Agricultura y a la Comisión de Hacienda, en su caso, para su informe sólo en general, en virtud de lo dispuesto por el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento de la Corporación.  

CUESTIÓN PREVIA


En sesiones de 6 y 13 de mayo, 29 de julio y 6 de agosto del presente año, esta Comisión se abocó al estudio en general del  proyecto de ley en informe en segundo trámite constitucional, rechazando la idea de legislar por mayoría de sus miembros presentes, por estimar que el artículo 2º del proyecto, en el marco de la profundización de acuerdos comerciales en materia de determinación de los derechos y rebajas aplicables al trigo y harina de trigo, faculta al Ejecutivo para reemplazar el derecho específico y determinado a que se refiere el artículo 1º del proyecto, por un derecho ad valórem único determinado sobre el precio de importación FOB de aquéllas, lo cual implica modificar, por vía de hecho, los acuerdos comerciales convenidos, y por ende, aplicar a Argentina el mismo estatus de desgravación que rige para con Estados Unidos en virtud del Tratado de Libre Comercio. 


Posteriormente, dada la voluntad de la Comisión  para explorar la manera de lograr un acuerdo que permitiese resolver el punto y conscientes de la importancia de establecer un mecanismo que reemplace a las bandas de precios, esta Comisión fue autorizada por la Sala del Senado, el 2 de septiembre del presente, para discutir en general y en particular la iniciativa, lo que posibilitó reabrir el debate y revisar el acuerdo del párrafo precedente en sesiones de 30 de septiembre y 4 de noviembre, en cuya virtud se adoptaron los siguientes acuerdos:


-reabrir la discusión y poner en debate la idea de legislar, de manera que, de ser aprobada ésta, discutir en particular sus artículos a fin de tener claridad de cómo enmendar el asunto, y


-formar un equipo de trabajo con los representantes del Ministerio de Agricultura y de Hacienda y de los sectores gremiales, agricultores y molineros interesados en lograr un acuerdo.


En virtud de los acuerdos precedentes y luego de debatir los argumentos a favor y en contra del proyecto la Comisión aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, la idea de legislar conjuntamente con el artículo 1º, y rechazó por mayoría de votos el artículo 2º, por lo que propondrá, en la parte pertinente del informe, los acuerdos mencionados.

- - -

Concurrieron, especialmente invitados a una o más sesiones de este proyecto, por el Ministerio de Agricultura, la Ministra, señora Marigen Hornkohl; el Subsecretario, señor Reinaldo Ruiz; el Fiscal, señor Mauricio Caussade; los Asesores Legislativos, señores Leonardo Jaña  y Dionisio Faulbaum, y el Jefe de Gabinete, señor Mauricio Ovalle.  Por la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, el Director Nacional, señor Iván Nazif y la Subdirectora de Asuntos Internacionales, señora Andrea Cerda.





Por el Ministerio de Hacienda lo hicieron, la Subsecretaria, señora María Olivia Recart; el Coordinador General de Asuntos Internacionales, señor Raúl Sáez y los Asesores, señora Andrea Pinto y señor Juan Araya.





Además, participaron por la Sociedad Nacional de Agricultura, el Presidente, señor Luis Schmidt; la Gerente de Estudios, señora Ema Budinich; el Jefe del Departamento de Estudios, señor Francisco Gana y el Analista y Economista, señor Fernando Soto.  Por la Federación Nacional del Trigo y Oleaginosas, el Presidente, señor Manuel Riesco. Por la Sociedad de Fomento Agrícola de Temuco, SOFO, el Presidente, señor Gastón Caminondo y el Secretario General, señor René Araneda. Por la Asociación Gremial de Productores de Leche de Osorno, el Presidente, señor Dieter Konow. Por la Asociación de Molineros del Centro, el Presidente, señor Fermín Diharazari; el Gerente, señor Sergio Ossa; el Director, señor Juan Enrique Ojeda y el Asesor, señor Jorge Bravo.  Por la Asociación de Molineros del Sur, el Vicepresidente, señor Alonso Fuentes y la Gerente General, señora Maira Jordán, y por el Instituto Libertad y Desarrollo, el Director de Estudios, señor Tomás Flores y el Investigador, señor Álvaro Paúl.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Reemplaza el mecanismo de cálculo establecido por el artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 31, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.525 que establece normas sobre importación de mercancías al país, en materia de determinación de los derechos y rebajas aplicables al trigo y a la harina de trigo; sustituyéndolo por un derecho específico fijo y determinado que se establece en la propia ley, aplicable a toda operación de importación, con la finalidad de dar cumplimiento cabal a las constataciones y conclusiones del Órgano de Apelación de la Organización Mundial de Comercio. 


Asimismo, cautela el compromiso del Gobierno con los sectores productivos, adquirido en el debate de la ley N° 19.897, para lo cual define los presupuestos en que el Presidente de la República, tratándose de la profundización de acuerdos comerciales respecto de las mercancías clasificadas en las posiciones arancelarias 1001.9000 y 1101.0000, esto es, trigo y harina de trigo, respectivamente, podrá otorgar el tratamiento que fije el nuevo artículo 10 de la ley N° 18.525 o, en su reemplazo, establecer un derecho de importación ad valórem único, determinado sobre el precio de importación FOB de aquéllas. 

- - -

ANTECEDENTES



Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:



I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) Constitución Política de la República:


- Artículo 19, N° 20°, de la Constitución Política asegura la igual repartición de los tributos en proporción a las rentas o en la progresión o forma que fije la ley, y la igual repartición de las demás cargas públicas.


b) Decreto con fuerza de ley N° 31, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.525 que establece normas sobre importación de mercancías al país.


c) Arancel Aduanero chileno, basado en el Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías, establece reglas generales para la interpretación de la nomenclatura arancelaria.

d) Acuerdo de Complementación Económica N° 35, firmado en Potrero de los Funes, San Luis, Argentina, el 25 de junio de 1996; promulgado en Chile mediante decreto supremo Nº 1411, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1996 y publicado en el Diario Oficial del 4 de octubre del mismo año. El ACE N° 35, que entró en vigencia el 1 de octubre de 1996, corresponde a un convenio suscrito en el marco del Tratado de Montevideo de 1980, que creó la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI); su objetivo es establecer un espacio económico ampliado, que permita la libre circulación de bienes y servicios en la zona y la creación de un área de libre comercio, en un plazo máximo de diez años. Las partes del tratado son, por un lado, Chile y, por el otro, el Mercado Común del Sur (Mercosur), integrado por Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay. 


e) Decreto supremo Nº 16, de Relaciones Exteriores, de 5 de enero de 1995, que promulga el Acuerdo de Marrakech, por el que se establece la Organización Mundial del Comercio OMC, y los acuerdos anexos que se indican, en particular, el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994, GATT de 1994.



II. ANTECEDENTES DE HECHO


a) Mensaje de S. E. la señora Presidenta de la República que dio origen a esta iniciativa legal. 


Refiere que, en el presente, los procedimientos para determinar el mecanismo conocido como “Sistema de Bandas de Precios", vigente desde mediados de la década del ochenta, se encuentran regulados por el artículo 10 del DFL N° 31, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país.


Reseña que aquel mecanismo fue cuestionado ante la OMC por la República Argentina, ya en el año 2000, hecho que originó una controversia resuelta mediante el procedimiento de solución de diferencias y que, en definitiva, dio lugar a que la OMC, en octubre de 2002, le solicitara a Chile adecuar su Sistema de Bandas de Precios, de conformidad a las constataciones y conclusiones del Órgano de Apelación de la mencionada organización.


Expone que para dar cumplimiento a dicha solicitud, en 2003 fue promulgada la ley Nº 19.897 que reemplazó el sistema entonces vigente por un nuevo mecanismo de cálculo de los derechos específicos y rebajas al arancel, que eliminaba la variabilidad y hacía el sistema más transparente y previsible, de acuerdo con los reparos formulados por el órgano rector del comercio internacional.


Consigna, finalmente, que no obstante su reforma, el Sistema de Bandas de Precios chileno fue cuestionado, por segunda vez, en 2006, por Argentina, originándose una nueva controversia  de acuerdo a las normas del párrafo 5 del Artículo 21 del Entendimiento de Solución de Diferencias de la OMC. Fue así que el 22 de mayo de 2007, el Órgano de Solución de Diferencias de la OMC adoptó el nuevo fallo del Órgano de Apelación, el que constató que la modificación legal de implementación adoptada por Chile continuaba siendo una medida aplicada en la frontera, similar a un gravamen variable y a un precio mínimo de importación en el sentido de la nota 1 al párrafo 2 del artículo 4 del Acuerdo sobre la Agricultura que forma parte integrante de la OMC. Conforme a lo anterior, se declara que este tipo de medidas se encuentran proscritas por dicho Acuerdo, y en consecuencia, no pueden mantenerse por los Estados miembros.


El contenido original del proyecto, de artículo único, tiene su criterio rector en la adecuación del Sistema de Bandas de Precios del trigo y la harina de trigo a las observaciones de la OMC, mediante el reemplazo del mecanismo de cálculo con arreglo al cual se determinan los derechos y rebajas aplicables a aquellas mercancías, actualmente vigente, por un derecho específico fijo y determinado, que cumple con todas las características y requisitos de los derechos de aduana propiamente dichos.


Prescribe que el nuevo derecho específico que afectará a las importaciones de trigo y harina de trigo se establece en dólares por tonelada importada y su cuantía, a diferencia de los derechos percibidos hasta la fecha, los definirá, en lo sucesivo, la propia ley. También, dispone que el mismo se aplicará de manera inalterada hasta el año 2014, oportunidad en la que, conforme a la normativa, el Presidente de la República evaluará las modalidades y condiciones de aplicación, considerando las circunstancias de los mercados internacionales, las necesidades de los sectores industriales, productivos y de los consumidores, así como las obligaciones comerciales del país, vigentes a esa fecha.


En cuanto al monto del derecho específico para el trigo con el que se da cumplimiento a las recomendaciones de la OMC, propone eliminar cualquier elemento de variabilidad o de falta de transparencia o previsibilidad en la forma de calcular aquél -al igual que en el caso de la harina de trigo-, y para ello fija un derecho específico aplicable a las importaciones de trigo de 30 dólares por tonelada. En lo tocante a la harina de trigo, mantiene el factor de 1,56 que considera la ley vigente para determinar los derechos específicos a partir del monto determinado para el cereal, con lo que el proyecto propone un derecho específico de 47 dólares por tonelada importada. 


El proyecto no incorpora ninguna modificación al mecanismo de cálculo de derechos específicos y rebajas aplicable al azúcar, dado que el mismo no ha sido objeto de cuestionamientos en los procedimientos desarrollados ante la OMC, y mantiene, sólo con las modificaciones de redacción indispensables, su funcionamiento tal como lo prescribe el texto vigente del artículo 10 que se modifica con este proyecto.  


Finalmente, el compromiso de Chile, ante la Organización Mundial del Comercio, de no exceder el nivel del arancel tipo consolidado para cada producto importado al país.


b) Oficio de ley Nº 7399, del 16 de abril de 2008, de la Cámara de Diputados señala que le ha prestado su aprobación a un proyecto de ley de dos artículos. La primera de estas disposiciones es de idéntico tenor al artículo único propuesto por el Mensaje:

El artículo 2° del proyecto, incorporado por una indicación de S. E. la señora Presidenta de la República durante el debate en la Cámara de origen, prescribe que el Jefe de Estado sólo podrá otorgar en el marco de profundización de acuerdos comerciales, por medio de un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, el tratamiento de acceso preferencial que dispone el artículo 1° de este mismo proyecto para el caso de las posiciones arancelarias 1001.9000 y 1101.0000, o bien, en su reemplazo, establecer un derecho de importación ad valórem único, que se determinará sobre el precio de importación conforme a los rangos que se expresan en este mismo precepto.


Tratándose de la posición arancelaria 1001.9000, correspondiente al trigo, el derecho de importación se aplicará de la forma siguiente:  
	FOB (US$/TON)
	Ad Valórem MSA

	< 102
	31,5%

	≥ 102 < 110
	27,0%

	≥ 110 < 115
	22,0%

	≥ 115 < 120
	17,0%

	≥ 120 < 126
	13,0%

	≥ 126 < 147
	 6,0%

	≥ 147 < 158
	 3,0%

	≥ 158
	 0,0%



En el caso de la posición arancelaria 1101.0000, harina de trigo, el mecanismo opera de la forma que se transcribe a continuación:

	FOB (US$/TON)
	Ad Valórem MSA

	< 159
	31,5%

	≥ 159 < 172
	27,0%

	≥ 172 < 179
	22,0%

	≥ 179 < 187
	17,0%

	≥ 187 < 197
	13,0%

	≥ 197 < 229
	 6,0%

	≥ 229 < 246
	 3,0%

	≥ 246
	 0,0%



Dispone, finalmente, que en caso de aplicarse el derecho de importación ad valórem previsto por este artículo 2° el arancel total aplicado bajo este mecanismo no podrá ser menor que el que consigna la tabla que, a continuación, se transcribe: 

	AÑO
	ARANCEL MÁXIMO

	2008
	28,90%

	2009
	26,30%

	2010
	23,70%

	2011
	21,00%

	2012
	15,80%

	2013
	10,50%

	2014
	5,30%

	2015
	0,00%


- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El señor Subsecretario de Agricultura don Reinaldo Ruiz manifestó que el origen de este proyecto se explica por el resultado adverso del panel de la Organización Mundial de Comercio, OMC, al que Chile fue llevado por Argentina; resolución que obliga a adecuar la legislación nacional sobre sistema de banda de precios a la normativa de  aquel organismo internacional.


En este contexto, prosiguió, el Gobierno ha elaborado un dispositivo que modifica el sistema actual de la banda de precios sin afectar, en lo sustancial, la protección acordada con el sector hasta el año 2014, en que vence el régimen comprometido en el marco de los acuerdos comerciales con  la Unión Europea, el Mercosur y el Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos.  Insistió en que el proyecto preserva un sistema de protección en términos muy similares al existente.


El Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, don Raúl Sáez coincidió en que el proyecto, además de cumplir con las recomendaciones del Órgano de Solución de Diferencias de la OMC, satisface el compromiso adoptado en 2003 con el sector agrícola, en particular con los productores de trigo y, por lo tanto, reemplaza el mecanismo de cálculo de derechos y de rebajas que contiene la ley vigente en lo que se refiere a la banda del trigo por un derecho específico, determinado por la propia ley, que se aplica a toda operación de importación.  Precisó que de aprobarse esta iniciativa, el nuevo derecho quedará fijado por ley, con lo cual se eliminará todo elemento de variabilidad, falta de transparencia o discrecionalidad, que son los cuestionamientos que hizo la OMC.  Además, señaló que la fijación de un derecho preestablecido para el trigo y la harina de trigo elimina el otro capítulo de impugnación aceptado por la OMC, esto es, el constituir una medida en frontera, similar a un gravamen variable a las importaciones, sin que se trate, tampoco, de un precio mínimo de importación.


Enfatizó que el derecho específico fijo, de fuente legal, atiende a los parámetros establecidos por la OMC, de manera que el proyecto aplica un arancel ad valórem del 6% a las importaciones de trigo y de harina de trigo, idéntico al aplicable a todas las importaciones del país, salvas las excepciones estipuladas en los tratados de libre comercio. 


Precisó que la iniciativa establece, además, un derecho específico fijo a las importaciones de trigo de US$ 30 por tonelada, y de US$ 47 en el caso de la harina de trigo, resultante de aplicarle al derecho del trigo el factor 1,56. Explicó que se trata del mismo factor  aplicado en la banda actual, agregando que el tope en la sumatoria del derecho ad valórem de 6% y el derecho específico para cada uno de los productos, es el arancel consolidado máximo de la OMC, de un 31,5%, valor no sobrepasable en razón de los compromisos internacionales contraídos.


Comparó el funcionamiento de la banda en el rango de magnitud de distintos precios FOB del trigo y los aranceles ad valórem correspondientes a cada nivel de precio del cereal, demostrando que el derecho aplicable a su importación es de una proporción inversa al comportamiento de su precio.  Destacó que la fórmula de aplicación de la banda actual permite, con un precio del trigo de US$ 97 la tonelada FOB, aplicar el arancel máximo consolidado de la OMC, 31,5%, el que va disminuyendo a medida que los precios internacionales del trigo van en aumento, hasta llegar al nivel de US$ 157 la tonelada FOB, en el que se dejan de aplicar todos los aranceles a la importación debido a su alto precio en los mercados internacionales.    


Sintetizó que el proyecto pretende, básicamente, modificar la fórmula de cálculo del derecho específico, que deja de ser variable y pasa a ser fijo. Precisó que al elaborar el proyecto se  consideraron varios aspectos que se relacionan con la situación actual de los mercados internacionales del trigo, caracterizados por precios extraordinariamente altos, lo cual ha hecho que durante los dos últimos años el arancel aplicable a las importaciones de trigo sea de 0% porque la banda no opera por la razón de precios ya explicada. Estimó en 31,5%, aproximadamente, el arancel que consulta el proyecto y que, a los precios actuales, sería algo menor debido a que el precio internacional del trigo ha continuando creciendo hasta alcanzar niveles inesperados.


Previno que el proyecto de ley, en su concepto abstracto, generaría una presión al alza sobre el precio del pan, a raíz del aumento de los costos del trigo y de la harina del trigo; ahondó en que, a diferencia del  presente, en que no se aplica arancel al trigo, la modificación dejaría a aquél sujeto al gravamen; adicionalmente, expuso, se podría producir un exceso de protección que afectara al mercado interno con una sobre producción de trigo.  Manifestó que estos riesgos los resuelve el artículo 2° que procura mantener las condiciones de importación actuales sin afectar el mercado interno del trigo ni el precio del pan; el mecanismo, apuntó, consiste en otorgar acceso al trigo originario de socios comerciales relevantes con un arancel ad valórem de 0% y exento de derechos específicos mientras el precio del trigo esté por sobre los US$ 158 por tonelada, nivel de precios que, en la banda actual, deja libre de aranceles a la importación de trigo.  


Aclaró que la iniciativa no descuida la eventualidad de que en el futuro, hoy no previsible, el precio internacional del trigo descienda por debajo de US$ 158 la tonelada, evento para el cual se propone un mecanismo automático de aplicación de un derecho ad valórem, a efectos de cumplir el compromiso de protección concordado con los productores de trigo en 2003, además de ser consistente con la desgravación ya convenida con Estados Unidos.  Insistió en que se facilita el acceso con aranceles de 0% a quienes venden trigo a Chile, pero si el precio llega a ser menor que el techo de la banda entran a operar aquéllos, tal como sucedería si hubiere estado operando el mecanismo actualmente en vigor.   


En respuesta a una consulta del Honorable Senador señor Vásquez, puntualizó que con los socios comerciales opera un mecanismo distinto, en cuya virtud se les da un arancel del 0%, ad valórem, mientras el precio de la tonelada sea igual o superior a US$ 158, y si se sitúa por debajo de dicho umbral se les aplica un arancel ad valórem que recupere ese precio, según la escala que para dicho efecto prevé el artículo 2°, y si llegara a caer por debajo de US$ 102, lo que es improbable, rige el arancel de 31,5%, máximo aplicable en el régimen OMC. 


Prosiguió diciendo que respecto de la harina de trigo rige el mismo mecanismo, y en cada uno de los rangos de precio del trigo se multiplicarían por el factor de corrección 1,56, que es idéntico al contenido, hoy, en la banda de precios, de manera que se asegura, ante el evento de una caída sustantiva en el precio internacional del trigo, la conservación de los niveles de protección vigentes para los dos productos.  


Al concluir, afirmó que al comparar la forma en que opera el mecanismo de aranceles ad valórem variables sobre la base de precio del trigo, la que a mayor precio reduce el arancel, y viceversa, el efecto que se produce es de un comportamiento muy cercano a la banda de precios, y en  algunos rangos da una protección superior a ésta.


El Honorable Senador señor Coloma consultó si la Comisión debe entender que la aplicación de este proyecto, a juicio del Ejecutivo, no generará ningún problema adicional en la OMC.


El señor Subsecretario de Agricultura confirmó que la forma en que está estructurado el proyecto da cumplimiento a todos los requisitos que exige el organismo internacional, en particular, la existencia de un procedimiento predecible, razón por la cual estiman que es consistente con la regulación internacional.


Don Manuel Riesco, Presidente de la Federación Nacional del Trigo, expresó que en su opinión el debate comprende dos aspectos: uno, la modificación de la Ley de Bandas de Precios en razón del fallo de la OMC que obliga a Chile a terminar con este mecanismo respecto del trigo y, el otro, solicitar a la Comisión que estudie detenidamente el proyecto porque, en su opinión, el mismo carecería de sentido si no se da una solución a la importación de harina de trigo desde Argentina, e hizo notar que el 27 de mayo vence la vigencia del derecho antidumping para la harina de trigo.


Enfatizó que los costos de producción del trigo ascienden a  $ 18.000 por quintal, y su precio de equilibrio se logra con una productividad en torno de 53,1 quintales por hectárea, esto es, una cifra que bordea los $ 956.000, en un escenario en que el precio internacional del cereal se desplaza a la baja, pues, en el presente está en un nivel de US$ 800. Expuso que si no se aplican derechos antidumping a la harina argentina,  cualquier poder comprador optará por traer harina de aquella procedencia, con un precio fluctuante entre $ 9.000 y $ 12.000 el quintal, con el resultado previsible de que los molineros nacionales tendrán que comercializar su producto en ese rango de precios y, en consecuencia, el precio que paguen por el trigo oscilará entre los $ 9.000 y los $ 10.000. 


Argumentó que ante esa situación, todo lo relativo a la banda de precios no funciona, pues, con un precio de $ 12.600 por quintal, el precio de equilibrio se alcanza con una productividad de 75,87 quintales por hectárea, y si descendiera a $ 9.000 el punto de equilibrio importa obtener 106,22 quintales por hectárea, en circunstancia de que el volumen de producción promedio por hectárea oscila entre 40 y 44 quintales, dependiendo del año.


Explicó que el problema tiene sus raíces en que la harina de trigo y las mezclas de harina producidas en Argentina gozan de subsidios directos (aportes directos) e indirectos (retenciones altas al trigo) que les permiten a dichos productores exportarlas a precios artificialmente bajos. Agregó que para evitar el daño de estas importaciones a su molinería y a los productores de trigo, Chile aplica a la internación de harina de trigo argentina un derecho antidumping del 31,1%,  medida que expira el 28 de mayo de 2008.  Refirió que para mantener la medida, la Asociación de Molineros del Centro presentó a la Comisión Nacional Encargada de Investigar la Existencia de Distorsiones en el Precio de las Mercaderías Importadas una solicitud para aplicar derechos antidumping, de un 48%, que neutralice los efectos de tales distorsiones, solicitud cuya resolución está pendiente en dicha Comisión.


En relación con el fallo de la OMC, expuso que es la resultante de una larga historia, y destacó que en Chile el sistema de bandas de precios siempre tuvo detractores.  Refirió que para terminar con él, se quiso utilizar el Acuerdo de Cooperación Económica N° 35, de octubre de 1996,  que establece que, a partir de enero de 2004, debía quedar fijada la forma, lineal o escalonada, como se desgravaría el arancel general desde el 6 al 0%. 


Evocó que los Honorables señores Senadores habían sido informados por los negociadores de que el sistema referido quedaba incólume, y expresó que aquello formó parte de las actas de acuerdo de las dos Mesas Agrícolas entre el gobierno y los gremios del sector.  Planteó que Argentina llevó a Chile a un panel a la OMC, en octubre del 2000, el que en mayo de 2002 concluyó con un acuerdo del Órgano de Solución de Diferencias que recomendó a Chile poner su sistema en conformidad con las obligaciones que le incumben en virtud del Acuerdo sobre la Agricultura y el GATT, de 1994.


Indicó que para dar cumplimiento a las recomendaciones, el Ejecutivo presentó una alternativa al sistema de bandas de precios que, según se expuso en aquella oportunidad, garantizaba más transparencia y previsibilidad que las demandadas por la OMC, razón por la cual el Congreso Nacional le prestó su aprobación a la ley N° 19.897 en el mes de septiembre de 2003, convencido de que con ella se cumplía cabalmente las recomendaciones del órgano rector del comercio internacional, pero lo anterior de poco sirvió. 


Criticó los acontecimientos sucesivos a los que caracterizó como una seguidilla de errores. En particular, dijo que Argentina, a pesar de mantener un subsidio a la exportación de harina de trigo, en infracción de su compromiso adquirido en el ACE N° 35, insistió en su disconformidad ante la ley chilena y advirtió, entonces, con llevar, una vez más, a Chile a un panel de cumplimiento que eliminase definitivamente el sistema de banda de precios del trigo.  Para obtener que Argentina desistiera de su amenaza, continuó exponiendo, el Ministerio de Relaciones Exteriores, en una reunión efectuada en Montevideo sin conocimiento ni del Parlamento ni de los gremios involucrados, concedió a Argentina, mediante el Protocolo 44 adicional al ACE N° 35 Mercosur del 25 de septiembre de 2005, el desgravamiento de todo tipo de impuesto al trigo y a la harina de trigo, igualando las condiciones otorgadas a Estados Unidos en virtud del tratado de libre comercio.  Estimó, asimismo, que había excedido  su mandato legal al ir más allá y comprometerse a no aplicar impuesto alguno a partir del 1 de enero de 2015 al trigo y harina que provenga del Mercosur. 


Refirió que en noviembre de 2005 Chile había comunicado a la Asociación Latinoamericana de Integración, ALADI, la incorporación a nuestro ordenamiento jurídico del Protocolo 44 suscrito en el mes de septiembre anterior,  hecho que en definitiva no ocurrió.  Indicó que, también, se dictó el decreto supremo Nº 718, de 2005, del Ministerio de Hacienda para prorrogar la vigencia de la sobretasa arancelaria del 17 %,  por un año, a la harina argentina, pero otorgándole, a la vez, una cuota de harina con arancel 0, ascendente a 1.944 toneladas por el resto de aquel año y otra de 10.000 toneladas para el año siguiente.  Lo anterior, explicó, motivó que los gremios presentaran un recurso de protección, fundado en que la excepción concedida tenía el carácter de un acto de autoridad ilegal y arbitrario, presentación que fue acogida favorablemente por el tribunal, ante lo cual el Gobierno dictó un nuevo decreto que aplicó una salvaguardia de 14% hasta diciembre del 2006, pero sin otorgar cuota alguna. 


A continuación, detalló, en las primeras semanas de 2006, Argentina contravino lo acordado y llevó a Chile a un panel de cumplimiento a la OMC aduciendo que nuestro país no cumpliría las recomendaciones y resoluciones del organismo multilateral, en circunstancia de que, en forma simultánea, continuaba subsidiando en forma indirecta la exportación de harinas, hecho que a la vez forzaba a establecer salvaguardias y derechos.  En paralelo, explicó, hubo denuncias de fraudes aduaneros debidas al ingreso de harinas disfrazadas de mezclas y de alimento animal, las que confirmó el propio Director Nacional de aquel servicio. 


Describió la cronología de los antecedentes: el 4 de enero de 2007, Chile le comunica a la ALADI que pone término al Protocolo 44, en razón del incumplimiento de Argentina al no dar término a su controversia con Chile; una semana después, Argentina comunica a la ALADI su rechazo a la nota chilena, en especial a la mención de su supuesto incumplimiento y señala que, según información oficial de ALADI, el Protocolo 44 se encuentra en vigor lo cual, en su concepto, significaba que Chile lo había incumplido. El 7 de mayo de 2007, se publica el fallo de la OMC que obliga a Chile a desmantelar su sistema de bandas de precios del trigo y de la harina de trigo, lo que desvirtúa abiertamente las seguridades que el Gobierno dio en 2003 a gremios y parlamentarios durante el debate de la ley N° 19.897. 


En otras palabras, sintetizó, el Congreso Nacional se ve en la necesidad de realizar nuevos cambios en la legislación, pese a haber recibido plena seguridad de que la ley N° 19.897 era compatible con la recomendación OMC.  Estimó que la controversia sobre el particular sigue pendiente sin que se sepa en qué etapa se encuentra. 


En relación con el proyecto de ley, comentó que el Ejecutivo, durante su tramitación en la Cámara de Diputados, le formuló una indicación, para incorporar un artículo 2º, que establece un derecho de importación ad valórem único, para el trigo y la harina de trigo determinado sobre el precio de importación FOB del trigo y de la harina, que disminuye en la medida que el precio FOB aumenta y viceversa.  Asimismo,  la indicación agrega que al aplicarse este derecho de importación ad valórem no se podrá aplicar un valor que sea menor al máximo consolidado determinado para cada producto, conforme al calendario de desgravación fijado en el TLC con Estados Unidos. 


Llamó la atención sobre la pretensión de aplicar esta desgravación del arancel general ad valórem único, a las mercaderías de cualquier país de origen, en circunstancias que Chile no tiene con Argentina ninguna otra obligación sino desgravar su arancel general del 6% que existía para todo el país.  Al establecer un arancel ad valórem único que se desgrava en el tiempo para llegar a 0% en el año 2015, lo que se hace es legitimar la aspiración del país vecino de que, en el caso de estas mercaderías, se desgrave todo tipo de impuesto, lo que parece, a su juicio, imprudente e innecesario. 


A lo anterior, agregó la consideración de que el fallo de la OMC sólo obliga al trigo y a la harina de trigo, pero nada dice del sistema de banda de precios que rige para el azúcar. Por lo tanto, afirmó, ante dos situaciones similares en origen, la legislación chilena sería diferente en un caso respecto del otro, lo que estima una discriminación de difícil justificación.


Concluyó señalando que el precio del trigo que superó los US$ 1.000 por tonelada está hoy a US$ 800, y su volatilidad se explica porque gran parte de los especuladores que accionaron el alza intervino en el mercado para comprar futuros del trigo y lo hizo debido a la baja de las bolsas internacionales. Instó a evitar de pecar de optimismo excesivo y evocó que en 2003 se dijo que en el azúcar no necesitaría durante algunos años banda porque el precio del mismo estaría muy por encima del techo de aquélla.  


Don René Araneda, Secretario General de la Sociedad de Fomento Agrícola de Temuco, SOFO, anunció que comparten plenamente la posición de la Federación Nacional del Trigo, en orden a la prudencia de esperar la resolución de la Comisión Nacional Encargada de Investigar la Existencia de Distorsiones en el Precio de las Mercaderías Importadas, respecto de la solicitud de la Asociación de Molineros del Centro porque, indudablemente, el peligro es Argentina; recordó que el gobierno de la nación vecina había llegado el 30 de abril pasado a un acuerdo con los productores de trigo para establecer un precio pleno, que reflejase la  situación del precio internacional, a la par de un precio de abastecimiento, que es para el mercado interno destinado a producir harina de poco valor para el consumo interno y, también, para exportarla. 


Prosiguió diciendo que esa diferencia la financia el gobierno y, por lo tanto, puede convertirse, en el futuro, en un foco de enorme peligro para Chile, lo que refuerza el planteamiento hecho por el señor Riesco, en orden a resolver, previamente, la petición de imposición de un derecho antidumping y, por ende, la prórroga de su vigencia.  En segundo término, comparten la idea de que no parece prudente recoger en la ley una inquietud o interés de Argentina que no estaría contemplado en el ACE N° 35.  


Manifestó que le asiste la duda de porqué el proyecto se refiere a una rebaja arancelaria, y pidió que se precise en qué consiste la rebaja porque en el mecanismo que consulta el proyecto no hay techo. 


Don Sergio Ossa, Presidente de la Asociación de Molineros del Centro, señaló que en lo que se refiere a la modificación del sistema de banda de precios del trigo, la posición sustentada ante las autoridades consiste en que la solución legal debe conformarse a cuatro principios básicos.


Identificó como primer postulado su neutralidad, fundada en el hecho de que la industria molinera nacional no depende de las bandas de precio, puesto que su competitividad se explica por razones de eficiencia y, por consiguiente, un escenario en el que estén ausentes distorsiones específicas al comercio, no constituye problema para el funcionamiento de esta rama. 


El segundo principio, es el de apoyo a soluciones, concepto que se manifiesta en la actitud permanente del gremio a solidarizar con cualquier solución que busquen las autoridades de gobierno para resolver las impugnaciones a la banda de precios ya que valoran las buenas relaciones al interior de la cadena productiva trigo-harina, y entienden que las fluctuaciones agudas de precios internacionales podrían hacer necesarias políticas comerciales especiales para el trigo.


Destacó que la industria molinera es partidaria de soluciones neutrales, en el sentido de que toda solución que se plantee para el trigo debe tener idéntico carácter, en lo que dice relación con sus efectos para la industria productora de harina y que, por lo mismo, no sería aceptable proteger el trigo a costa de reducir la competitividad de la molinería. Ceder a un impulso de dicha naturaleza, advirtió, sería un contrasentido, dado que el destino más rentable del trigo producido en Chile será siempre su uso local. En consecuencia, postuló, la forma de asegurar neutralidad, con prescindencia de los precios internacionales, radica en que si se aplica un arancel al trigo, se haga otro tanto con la harina considerando para ello un factor de 1,56.


Enunció, como cuarto principio, la separación en el tratamiento de la distorsión argentina ya que, como es de conocimiento público, la industria chilena ha enfrentado la distorsión derivada de la protección efectiva que hace Argentina de su industria, la que trasunta una política explícita de no reflejar en su mercado interno el alza de los precios internacionales del trigo.  Enfatizó que esta situación ha recrudecido en los meses recientes con la sostenida alza de este commodity cuya cotización internacional ha llegado a superar los US$ 400, por tonelada, mientras que en Argentina las políticas implementadas por las autoridades lo mantienen por debajo de US$ 200.  Aseveró que la industria molinera local no está en situación de competir con importaciones provenientes de aquel país que se elaboran a un  precio que es sólo la mitad de su valor de mercado.



Finalmente, concordó en la clara separación de los problemas atingentes a la banda de precios y a las distorsiones específicas, y destacó, en particular, que éstos deben ser enfrentados con los instrumentos de protección al comercio, sin perjuicio de lo cual reiteró su preocupación en orden a que la autoridad aplique a la brevedad medidas concretas para contrarrestar la efectivamente comprobada distorsión argentina, tal como se ha pactado.


Don Francisco Gana, Jefe del Departamento de Estudios de la Sociedad Nacional de Agricultura, abordó algunos aspectos generales de la contingencia reciente del sector triguero, como premisa para visualizar la calidad del precio de mercado. Señaló que se observa una caída fuerte en la superficie nacional sembrada, la que ha disminuido más de 30% en los últimos tres años, al pasar de 420.000 hectáreas en el año agrícola 2003-2004 a 231.000 hectáreas, en 2006-2007, es decir, una pérdida de 189.000 hectáreas, con una recuperación leve en la temporada 2007-2008.  Se refirió a un segundo dato de importancia: el 91% de los productores son pequeños propietarios que siembran casi la mitad de la superficie total y aportan el 33% de la producción nacional. Por lo que toca a la distribución de cultivos, informó que el 82% de la superficie  sembrada de trigo se encuentra entre las Regiones VII y IX. 


En relación con la situación internacional del trigo, enfatizó que se celebra su buen precio, pero cabe reparar que éstos se encuentran altos por un concurso de circunstancias: los bajos stocks de excedentes exportables mundiales, la irrupción de China e India, como grandes compradores, las malas cosechas de algunos grandes exportadores de los cuales Australia es el exponente más importante, y las restricciones a las exportaciones de algunos países exportadores como Argentina y Rusia.  No obstante lo anterior, previno, los mejores precios se neutralizan, en buena parte, por el incremento de los costos que irrogan los combustibles y fertilizantes, hecho que ejemplificó con los aumentos del orden de 50% en la urea y de 200% en el fósforo, en el último año, con una tendencia de aceleración en estos meses; sin descuidar, acotó, la extraordinaria volatilidad de los precios internacionales.


Advirtió que los daños provenientes de la caída de precios al productor deberían afectar, en un grado mayor, a los productores más pequeños, dado sus bajos rendimientos que, en promedio, se sitúan en torno de 32 quintales por hectárea y la consecuente menor rentabilidad; agregó que casi dos tercios de la menor superficie de siembra, o sea, unas 62.000 hectáreas corresponden a pequeños productores y que prácticamente la mitad de éstos, unos 32.000, se tornarían inviables. Enfatizó que la situación incidiría en un aumento de índices de pobreza en las regiones VII a IX.

Al revisar las distorsiones de precios en Argentina, explicó que su régimen jurídico impone el pago de un tributo mayor por las exportaciones de trigo que por las exportaciones de harina, hecho que, en la práctica, deriva en que el precio interno del trigo sea menor que el precio internacional.  A lo anterior, comentó, se suma que la autoridad trasandina ha fijado un precio interno a la tonelada de trigo en torno de los US$ 190, en circunstancias de que aquél debería cifrarse en US$ 370. Al medir en términos porcentuales, la diferencia entre el precio FOB y el precio interno, se comprueba que los productores de harina argentinos pueden comprar trigo un 48% más barato que el precio internacional. 

Se refirió, acto seguido, al alcance del fallo de la OMC y lo correlaciona con el Tratado de Libre Comercio suscrito con los Estados Unidos de Norteamérica, a resultas del cual nuestro país se ha comprometido a similar eliminación, mediante un proceso de rebajas que deberá terminar el año 2015.  Destacó que la SNA le ha planteado al Gobierno la necesidad de buscar mecanismos alternativos que repongan, en la práctica, los efectos de la banda para mantener una señal de estabilidad de largo plazo para los productores de trigo.  


Expresó respecto al proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados que la propuesta de la SNA atiende a replicar una alternativa similar a la que otorga actualmente la banda del trigo y, bajo este concepto, refirió que el sistema propuesto impone costos de importación similares a los del sistema de bandas de precio, reflejando los cambios en precios internacionales. Además, finalizó, los dos artículos del texto propuesto permitirían reconstruir la banda existente y dar estabilidad a los agricultores en caso de que bajasen los precios internacionales. 


El Honorable Senador señor Espina manifestó que el presente es un mal momento para legislar sobre la materia, pues el precio del trigo se ha elevado a niveles no conocidos en los últimos 25 años, además de que los mismos hoy se ubican por sobre el límite máximo de la banda.


Agregó  que la perspectiva alcista del precio de los fertilizantes se proyecta sobre el 50% de los precios que hoy existen en el mercado, lo que significa que en un hectárea de trigo el costo de producción se incrementara, de un año al siguiente, desde $ 600.000 a $ 966.000; confirmando que el precio del trigo es un factor absolutamente relativo, condicionado a los costos de producción, principalmente, por lo que la creciente demanda de estos productos por las economías asiáticas, así como por los biocombustibles explican que un precio alto no sea sinónimo de utilidades crecientes.


En otro orden, señaló que disiente de la calificación que se hace de la banda de precios como un subsidio, estimando que aquella afirmación no es verdadera porque se está ante un factor estabilizador de precios como lo comprueba que aquélla tenga un techo.  Agregó que los subsidios no se activan cuando se incrementa el precio de importación de un producto, a diferencia de lo que sucede con la banda del trigo cuyo objetivo es contribuir a una dinámica estabilizadora.  Indicó que el hecho de que Argentina haya ganado el panel no es indicador de la naturaleza real del sistema. 


Resumió diciendo que no se trata de subsidios sino de un mecanismo de compensación estable, ante importaciones habitualmente subsidiadas con intervención de prácticas de competencia desleal.  Pidió que se precise la situación que se planteará cuando el precio de la tonelada de trigo llegue a US$ 158, en particular, si debería operar un mecanismo de compensación hasta llegar a esa cifra, y en el caso de que el precio disminuyera por debajo de ese monto sería el momento para que entre a operar, progresivamente, un mecanismo de tasa arancelaria. Consultó si, entonces, lo anterior significa que nunca el precio de importación hacia Chile puede ser inferior a dicho valor  


Señaló que para la debida consideración de la iniciativa en examen no es indiferente que la política argentina conceda subsidios cuantiosos a sus exportaciones de harina de trigo. Por lo anterior, aseveró, es indispensable vincular este proyecto a la iniciativa del Ejecutivo que modifica la Ley de Salvaguardias.


El Honorable Senador señor Coloma observó que no es un hecho de evidente congruencia, al tenor de los argumentos expuestos, la calificación de suma urgencia y consultó por la disposición del Ejecutivo para asumir un debate que se haga cargo de los planteamientos de Su Señoría. 


El señor Subsecretario de Agricultura, en relación con la calificación de urgencia, manifestó que se está en situación de incumplimiento de un acuerdo de la OMC, desde mayo de 2007, y es evidente que el país que presentó el caso podría, en cualquier momento, ejercer medidas de retaliación.


La Directora de Relaciones Internacionales de ODEPA, señora Andrea Cerda explicó, en relación con la pregunta del Senador Espina, que la tabla está construida para simular la situación de la banda actual, esto es, cuando el precio del trigo está por debajo de US$ 158 por tonelada y para los tramos que están dispuestos comienza a aumentar el arancel; en caso de que el precio internacional fuera inferior a US$ 102, se aplica el 31,5%, por ser el arancel máximo consolidado de la OMC.  


Precisó, a instancias de Su Señoría, que el conflicto con Argentina se activó en 2000, justamente, porque en los dos años anteriores el precio del cereal era tan bajo que Chile estaba superando su arancel consolidado ante la OMC de 31,5%, dado que se llegó a tener aranceles de 50% para el trigo. Agregó que aquella fue la razón que motivó a Argentina a concurrir ante la OMC, y esa es lo que explica que en la reforma legal del sistema se estableciera un techo.  Coincidió con lo expuesto por la Asociación de Molineros del Centro y por la Sociedad Nacional de Agricultura, en orden a que el proyecto, con algunos cortes discretos, si bien reemplaza el precepto vigente, mantiene la dinámica del mecanismo de banda de precios.  


El Honorable Senador señor Espina manifestó su desacuerdo con la auto imposición de restricciones al establecimiento y aplicación de instrumentos que son legítimos en el marco de la OMC, actitud que sólo entorpece la defensa de los intereses agrícolas de Chile. Anticipó que si el proyecto se vota con urgencia, lo hará en contra. Asimismo, especificó que estima absolutamente vinculada la aprobación del proyecto al hecho de que Chile cuente con instrumentos de protección permanentes como lo son los autorizados por la OMC.


El Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda señor Sáez se hizo cargo, en primer término, de algunas materias abordadas por los representantes gremiales. Ante todo, aclaró que el proyecto hace mención a rebajas en las sumas que corresponde pagar por derechos ad valórem porque, respecto de las importaciones de azúcar, mantiene su vigor la actual ley de bandas, y en este mecanismo las rebajas arancelarias son consustanciales; por otra parte, incorpora un nuevo sistema aplicable al trigo que no consulta aquéllas. En consecuencia, la recta inteligencia del inciso primero del artículo 1° del proyecto es que las rebajas se aplican sólo al sistema del azúcar.


Asimismo, desestimó la afirmación de que el artículo 2° recoja una inquietud de Argentina, pues, tal como se explicó, dicho precepto expresa la preocupación de que el efecto de esta modificación, ante la situación actual de altos precios del trigo, sea un alza en el precio del pan. Manifestó que en concordancia directa con esa preocupación, se recurre a una fórmula que estabiliza los precios del trigo y, a la vez, satisface la necesidad de mantener el precio del pan en niveles razonables, por ser los sectores de menores ingresos quienes lo consumen en mayor cantidad.  


En relación con el planteamiento del Honorable Senador señor Espina referente al riesgo de legislar en un momento en que las condiciones de mercado son tan favorables, precisó que la conciencia de que puede haber una disminución de precios se evidencia en que el diseño del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados no sea simple. Si se hubiera pensado sólo en los precios actuales del trigo, prosiguió, lo más fácil era rebajar a 0% el arancel ad valórem del trigo, ante la perspectiva de que dichos precios harían innecesaria, en los próximos cinco o diez años, la banda de precios, en su forma actual.  Sin embargo, indicó, lo razonable es incorporar este mecanismo adicional que asegura que el precio interno del cereal se mantendrá constante, por vía de las rebajas arancelarias, excepto en el caso extremo de precios muy bajos, evento en el cual no cabe aplicar aranceles mayores al 31,5%.  


Argumentó, a continuación, un punto que entiende más discutible: la relación con Argentina ha estado muy presente en la consideración de la urgencia para la aprobación del proyecto.  En un primer sentido, más allá de que Argentina pueda retaliar o no, expuso, es insoslayable que si un fallo de la OMC declaró que Chile estaba en falta respecto de sus obligaciones internacionales, el solo hecho de haberse mantenido un año sin darle cumplimiento a esa declaración no es bueno para el país; un segundo factor incidente es la proximidad del inicio de la temporada de siembra y se ha estimado que sería  favorable para el sector que haya una señal de estabilidad en lo que concierne a cuál será su situación, ya que permanecer sin dar cumplimiento al fallo implica, también, desconocer cuáles serán las consecuencias de aquello.



El Honorable Senador señor Vásquez expuso que por las mismas razones de demanda que le llevan a pensar que el precio de los granos no va a bajar, teme que el comportamiento del dólar conduzca a un menor poder adquisitivo, en términos relativos, lo que le lleva a preguntar de qué manera va a enfrentar la ley el hecho de que se mantenga un precio nominal de US$ 158, pero cuyo poder adquisitivo resultará muy inferior, en términos de paridad real.


El Honorable Senador señor Coloma consultó si la fijación del precio en dólares es un criterio inamovible o si es posible hacerlo en una canasta de monedas.


El señor Subsecretario de Agricultura manifestó que era similar la relación del precio del trigo con el dólar, al momento de fijarse la banda, en 2003, el precio del dólar era de cuatrocientos pesos.  Con todo, no se puede predecir cómo evolucionará el precio de la divisa norteamericana. Relató que el piso de US$ 102 proviene de esa época y que la filosofía del proyecto ha sido mantener lo que existe. Hizo notar que, paradójicamente, si no hubiera ningún sistema de banda de precios, el trigo tendría, de inmediato, un arancel de 6%, a lo menos. En consecuencia, aclaró, estaría más protegido, pues habría que agregar al precio que se empina por sobre los US$ 330 por tonelada un 6% adicional que hoy no se paga, lo cual implicaría una sobre protección del trigo. 


El Honorable Senador señor Allamand destacó que dada la situación con Argentina, calificada de compleja por el señor Subsecretario, no le hace sentido el separar este proyecto del resto de las situaciones existentes.  Hizo una sumatoria de los asuntos pendientes: el problema del gas que consiste en que Chile no ejerció adecuadamente sus derechos antes de los incumplimientos; un acuerdo previsional detenido por un parlamentario, y la distorsión palpable en el precio de la harina argentina, materia en la que debería aplicarse la medida antidumping solicitada por el sector molinero, motivo por el que no le parece sensato que se haga abstracción de aquel conjunto, si bien entiende la especie de default jurídico en que se incurre ante la OMC.  En consecuencia, precisó, al margen de las complejidades del momento, cabe consultar si el tema de la harina debe ser resuelto en forma más o menos permanente. Inquirió de qué forma lo será, y agregó que, a su entender, debiera ser, a lo menos, en paralelo. 


El señor Araya, asesor jurídico del Ministerio de Hacienda, complementó el predicamento de trabajar estos temas de manera separada, pues se trata de dos situaciones específicas. La primera, que incide en la banda de precios, fue materia de un contencioso con Argentina, pero bien pudo haberlo sido con cualquier otro país, y requiere darle una solución específica; tal como se ha descrito, puntualizó, en el fondo, la iniciativa en debate bilateraliza la banda de precios que se tiene, con esto se da cumplimiento a la resolución de la OMC y la certeza requerida por el sector productor de harina de que el mecanismo de la banda seguirá funcionando en los términos que existía desde 2003. Destacó que la multiplicidad de problemas pendientes con Argentina -sin entrar en sus particularidades- no puede desvirtuar el mérito específico de la segunda situación a la que se hace referencia: Argentina, desde 2002 en adelante, ha venido aplicando una serie de medidas que conciernen a la agricultura y afectan a Chile de manera directa.  A este respecto, aseveró, se han tomado los resguardos necesarios para defender a los productores de aquella competencia desleal. Refirió que se aplicó, primero, una medida de salvaguardia, la cual fue prorrogada, hasta por el límite temporal máximo de dos años, y a continuación, por así estar acreditado, se aplicaron los correspondientes derechos antidumping.  


Destacó que en la elaboración de esta iniciativa de ley se planteó la cuestión de los subsidios y los apoyos estatales que aplica Argentina, en un marco que involucró consultas con representantes del sector privado; sobre aquel particular, la Asociación de Molineros manifestó su preferencia para que las medidas se siguieran en su cauce. Insistió en que se optó por acotar la solución el tratamiento de la banda de precios, separándolo de las distorsiones argentinas, las que deben ser atacadas con las herramientas de defensa comercial que Chile viene aplicando, desde 2003 en adelante.  Sostuvo que esta opción no equivale a no hacer nada sino sólo atenerse a la prosecución de la investigación abierta en el caso de la harina, y extender las medidas operantes mientras no cesen las causas que las motivaron.  


Indicó que si se incorporaran aquellas distorsiones al proyecto de ley y en un tiempo éstas terminasen se tendría una legislación idónea para enfrentar un problema bilateral, pero la norma lo habría consagrado con un alcance multilateral.


El señor Alonso Fuentes, Vicepresidente de la Asociación de Molineros del Sur, expresó su preocupación por la materia que aborda el proyecto ya que si de momento, dado el nivel de precios de los granos en el mercado mundial, parece no tener un efecto muy nítido, a futuro, cuando se recuperen los stocks, se producirá una caída de aquéllos, y previno que este año se visualiza que la producción volverá a los niveles de cierre de 2006-2007, con un volumen por sobre los 140 millones de toneladas que, a valores FOB de aquella fecha, era de US$ 200 por toneladas. Mencionó que con la banda anterior se tenían precios de entre US$ 120 y US$ 140, la tonelada, en circunstancias de que en aquel momento la moneda extranjera se transaba a $ 650, valores que estaban de acuerdo efectivamente con los costos de producción del grano; hoy, en las actuales condiciones de valor del dólar, en particular, el precio debería superar los US$ 200 para que tuviera algún efecto sustentador de la agricultura. 


Insistió en que a su asociación le inquieta la situación porque son compradores de trigo nacional y adquieren en el extranjero no más del 10% del cereal que procesan.  Agregó que los agricultores chilenos no pueden soslayar los efectos del comportamiento del mercado argentino porque, dada la similitud de temporadas de cosecha, las vicisitudes de aquél afectan al mercado nacional; no así, el mercado estadounidense cuya oferta se genera en el segundo semestre.  Enfatizó que es importante contar con el sustento del mecanismo de bandas.  Expresó  su acuerdo tanto con el proyecto de ley como en el tema de los acuerdos con la reserva de que el valor de los US$ 158 no tendrá efecto inmediato, al considerar el contexto del mercado internacional de los granos, pues se estima que las variedades de trigo no bajarán de US$ 250 en los próximos años, como lo corrobora la tendencia al alza en el precio de todos los commodities. 


El señor Tomás Flores, Director de Estudios del Instituto Libertad y Desarrollo, describió la operatoria del sistema de bandas e hizo notar que la evolución del precio del trigo, en los últimos cuatro años, con estimaciones proyectadas al 15 de junio de 2008, revela un comportamiento al alza, iniciado en el bimestre del 16 de agosto al 15 de octubre de 2006, que supera el techo de la banda y sobrepasa todas las proyecciones que se pudieran haber tenido.  Expuso que el presupuesto implícito en la ley vigente es que la banda se empiece a ajustar de manera paulatina, hasta desaparecer en el año 2014.


Manifestó que el mecanismo de bandas tiene un sesgo que, finalmente, es perjudicial para los consumidores, dado que genera una transferencia de costos neta desde los productores hacia aquéllos; precisó que la banda de precios, durante sus años de operación, ha significado un precio más alto, soportado por los consumidores de los productos que se elaboran a partir del trigo.  Especificó que, en función de sus ingresos, los consumidores que pagan en mayor proporción estos productos son los más pobres, y advirtió que al cotejar la incidencia del consumo de pan, por quintiles de ingreso, la evidencia es que el primer quintil, o sea los más pobres, invierten más del 10% de sus recursos en aquel alimento, y que una relación inversa se evidencia según se asciende en los tramos de ingreso, hasta llegar al último en que dicho consumo representa algo más del 2% de los ingresos. El hecho que esta transferencia provenga de los consumidores más pobres, prosiguió, explica que el Instituto estime preferible su desaparición.


Señaló que la propuesta del Ejecutivo supone que en la medida que suba el precio del trigo debería disminuir, en forma paulatina, el impuesto especial aplicable; sin embargo, al presentar una simulación de la situación vigente, observó que Chile tiene compromisos en razón de acuerdos bilaterales de reducir su protección especial.  Efectivamente, dijo, al comparar el precio piso de la banda actual con el precio piso que propone el proyecto de ley, se plantea un punto insoslayable: la ley de 2003 fue cuestionada por Argentina quien llevó su pretensión a un panel, ante la OMC, que concluyó en un resultado adverso para Chile y, en lo sustancial, el contenido de la propuesta en debate es prácticamente igual al mecanismo vigente.  Advirtió que si la iniciativa se aprueba en los términos propuestos el resultado será que Argentina volverá a reclamar y habrá que enfrentar un nuevo panel.  En síntesis, destacó, queda abierta una nueva posibilidad de conflicto dado que la propuesta que se estudia es tan proteccionista como la norma vigente. 


Amplió el análisis a la tendencia observable en el crecimiento del precio de los alimentos más allá de lo imaginado y, no obstante el retroceso de las últimas semanas en el precio del trigo, se está en un nivel récord que se podría mantener durante un período largo, razón por la  advierte que esta iniciativa no sólo podría suscitar un problema con Argentina sino con otros países.  Anticipó que un escenario en que el precio del petróleo superara los US$ 150 por barril podría generar una demanda adicional de trigo con el correlato de incremento de precios, y no es descartable, entonces, que se esté propiciando un mecanismo que ni siquiera sea necesario. Tampoco excluyó que el problema se plantee más bien al revés, pues, algunos países, para encarar esta contingencia, han comenzado a bajar el impuesto específico al consumo de algunos productos, y si bien en el caso de Chile no parece probable lo anterior porque su impuesto al valor agregado es bastante parejo, lo cierto es que aquella medida de reacción es sincrónica con la decisión chilena de disminuir su impuesto específico a los combustibles.


En respuesta a una consulta del Honorable Senador señor Coloma, referida a la existencia de impuestos específicos al trigo o al pan, expuso que países como Brasil, que cuentan con impuestos al valor agregado diferenciados, disminuyen los tributos a los productos cuyos precios se están incrementando. Estimó que entrar en este terreno le será a Chile más difícil, y es probable que se opte más bien por la entrega de bonos, pero lo objetivo es que la tendencia incremental de precios puede permanecer un largo período. 


La Ministra de Agricultura, señora Marigen Hornkohl, expresó, en una sesión posterior, que tanto los Ministerios de Hacienda, de Secretaría General de la Presidencia  y de Relaciones Exteriores como el que ella dirige, participaron en la elaboración de la iniciativa en debate, la que inició su trámite legislativo en el mes de agosto de 2007; destacó que si bien su objetivo está acotado en modificar el artículo 10 de la ley N° 18.525, específicamente en lo que se refiere al cálculo de las bandas de precios para el trigo y la harina de trigo, esto no obsta a que satisfaga otros objetivos. En primer lugar, enumeró, da cumplimiento a lo dispuesto por la OMC al sustituir el mecanismo legal observado por uno que establece derechos fijos de US$ 30 y US$ 47, por tonelada de trigo y de harina de trigo, respectivamente.  En segundo lugar, mantiene los accesos actuales para los productos del exterior, por la vía de otorgarles un acceso preferente a los socios comerciales, sujeto a determinadas condiciones de precio. 


Asimismo, continuó diciendo, no innova en lo referente a los principios rectores del sistema de bandas de precios, acordados en 2003, es decir, un mecanismo de protección arancelaria que se activa ante la caída de precios y que se desmantelará gradualmente hasta el año 2015. Por último, puntualizó, respeta los acuerdos comerciales suscritos, aspecto que es relevante porque si bien el sistema propuesto procura dar certeza a los productores de trigo, la iniciativa dice relación con un nivel de precios que en el presente no afectaría a los productores, sin perjuicio de lo cual, para el Gobierno es fundamental cumplir los mandatos internacionales y las normas de la OMC, al igual que hacerlo con los compromisos contraídos con los sectores agrícola e industrial, en el marco de la agenda estratégica de la cadena agroalimentaria del trigo.


En respuesta al interrogante sobre los motivos que impulsaron al Ministerio y al conjunto de la institucionalidad pública a proponer este proyecto, manifestó que aquéllos son de fácil inteligencia: ofrecer certidumbre en las condiciones de acceso al trigo importado que a la fecha otorga el sistema de bandas de precios vigentes para el trigo y la harina de trigo, requerimiento que forma parte de las acciones de corto plazo que el Gobierno  se ha comprometido a llevar a cabo.


El señor Nazif, Director de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, Odepa, complementó los antecedentes entregados con una mención a que el cuestionamiento del procedimiento de cálculo que Chile diseñó responde a consideraciones que atañen tanto a su sustento en un régimen susceptible de ser calificado como de aranceles móviles como a que en la fijación de los precios de referencia quepa algún grado de discrecionalidad de la autoridad, y no por la instauración del sistema propiamente tal ya que, como se sabe, el país que lo impugnó también cuenta con un sistema de bandas.  Aduciendo esta cuestionabilidad, Argentina promovió un panel de larga tramitación ante la OMC cuyo resultado, lamentablemente, fue adverso en dos ocasiones sucesivas. Ante el primer fallo desfavorable, se introdujo, en 2003, una modificación que, cuestionada también, es la que ahora deberá ser cambiada.


El Honorable Senador señor Allamand consultó si aquella iniciativa corresponde a la oportunidad en que se dio seguridad tanto al sector agrícola como al Congreso Nacional de que con su aprobación se resolvería el problema.


El señor Nazif corroboró que la iniciativa fue presentada con ese ánimo, coincidente con el temperamento del Congreso Nacional al concurrir a la aprobación de la ley, y destacó que los procedimientos incorporados al sistema fueron superiores a los precedentes en lo que atañe a los dos criterios que habían complicado, en ese entonces: uno, que decía que los aranceles eran pobres y el otro, aducía una transparencia insuficiente en su fijación.  Hoy se hace necesario adecuar por segunda vez la regulación legal del sistema de bandas de precios, pero, destacó, el escenario de la readecuación es el de un cambio radical de los precios, lo cual varía la forma de analizar, desde el punto de vista, práctico la materia en debate porque el proyecto coloca un impuesto específico que garantiza, ante una disminución de precios por debajo de esos niveles, impuestos adicionales que defenderían precios mínimos para los productores.  


Reconoció que lo anterior queda en niveles bastante inferiores al precio actual del trigo cuya tendencia proyecta que, durante una cantidad importante de años, no se descenderá a dichos niveles, y se hace referencia al piso de impuestos de US$ 30 y US$ 47 sobre márgenes que llegarían a US$ 200, en circunstancia de que el precio internacional bordea los US$ 350.  Desde el punto de vista práctico, la discusión sobre niveles de precios se relacionan más bien con ajustar los procedimientos legales internos antes que con una situación de mercado que pudiera complicar la política chilena.  Refirió que lo anterior es el carácter fundamental del proyecto, sin perjuicio de explicar cada uno de los procedimientos que lo configuran, los que son extremadamente precisos respecto de la necesidad de resolver el incumplimiento en que se está ante la OMC.


El Honorable Senador señor Allamand manifestó que se trata de una ya larga discusión en la cual percibe que los dirigentes gremiales no coinciden con las bondades que los representantes del Ejecutivo le atribuyen al proyecto, y estimó insoslayable alinear la política del Gobierno con la de los sectores afectados.  Aseveró que la visión del Ejecutivo ha sido refutada permanentemente por los representantes de los agricultores, lo que le lleva a anunciar que no está disponible a apoyar el proyecto en tanto no haya el razonable alineamiento de políticas que aconseja el sentido común.     


La señora Ministra de Agricultura admitió la existencia de diversas opiniones entre los productores agrícolas sobre la materia a la que alude Su Señoría, pero dejó a salvo que no todas son desfavorables al proyecto. En particular, insistió en que una amplia franja de productores tiene firme interés en que se avance en el cumplimiento de un compromiso internacional que contribuye, también, a afianzar la confianza internacional en Chile y a potenciar su desarrollo exportador.  Agregó que con independencia del alcance de la norma, en el intertanto se han despejado incertidumbres sectoriales, en particular, la Comisión Nacional de Distorsiones propuso fijar una tasa adicional de 30,3% para evitar el dumping en las importaciones de harina de trigo al país. Señaló que lo relevante es la defensa de los intereses de la agricultura del país en su conjunto, sin perjuicio de la expresión particular de algunos productores de manera desinformada, en contra del sistema de bandas.  


El Honorable Senador señor Espina recapituló el análisis en las dos primeras sesiones de la Comisión destinadas a conocer las opiniones de las entidades gremiales interesadas y, agregó, la conversación sostenida con la señora Ministra del ramo, en la que uno de los requerimientos sectoriales, particularmente del Consorcio de Sociedades  Agrícolas del Sur, CAS, fue pedirle al Ejecutivo que defiriera la votación del proyecto mientras no se resolviera la petición pendiente en la Comisión sobre derechos antidumping para la harina de trigo, y ponerse a cubierto de un eventual vacío de protección ante la derogación del 31,1%, compromiso que la señora Ministra cumplió en forma cabal.  


No obstante lo anterior, estimó indispensable despejar y resolver dos aspectos. En primer término, el artículo 2° del proyecto agregado en la Cámara de Diputados. Relató que cuando Chile celebró el acuerdo con Mercosur, estableció con Argentina el compromiso de acordar un programa de liberación, por el cual, en el 2014 el gravamen se iría a cero, sin perjuicio de que a este respecto se haya planteado la discusión adicional de si esto se refiere sólo al arancel general ad valórem o también a los derechos específicos resultantes de la banda de precios, pues la nación trasandina sustenta la tesis de la reducción a un arancel de 0%, en forma absoluta, interpretación que Chile no comparte por estimar que la tasa que regirá, en aquel momento, sólo desgravará el 6%, que es el arancel fijo. Agregó que la ventaja de ese estatus se vincula al compromiso político del Gobierno con los trigueros -acuerdo que, en definitiva, también concierne al azúcar- cuyo objeto es mantener hasta 2014 el arancel todo lo alto que sea procedente, lo cual implica que hasta el día anterior al vencimiento de aquel plazo, Chile podría mantener fijo un arancel igual al máximo consolidado ante la OMC que es de un 31,5%, que a partir del 1º de enero de ese año se desgravará totalmente.  


Distinguió aquel régimen del tratamiento convenido con Estados Unidos que dio lugar a un proceso de desgravación gradual, en que año a año decrece el arancel máximo consolidado. Recordó que Chile suscribió el 25 de septiembre de 2005 el Protocolo 44, adicional al ACE N° 35, por medio del cual negocia con Argentina y le otorga a ésta el mismo sistema de desgravación gradual que tiene con Estados Unidos, en el marco de una oferta cuyo objeto es una transacción en dos cosas: por una parte, Chile autoriza la entrada, en 2006, de 10.000 toneladas de harina de trigo al país y, por la otra, pide que Argentina no reclame ante la OMC por las bandas de precios que establece la legislación nacional, a cambio de acceder al tratamiento arancelario estipulado con Estados Unidos; hizo el alcance de que las 10.000 toneladas de harina no ingresan al país porque los molineros recurren de protección y obtienen una orden de no innovar que lleva al Gobierno a desistirse de esa decisión. En relación con lo segundo, aclaró, se suscita una cuestión bastante especial porque Chile le comunica a la ALADI, en noviembre de 2005, que ha incorporado al orden jurídico interno el Protocolo N° 44 que establece el proceso de desgravación anual.


Resaltó que lo expuesto influye en forma directa en la incorporación del artículo 2° del proyecto, sin perjuicio de dejar establecido que la comunicación de noviembre de 2005 fue un grave error porque oficializa la entrada en vigencia de aquel proceso de desgravación que iguala a Argentina en circunstancias que dicho instrumento nunca se sometió a la aprobación del Congreso Nacional antes de su ratificación; a este respecto, expresó que se trata de un instrumento inconstitucional porque se requería de un proceso de ley para modificar el tratado con Mercosur en materia de concesiones relacionadas con la banda y el acceso del trigo y harina de trigo importada a Chile, punto sobre el cual, en su momento, se consultó con varios constitucionalistas y hubo coincidencia en que no era posible modificar un tratado internacional simplemente por un acuerdo protocolo porque dichas reglas habían sido contempladas en una ley de la República que no puede ser modificada por una decisión administrativa.


Con posterioridad a estos hechos, refirió, Argentina  en 2006, lleva a Chile a  un panel en la OMC, y en vista de esta reacción, el 4 de enero de 2007 Chile le comunica a la ALADI que ha adoptado la medida de poner término unilateralmente al Protocolo 44, argumentando el incumplimiento de la contraparte. Agregó que la réplica no se hizo esperar, Argentina responde con una nota de extrema dureza en la que señala que Chile ha incumplido doblemente dicho protocolo; por una parte, al no haber adoptado las disposiciones internas de su cumplimiento, a pesar de haberlo comunicado así a la ALADI y, por otra parte, al haberlo dado por terminado de una manera indebida, y que Mercosur y Argentina, en particular, no pretenden darlo por terminado en los términos planteados por Chile sino más bien exigir su cumplimiento.  Consideró que se está ante un conflicto serio, pues, Argentina sustenta que el estatuto por el cual debería regirse, ahora, es el de las normas que están vigentes con Estados Unidos.


Reseñó su planteamiento ante la incorporación del artículo 2 durante su tramitación en la Cámara de Diputados: su efecto es hacer aplicable, derechamente, a Argentina las mismas normas que a Estados Unidos.


Indicó que así lo corrobora su inciso primero al prescribir que “el Presidente de la República sólo podrá otorgar, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, en el marco de la profundización de acuerdos comerciales, para las mercancías clasificadas en las posiciones arancelarias 1001.9000 y 1101.0000, el tratamiento señalado en el artículo 1° de la presente ley, o en su reemplazo, el establecimiento de un derecho de importación ad valórem único, determinado sobre el precio de importación FOB de las mercancías, conforme al cuadro siguiente:”. Lo anterior, reiteró, importaría validar el Protocolo 44 que Chile suscribió con Argentina y que, posteriormente, desahució. Denotó la gravedad de este punto ya que es distinto que se instaure un mecanismo de sustitución de las bandas de precios a que se alteren las reglas de juego que dimanan del Mercosur puesto que éstas, a diferencia de las bandas de precios, Argentina no las puede desconocer debido a su carácter de tratado bilateral.  


Su Señoría identificó un segundo aspecto que es preciso aclarar: resolver en presencia de las organizaciones gremiales, sin perjuicio de reconocer los esfuerzos comprometidos realizados por la señora Ministra, el cambio del sistema de bandas de precios y el fortalecimiento de los mecanismos de defensa comercial que reconoce la OMC. Por lo anterior, no es indiferente aprobar este proyecto con independencia de la suerte del que se refiere a las salvaguardias.


La señora Ministra de Agricultura precisó que no cabe hablar de compromisos en plural porque el punto único que convino fue que el estudio de este proyecto se pudiera tomar el tiempo hasta que la Comisión Nacional de Distorsiones acordare libremente la resolución, con el mérito de los antecedentes presentados.  Previno que para el Gobierno es muy importante avanzar en este proyecto de ley porque es, sin duda, un instrumento legal que permite mantener las confianzas con el mundo, particularmente con la OMC.


El Honorable Senador señor Naranjo manifestó que su única preocupación radica en el hecho comprobado de que Chile está en falta, y que esta situación irregular puede resultar extremadamente dañina; expresó que prolongar indefinidamente la decisión propicia situaciones que pueden llegar a ser muy complejas en los mercados internacionales. Especificó que una actitud dilatoria le parece extraordinariamente grave y delicada, pues, pone al sector exportador en una situación compleja en el mercado internacional y su pregunta al Ejecutivo consiste en saber hasta cuánto tiempo se puede diferir el pronunciamiento sin que se aplique una sanción, y esto le parece más trascendente que un porcentaje de desgravación mayor o menor porque la secuela será un daño a la imagen país irreparable. Instó a tener conciencia de que atender a las corrientes de opinión sectoriales, aun siendo normal, cede ante lo imperioso de pensar en Chile como un conjunto y que seguir postergando la decisión puede afectar el prestigio del Senado, precisamente ante los propios órganos gremiales, que atribuirán la aplicación de sanciones a una falta de responsabilidad legislativa.


La señora Ministra de Agricultura compartió el planteamiento de Su Señoría y señaló que no avanzar en la tramitación legislativa es un asunto muy grave por los riesgos asociados. Lo anterior, aclaró, no obsta a entender que los Honorables señores Senadores están preocupados de que Chile pueda cumplir con los compromisos, pues, el fondo del proyecto es sólo dicho cumplimiento porque dado el curso de los precios del trigo no sería necesario aplicarlo.


La señora Subdirectora de Asuntos Internacionales de ODEPA distinguió tres aspectos en el planteamiento del Honorable Senador señor Espina. En relación con el acuerdo con Mercosur, en particular, expuso que éste preceptúa que los aranceles para el trigo y la harina de trigo llegarán a cero el 1 de enero de 2014, un año antes de la fecha que prescribe el Acuerdo de Libre Comercio con Estados Unidos, y destacó que en aquél se contiene una cláusula cuyo origen se explica porque las partes, en 1996, no lograron un acuerdo respecto del calendario de desgravación para estos dos productos, a diferencia de lo que sucedió con el universo restante. Con tal objeto, para cerrar el acuerdo, las partes convinieron en dejar pendiente el punto y se asumió el compromiso de discutirlo antes de diciembre de 2003.


Al haber quedado pendiente el punto de fijar con Argentina el calendario de desgravación, el compromiso de concordarlo se dilató en el tiempo y en el año 2000, se suscitó el conflicto por las bandas cuyo origen concreto se explica porque Chile estaba cobrando un arancel que bordeaba el 60%, motivo por el cual la queja original de Argentina no atañe ni al sistema ni a la metodología sino al hecho de que aquel nivel arancelario importaba un incumplimiento del compromiso de aplicar un 31,5%, lo que le llevó a representar esa diferencia y, después, extenderla a un argumento más sistémico de por qué y cómo funciona la banda de precios, pero esta discordia es independiente de que el acuerdo contemplaba que el calendario de desgravación debía ser negociado.  En lo que se refiere a los protocolos modificaciones y ampliaciones de los acuerdos ALADI, señaló que aquéllos no pasan por el Congreso Nacional, por haber sido suscritos en dicho marco, lo que incluye, en su concepto, la ampliación de los acuerdos de desgravación arancelaria.


El Honorable Senador señor Larraín previno respecto de los acuerdos de complementación dentro del marco de ALADI, que el criterio expuesto corresponde al planteamiento sustentado por el Ejecutivo a comienzos de la década del noventa, pero después cuando se acreditó por cambio constitucional que la modificación de impuestos requerían iniciativa legal lo hubo de modificar y, por ende, las extensiones de ALADI -inclusas las modificaciones arancelarias que, para efectos técnicos son tributos- es inconcuso que deben hacerse por vía legal.


El Honorable Senador señor Naranjo observó que, en el caso debatido, no se está modificando el arancel.


La Subdirectora de Asuntos Internacionales de ODEPA extendió, en segundo término, sus alcances al Protocolo 44. Hizo presente que en el primer trámite constitucional el señor Director General de la Dirección de Relaciones Económicas, Direcon, dio una amplia explicación a los productores ya que fue el Ministerio de Relaciones Exteriores el que gestó aquel acuerdo que, en su momento, pretendió que Argentina no perseverara en su reclamación ante la OMC, pero el recurso de protección de los molineros puso a Chile en situación de no poder cumplir su parte, ante lo cual Argentina prosiguió con su instancia en la OMC porque Chile no le dio la cuota, y el objetivo buscado con aquel acuerdo era no llegar a una situación como la que se vive. 


Disintió de la observación del Honorable Senador señor Espina de que el arancel en el acuerdo con Mercosur tiene un carácter fijo. Planteó que no procede esta caracterización porque la fijación del arancel permanece pendiente de definición, y respecto de la situación sobreviniente, esto es, que lo hubiera llegado a ser permanente por los mismos hechos, hasta 2014, observó que se está siempre ante un virtual techo ya que, en la práctica, en los últimos tres años el arancel del trigo y de la harina de trigo ha sido de 0%, como producto de una situación particular de precios. Señaló que el proyecto en trámite contempla que si esa situación cambiara se activará un mecanismo de protección.


El Honorable Senador señor Espina reparó que en el hecho igual fue necesario establecer salvaguardias e imponer una medida antidumping.         


La Subdirectora de Asuntos Internacionales de ODEPA precisó que no es que sea innecesario, sino que el sistema actual está vigente, y rige en un sentido inverso porque quita el impuesto al estar los precios por encima del techo de la banda.  Aseveró que si en este momento se eliminara la banda, el sector triguero estaría más protegido, esa es la realidad, y como no es ese el propósito se ha ideado un mecanismo que permitirá, en el futuro, si los precios bajasen, poner el efecto equivalente a la banda, y solucionar todos los temas pendientes con Argentina, entre ellos, el de la desgravación del trigo, dado que es un commodity.


Se refirió al efecto que tendría, en la práctica, cobrarle un arancel más alto a Argentina, y recordó que las importaciones de trigo provienen de ese país, Estados Unidos y Canadá, aunque la participación de cada uno de dichos mercados depende, desde luego, de la decisión individual del productor y obedece a consideraciones de calidad de los insumos que necesita, entre otras.  Indicó que desde hace años se observa, básicamente, que el precio del mercado interno sigue el de los trigos estadounidenses hard red winter, HRW y soft red winter, SRW; en consecuencia, no tiene ningún efecto práctico cobrarle un arancel a Argentina y otro distinto a Estados Unidos, pues, desde el momento que se suscribió el Acuerdo de Libre Comercio con este último, en 2004, se fijó el techo, que al día de hoy no opera y que, según los antecedentes disponibles, no habrá de hacerlo antes del 2015. Reiteró que carece de toda lógica hacer diferencias en el trato con Argentina y Estados Unidos.


En cuanto al Protocolo 44, insistió en que se trata de una controversia abierta en la ALADI suscitada por una diferencia de opinión.


Por último, respecto al cuestionamiento que se hace del artículo 2º, señaló que la solución bandas, desde el momento en que se ideó, consultaba la modificación que propone el artículo 1º del proyecto al artículo 10 de la ley N° 18.525, y a esto se le agregaba el dispositivo contenido en el actual artículo 2º, que permite completar el mecanismo, es decir, que en las condiciones actuales de precio y las que se prevén para el mediano plazo, no se cobre un arancel excesivo para el trigo porque, hoy en día, con los precios que rigen, cobrar US$ 30 por tonelada de trigo y US$ 47 para la harina, es excesivo, porque se trata de precios que están todavía muy por encima de los US$ 300 por tonelada.  Aclaró que la segunda parte de la solución que inicialmente no estaba incorporada en el proyecto de ley, a solicitud expresa de los personeros del sector que participaron en la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural de la Cámara de Diputados, fue incluida como el artículo 2º, pero, insistió, siempre fue una sola solución, con una parte que sería regulada legalmente y con un adjunto de naturaleza reglamentaria.  Detalló que tanto las asociaciones de molineros como la SNA repararon, como una debilidad, el estatus que permite la flexibilidad de la banda, y en procura de la certeza que emana de la ley sugirieron que se contemplara como parte de ella mediante este artículo 2º, a fin de darle  la misma categoría.


El Honorable Senador señor Espina preguntó si en virtud del artículo 2º cabría aplicar, en la práctica, a Argentina el mismo estatus de desgravación que rige para Estados Unidos. Ante la respuesta afirmativa de la representante del Ejecutivo, señaló que con ello se cambian las reglas del Mercosur, ya que con éste se tiene un sistema por el cual no se ha fijado un mecanismo de desgravación, por tanto, hoy Chile con Mercosur no tiene un calendario de desgravación gradual, sino que, al 1 de enero del año 2014, cae el gravamen a cero. 


Por su parte, el Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda señor Sáez contestó negativamente la consulta y señaló que el acuerdo de Mercosur prescribe que se va a negociar, no quedó fuera y tampoco que iba a caer abruptamente.


Su Señoría insistió en que mientras no se negocie, lo concreto es que, al día de hoy, no existe un acuerdo con Argentina respecto a cómo se va a proceder a la desgravación, y lo único que señala, es que al 2014 se acaba el arancel. Planteó que expresamente el acuerdo no establece que se mantiene fijo, pero en el hecho es así, porque mientras no haya acuerdo entre los países, la situación se mantiene en statu quo.  Insistió en que el artículo 2º del proyecto, cambia esa realidad, y se podría aplicar el mismo estatus de Estados Unidos a Argentina. 


El Honorable Senador señor Larraín precisó que  de lo planteado por Su Señoría se infiere que la aplicación del artículo 2º, que hoy está fijo en teoría, le permite al Ejecutivo modificar, por vía de hecho, los acuerdos comerciales y, por lo tanto, en el Mercosur, le está abierta esa opción. La inquietud planteada, acotó, es que resulta gratuito ese beneficio.


El Honorable Senador señor Espina señaló que tampoco advierte razón para modificar esa materia con Argentina, ya que sólo se debe ver la regulación que se tiene con las bandas de precio, y con Argentina no está el problema en ellas, sino que el arancel que existe se mantiene fijo.


El Honorable Senador señor Naranjo, por su parte, manifestó que mientras el precio esté alto, es conveniente, pero si baja, se va a requerir el artículo 2º.


La Señora Recart, Subsecretaria de Hacienda, señaló que a juicio del Ministerio, la interpretación que el Honorable Senador señor Espina hace del artículo 2º no es correcta. Aclaró que fue una solicitud parlamentaria y que la opinión inicial del Ejecutivo, es que fuera en la historia de la ley y que quedara como un adendum en ella.


El Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda señor Sáez, agregó que, efectivamente, tal como lo planteó la Subdirectora de Asuntos Internacionales de ODEPA, el proyecto siempre tuvo dos partes: uno, el establecimiento de un arancel fijo, en dólares por tonelada de trigo  y de harina de trigo, sin modificaciones, materia que explícitamente debía incorporarse en la iniciativa de ley.  De manera implícita, se incorpora un mecanismo que es una especie de banda de precios con los socios comerciales que la aceptaran bilateralmente, para prevenir una situación en que cayera el precio del trigo y no se pudieran subir los aranceles, dado que se reemplaza la banda de precios antigua.


Enfatizó que el sector privado solicitó que ese mecanismo quedara expresado en la ley, aunque la posición del Ejecutivo era que aquél iba a ser negociado con Canadá, uno de nuestros proveedores de trigo, sin que al respecto hubiera ninguna mención a Argentina ni al Mercosur. 


Precisó que la razón por la cual esta norma tiene como destinatario de su aplicación a Canadá responde a que con dicho país se tiene un acuerdo de libre comercio, desde 1997, en el cual el trigo y la harina de trigo no fueron desgravados o negociados en su momento, pero sí quedó el compromiso chileno de otorgarle el mismo trato que se le otorgaría a Estados Unidos en una negociación posterior.  Entonces, por medio de esta negociación con Canadá, se procura incorporar un mecanismo de aranceles variables.  


Finalmente, antes de votar en general el proyecto, la Comisión escuchó la opinión de las entidades que manifestaron su interés en participar.


El señor Luis Schmidt, Presidente de la Sociedad Nacional de Agricultura, manifestó que les genera preocupación un problema que atañe al artículo 2°, probablemente concordado con las asociaciones de molineros, pues fueron éstos quienes pidieron la incorporación de aquella disposición, pero hoy día, sobre todo las organizaciones del Sur, la consideran inadmisible y, visto esto, cree preferible que ellos mismos expliquen los fundamentos de su oposición. 


El señor Caminondo, Presidente de Sofo, expuso, su reserva pues, si bien quedó claro, en su momento, que se hacían las correcciones requeridas por la OMC, las que, en el fondo, significaban eliminarla, con la incorporación del artículo 2° se procura, desde su punto de vista, legalizar, de alguna manera, el Protocolo 44 suscrito, sin conocimiento del Congreso Nacional, el 25 de septiembre de 2005 en la ciudad de Montevideo; protocolo que estiman absolutamente atentatorio a los intereses de un sector agrícola importante, como es el de la Zona Sur. Reconoció que hubo reuniones e intercambios de opiniones, pero sin avances que posibilitaran variar la apreciación negativa de esa norma que se incluyó en una fase posterior a aquella en la cual los representantes gremiales tomaron conocimiento del proyecto.       


El señor Riesco, Presidente de la Federación Nacional del Trigo, concordó con los representantes de otras asociaciones gremiales en expresar que no les satisface el artículo 2° del proyecto el cual se incorporó un día antes de que el mismo se votara en la Cámara de Diputados y que, en definitiva, convalida el Protocolo 44, y le concede a Argentina condiciones distintas de las que tiene hoy, a la vez que faculta al Presidente de la República para hacer otro tanto con Canadá y Australia; de hecho, precisó, se acaba de firmar un acuerdo de libre comercio con esta última nación, de la que Chile importa trigo, sin que fuesen oídos ni siquiera respecto del alcance de dicho tratado en ese rubro.  Por lo tanto, señaló, comparten una actitud contraria al proyecto.


Denunció que hay otras discriminaciones en el tema de fondo, pues las bandas de precios constituyen, en su opinión, el mismo pecado sea que se trate de azúcar, trigo o harina de trigo, lo que lleva a cuestionar porqué no sacar, también, la banda de precios del azúcar; atribuyó el hecho de que Argentina no haya acusado a Chile por la banda del azúcar a que dicho país tiene en este momento un mecanismo similar, razón por la cual, a su juicio, basta que cualquier importador chileno del dulce presente una demanda y esta ley tendría que ser modificada. Puntualizó que este criterio tampoco le parece correcto.


El señor Schmidt especificó que la Sociedad Nacional de la Agricultura no comparte el planteamiento de vincular la situación de las bandas de precios del trigo y de la harina de trigo con la del azúcar y disiente del representante de la Federación Nacional del Trigo sobre aquel particular.



El Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda señor Sáez refirió que el artículo 2°, tal cual se señaló en una sesión precedente, se explica porque el proyecto en debate cuenta con dos componentes: uno, explícito, apunta a la fijación de derechos específicos para el trigo y la harina de trigo, pero para evitar que ese mecanismo elevara, hoy, los precios del cereal, más allá de lo que ya se han incrementado, se negociaría con Canadá una rebaja de aranceles para mantenerlos en cero y conservar, a la vez, el arancel actual del trigo porque no está operando la banda, de manera de no perjudicar a los consumidores, pero a ese mecanismo se le incorporaría un dispositivo que, si bien se le denomina sobretasa funciona más bien como una especie de salvaguardia automática, pues, en la medida que el precio caiga por debajo del actual techo de la banda, automáticamente se le pondría un arancel al trigo canadiense. Destacó que esta segunda parte,  expresada verbalmente en la Cámara de origen, era la señal de que se iba a negociar con Canadá ese tema para que no enfrentaran un precio más alto producto del nuevo derecho específico que se va a poner.  


Ante la solicitud del Honorable Senador señor Espina  de conocer en detalle la relación con Canadá, expuso que aquélla se sustenta en el hecho de ser uno de los potenciales oferentes de trigo, y relató que a partir del año 1996/97 se negoció un tratado de libre comercio en el cual quedó consagrada la ley de bandas de precios, pero también contiene una nota adicional al tratado suscrita por la cual Chile se compromete a darle a Canadá el mismo tratamiento que le dé a Estados Unidos cuando se negocie con este país; al no haberse cumplido aquel acuerdo, Chile está obligado a hacerlo. 


El Honorable Senador señor Larraín consultó si esa cláusula está incorporada en el tratado con Canadá.


El Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda prosiguió diciendo que no sólo el trigo sino que otros productos agrícolas habían quedado en condiciones de menor desgravación o simplemente excluidos del tratado con Canadá, y fue Ottawa quien pidió a la delegación nacional que Chile tomara el compromiso de que si se negociaba con Estados Unidos, en un momento posterior, se le favorecería con un tratamiento idéntico al que se conviniera en dicho proceso.


El Honorable Senador señor Allamand señaló que si la extensión del trato dado a Estados Unidos estaba estipulada en el tratado, lo procedente es que se aclare qué habría quedado comprometido, entonces, en la nota.


El Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda expuso que, de momento, no recuerda si aquel acuerdo está recogido en el tratado o en una nota jurídica asociada al mismo, pero sí puede señalar que Canadá está en situación de exigir el cumplimiento de la cláusula.


El Honorable Senador señor Espina observó que si el argumento del Ejecutivo se resume en que Canadá puede hoy pedir que se le aplique el mismo tratamiento que tiene Estados Unidos, esto es, un sistema de desgravación temporal que termina en 2015, lo importante es que se aclare qué tiene que ver aquello con el artículo 2° del proyecto de ley que modifica el artículo 10° de la ley.


El Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda respondió que el precepto mencionado por Su Señoría cuenta de dos partes, pues no sólo incorpora un asunto por negociar con Canadá, como es el mecanismo de fijación de aranceles en caso de fuertes fluctuaciones en el precio del trigo; también, significa el elemento adicional de que no habría la limitación actual al posibilitar que, de cierta manera, la banda siga funcionando a su respecto.


El Presidente de Fedetrigo señor Riesco enfatizó que respecto de Australia se desconoce el contenido del tratado, aunque estima que debe ser parecido, pero en el fondo se confiere al Presidente de la República la facultad de replicar el régimen pactado con Estados Unidos a todos los demás socios comerciales.  A los molineros, lo anterior le es indiferente porque ellos importan trigo o harina de cualquier parte, pero a los productores de trigo sí porque es distinto competir con Argentina que hacerlo con Canadá o con Estados Unidos; resaltó que al negociar el tratado con Estados Unidos se lo concibió en una forma diferente y no advierte la razón para homologar a todos.


El Honorable Senador señor Espina reafirmó, después de haber escuchado con atención a las autoridades de los Ministerios de Hacienda y de Agricultura, que los planteamientos esgrimidos en los dos proyectos, distan de ser convincentes.  


Respecto del proyecto de bandas de precios, señaló que el Mensaje consultaba un texto de un solo artículo y que incorporar el artículo 2° obedece a otra razón: al negociarse el Acuerdo de Complementación Económica con Argentina quedó pendiente definir el mecanismo de desgravación entre los dos países, situación que se mantiene hasta el presente aun cuando el acuerdo establece que el trigo y la harina de trigo originaria de Mercosur debe ingresar a Chile sin gravamen a partir del 1 de enero de 2014.


Recapituló el historial: Chile tiene un problema con Argentina porque el gobierno de la época tomó una mala decisión en su momento y soslayó al Parlamento para modificar el proceso de desgravación que tenía con Argentina otorgándole las normas acordadas con Estados Unidos. En consecuencia, la pretensión de otorgarle a Argentina el mismo proceso de desgravación arancelaria que tiene con Estados Unidos, se aparta de la idea matriz del proyecto que dice relación con el fin de las bandas de precios; en segundo lugar, porque no hay justificación alguna para que Chile conceda dicha ventaja, dado que las circunstancias de la importación de trigo argentino son muy distintas de las operaciones relativas al trigo estadounidense, pues no hay antecedentes de un requerimiento respecto de estas últimas por subsidios o por falta de comercio leal y justo.


Ratificó, en conclusión, que al agregarse este artículo 2° se busca darle validez a un protocolo que fue, desde su origen, inconstitucional e ilegal, como lo demuestra el que nunca haya sido publicado, y que le otorga, además, a Argentina, de una manera extremadamente riesgosa, una preferencia improcedente. Por estas razones, anunció, que respecto de esta norma votará en contra.


El Honorable Senador señor Allamand hizo notar, que se suma a los argumentos señalados en relación con el artículo 2°, y enfatizó que, en las actuales condiciones, tampoco concurrirá a su aprobación.


El Honorable Senador señor Larraín expuso la conveniencia, antes de votar, de explorar una forma de encuentro con el Ejecutivo. Básicamente, sistematizó, que los dos proyectos suscitan distintos tipos de inquietud o reparos, al menos de parte de la posición mayoritaria de esta Comisión. En lo pertinente al proyecto de bandas de precios, particularizó que el debate sugiere que existe consenso en el mecanismo diseñado por el Ejecutivo para reemplazar aquéllas en los casos del trigo y de la harina de trigo, dejando de lado el azúcar que no está en el ámbito de este debate legislativo, para concentrarse, hoy, en lo que el Gobierno ha debido hacer, luego del fallo de la OMC, a propósito del planteamiento de Argentina.


Respecto de lo anterior, expuso, las opiniones de los señores Senadores y de las entidades gremiales concurren en la apreciación de que el mecanismo del artículo 1° es una fórmula ingeniosa que genera una suerte de situación espejo con el sistema de bandas, razón por la cual en esa parte del proyecto hay un reconocimiento y una aceptación.  Precisó que la inquietud aflora respecto del artículo 2° que, como se ha recordado, no era parte del proyecto original, y se recoge la existencia de algunos temores respecto de lo que podría significar en la relación con Argentina, país que en esta materia, inquieta la situación de Chile en estas áreas, atendida su situación de gran productor y exportador de trigo y harina de trigo, a la que aúna ser proveedor en este rubro. Estimó que en esto se produce una legítima inquietud y, por lo tanto, no hay voluntad de apoyar esta disposición.


Consignó que desde el punto de vista reglamentario, si existiere voluntad del Ejecutivo, es posible resolver las diferencias en esta Comisión, antes de informar a la Sala. El proyecto por ser de dos artículos, no es posible discutirlo en particular, con ocasión de este primer informe. Sin embargo, hay dos opciones: una, votarlo en general con el riesgo de que por el artículo 2° se caiga el proyecto; la otra, buscar una alternativa que sería pedirle a la Sala la atribución para que la Comisión lo debatiere en general y en particular y despacharlo a la brevedad posible, entendiendo, desde el punto de vista de la Comisión, que se aprobaría el artículo 1° y no el 2°. Respecto de lo planteado solicitó conocer la opinión del Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Naranjo precisó que  el proyecto se debe votar en general, tal como corresponde hacerlo, de acuerdo con el Reglamento.


El señor Ruiz, Ministro (S) de Agricultura planteó que la síntesis hecha por el Honorable Senador señor Larraín resulta muy clarificadora, en especial, el reconocimiento de que constituye una manera ingeniosa de hacer un espejo de lo que existía antes:  Recalcó que el artículo 2° es justamente la disposición que así lo  permite. 


La señora Cerda, Subdirectora de Asuntos Internacionales de ODEPA, expuso que el artículo 1° prescribe que el mecanismo de cálculo de la banda se reemplaza por números fijos: en el caso del trigo, US$ 30 por tonelada y en el de la harina de trigo, US$ 47 para la misma unidad de peso; por consiguiente, precisó, el efecto de aplicar sólo aquel precepto será que a toda importación de trigo se le recargará el 6% ad valórem y, además, US$ 30 por tonelada. Ejemplificó que con el precio CIF de mayo de 2008, ascendente a US$ 467 la tonelada, el mecanismo implicaría recargarle US$ 30 -lo que equivale al 6% de aquel precio- más un 6% ad valórem, o sea, se cobraría una tasa del 12%, mientras que con la actual banda de precios, el arancel que paga dicha importación es de 0%.  Lo anterior denota el alcance de la norma, dijo, ya que la banda, tal cual funciona en el presente, parte de un arancel del 6% y, en función del precio de importación permite que aquel arancel suba o baje, mediante derechos específicos o rebajas con dos márgenes que son los de no superar el 31,5% del arancel tipo y, por supuesto, no ser menor al 0%.  Sintetizó que la operatoria de la banda de precios actual, en el artículo 1° lleva al techo y es el artículo 2° lo que posibilita su fluctuación: aquel considera derechos fijos; éste, la tabla que reemplaza a aquéllos.


El Asesor del Ministerio de Hacienda señor Araya controvirtió el argumento de que el artículo 2° de alguna manera, legitimaría el problema con Argentina. Señaló que el proyecto, conjuntamente con el derecho específico, propone un mecanismo que permite, en paralelo, negociar acuerdos con un socio comercial y, desde el inicio, se explicó quién era y cómo se procedería, esto es, por medio de acuerdos comerciales se les otorgará un acceso preferente en términos tales que cuando los precios caigan por debajo del nivel que es el actual techo de la banda de precios se active una protección, que es el mecanismo del artículo 2° del proyecto.  


Descartó que al incorporar el artículo 2º  se pretendiera legitimar el tema pendiente con Argentina y señaló que si esa hubiera sido la idea del Ejecutivo es claro que el texto de la indicación habría sido parte del Mensaje.  Previno que el proyecto busca ser neutro respecto de la situación de Argentina y destacó que lo que ocurra con el Protocolo 44 se discutió en extenso en la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural de la Cámara de Diputados, en la cual el planteamiento invariable del Ejecutivo es que se trata de una controversia abierta y cualquiera que fuere lo que se resuelva por el órgano competente respecto de aquel protocolo, este proyecto funciona y los números permiten impedir una perforación de la banda.  


Finalizó diciendo que si es efectivo que el Protocolo 44 es inconstitucional, como lo sostiene el Honorable Senador señor Espina, lo seguirá siendo porque el artículo 2° no está por encima de la Ley Fundamental; su sentido y alcance es sólo fijar los parámetros para cualquier negociación del Ejecutivo y el objetivo de aquéllos es garantizar que la banda continúe funcionando, tal como se la conoce.


El Honorable Senador señor Larraín expresó que hay un punto que no es entendible en el planteamiento de los representantes del Ejecutivo ya que sustentan que el artículo 2° es esencial para que funcione el artículo 1°, y la norma del artículo 2º faculta al Presidente de la República para que en el marco de la profundización de acuerdos comerciales pueda incorporar en éstos el establecimiento de un derecho de importación ad valórem único, conforme al cuadro que señala el propio precepto; entonces, es manifiesto que no está pensado para que opere el artículo 1° sino que denota una atribución que el Presidente aplicará en otro escenario; a saber, en el de una negociación comercial con un tercer país. 


El señor Araya explicó que el artículo 1° posibilita irse al techo del arancel consolidado, esto es, a la protección máxima que es posible en el marco de la OMC, lo que genera problemas para Chile ya que, al no ser un productor autosuficiente de trigo, requiere importarlo, y si se dejara sólo el primer artículo del proyecto, esto es, los US$ 30 por tonelada, se dará lugar a una sobreprotección artificial que el sector privado ha declarado no necesitar. 


Enfatizó que la negociación con arreglo al artículo 2° permite disponer de un estatuto de protección concordado con los socios comerciales que, en el escenario de un precio del trigo inferior a US$ 158 la tonelada, sigue el comportamiento de la banda de precios hasta llegar a la protección similar que tendría en el nivel de US$ 100 la tonelada, que pocas veces ha existido. Reseñó que el artículo 2° posibilita la negociación con socios comerciales, teniendo en consideración que existe la obligación de dárselo a Canadá, para replicarlo y negociar con otros socios comerciales. 


El Honorable Senador señor Larraín consultó si es sólo con Canadá, o también, con Argentina.


El asesor señor Araya hizo presente que siempre se pensó en Canadá que es la nación con la que existe la obligación; el caso de Argentina, dijo, no tiene que ver con el proyecto, porque está asociado a la suscripción del Protocolo 44 y a lo ocurrido con éste, lo que constituye un tema abierto en el que no se tiene certeza de que vaya a suceder; la situación con Argentina es irrelevante para efectos del proyecto, observó.  En relación con la disputa en la ALADI, si Chile gana esa contienda y efectivamente el Protocolo 44 no funciona, se podría dejar a Argentina en la línea roja, y si fuere ella quien efectivamente tuviese razón en sus argumentos y debiere dársele un mejor trato, lo que garantiza el proyecto es que dicho país no quedará mejor; por lo tanto, concluyó, tampoco habrá una perforación de la banda.


Manifestó que se ha nombrado el compromiso del ACE N° 35, efectivamente, dijo, no quedó claro qué se debía desgravar, pero un elemento importante a considerar es que con Mercosur, el arancel tiene que llegar a cero el 1 de enero de 2014, y esta protección termina el 31 de diciembre del mismo año, por lo tanto, se gana un año más con este mecanismo.


El señor Caminondo, Presidente de SOFO, llamó la atención respecto de la frase “en el marco de la profundización de los acuerdos comerciales” expresada por el artículo 2º del proyecto, en la cual, a su juicio, hay claramente una señal de que la profundización partió con el Mercosur, y el Protocolo 44 sería uno de los acuerdos que habría hoy día que legitimar.  Observó, además, que en el mismo Protocolo 44, también, hay una frase que dice claramente que Chile se compromete a nunca más poner algún impuesto a lo que es harina de trigo y trigo proveniente de algún país del Mercosur.  Insistió en que con aquella frase se alude a que con Mercosur se tiene un acuerdo de profundización, cual es, el mentado protocolo y que, en virtud del mismo, procedería dar las mismas condiciones que a Estados Unidos.


El Presidente de Fedetrigo, señor Riesco, advirtió la existencia de algunas imprecisiones de parte de los representantes del Ejecutivo y consultó si realmente con Canadá quedó estipulado el acuerdo en la forma que se ha planteado. Remarcó que tiene dudas de si existe ese acuerdo con Canadá, o bien si va a ser igual que con Argentina con el Protocolo 44 y se va a legalizar algo que no lo es. Preguntó  porqué cuando se firmó el tratado con Estados Unidos, Canadá no lo pidió de inmediato. Por último, sostuvo que si falta trigo, se puede traer de Estados Unidos, para ello se aprobó un tratado que tiene una banda específica, pero manifestó su reticencia a darle el mismo trato a Argentina cuyas prácticas comerciales hacen imprescindible ponerles cortapisas todo el tiempo.


El asesor, señor Araya, al contestar la pregunta sobre el sentido de la expresión “en el marco de la profundización de acuerdos comerciales”, descartó que el Protocolo 44 pudiera caber en ella, por ser ya existente, y el alcance de esta norma es que sólo puede regir hacia delante.  Precisó que se habla de la profundización de acuerdos comerciales porque en definitiva se está pensando, primero en el futuro, y segundo, porque en los acuerdos comerciales nuevos que no sean profundización, necesariamente, serán sometidos a la aprobación del Congreso.  Señaló, a modo de ejemplo, que no se puede profundizar el tratado con Malasia porque cuando éste se apruebe y si eventualmente se quisiese hacer algo en materia de productos con bandas de precios tendrá que ser aprobado por el Congreso. 


Enfatizó, en respuesta a la consulta del representante de Fedetrigo, que el caso de Argentina y el Protocolo 44 no tienen relación con este proyecto, porque su validez o falta de la misma, su legalidad o ilegalidad, fluyen de su propia naturaleza. Lo que busca el proyecto es regular la situación del sistema bandas de precios; del mismo modo, analizó, si el día de mañana se modifica y se deja sin efecto el Protocolo 44, esto no tendrá ningún efecto respecto de lo que se propone en esta ley, y si en un futuro en un tratado de libre comercio  se decide modificar esto, el Congreso será quien resuelva, lo que el Gobierno hace es garantizar al sector privado que el esquema y el marco que se negoció el año 2003 es éste y que no se va a variar por un acto administrativo del Poder Ejecutivo.


El Coordinador de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda señor Sáez explicó que Canadá no reclamó porque no habían reparado en este aspecto del tratado de libre comercio de 1997 hasta el momento en que Chile le planteó conversar el tema de la harina de trigo, y ahí tomaron noticia de la existencia de dicho compromiso.


El Honorable Senador señor Espina pidió el acuerdo para votar el proyecto en general y en particular. 


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Naranjo se opuso por lo cual se procedió a votar en general el proyecto.

Al fundar su voto, el Honorable Senador señor Espina dio a conocer un documento del abogado Álvaro Jana que ayuda a comprender la situación planteada y cuya línea interpretativa comparte a cabalidad.

En relación con el sistema, señaló, el artículo 1º del proyecto fija para las importaciones de trigo y harina de trigo, un derecho específico de US$ 30 para el primer producto y de US$ 47 para el segundo, y sintetizó sus características relevantes: en primer término, se trata de un derecho único, fijo y permanente que reemplaza el derecho específico de la banda por otro de naturaleza arancelaria, también específico, que grava toda importación, con independencia de su precio y origen, sin sujeción a desgravación alguna; en segundo lugar, constituye un régimen arancelario de aplicación general, aplicable a toda importación de trigo o harina de trigo, con prescindencia de su origen, esto es, del país o la unión comercial de procedencia y, por último, la suma del derecho específico de naturaleza arancelaria y del arancel general actual de un 6% ad valórem, nunca podrá sobrepasar el arancel máximo consolidado por Chile ante la OMC para estos productos que es de un 31,5% ad valórem.

Aclaró que lo anterior, evidentemente, es sin perjuicio de las distintas preferencias arancelarias o desgravaciones que Chile haya acordado con sus socios comerciales por tratados de libre comercio o de alcance parcial, que se encuentren vigentes, tal como lo son, por ejemplo, las desgravaciones acordadas en el tratado de libre comercio con Estados Unidos.

En relación con el propósito del artículo 2°, indicó que plantea otorgarle al Gobierno, específicamente al Presidente de la República, la opción de reemplazar el primer sistema arancelario (derecho específico fijo + 6% ad valórem) por un derecho ad valórem único cuyo rango depende directamente del precio de importación FOB, sujeto a una desgravación gradual de nuestro arancel máximo consolidado (31,5%) que parte este año 2008 y termina el año 2014, con lo cual el año 2015 el trigo y la harina de trigo ingresarían con arancel 0.

En cuanto al contexto en que es posible ejercer esta opción, agregó que sólo puede ser parte de la profundización de un acuerdo comercial.  Dicho de otra manera, sólo puede ocurrir por una concesión que Chile haga a algún socio comercial para acelerar o mejorar las condiciones de desgravación del trigo o la harina de trigo para aquél. 

Resaltó que, desde un punto de vista jurídico constitucional, la relevancia de la norma es muy alta ya que, de resultar aprobada, constituirá una delegación de facultades directa y expresa del Congreso Nacional al Presidente de la República para celebrar acuerdos comerciales con cualquier país otorgándole el régimen arancelario de opción del artículo 2º, sin que se discuta siquiera si ese acuerdo debe ser o no sometido previamente a la aprobación parlamentaria para su entrada en vigor. Esta última consecuencia, ya determina una estrecha vinculación entre la iniciativa del Ejecutivo y la irregular situación producida a raíz de la suscripción por parte de Chile del Protocolo 44.

Siempre glosando el documento, recordó que uno de los cuestionamientos más importantes que el gremio triguero ha hecho a la existencia de este protocolo es que su incorporación al ordenamiento jurídico interno necesariamente requiere ser sometido previamente a la consideración del Congreso Nacional para su aprobación o rechazo en virtud de lo que prescribe el artículo 54, Nº 1, de la Constitución Política.

Asimismo, explicó, hay otra vinculación, también estrecha: con el artículo 2º, el Gobierno quedará facultado para reconocerle y conceder a Mercosur, entiéndase por ello Argentina, un programa o cronograma de profundización de sus exportaciones de trigo o harina de trigo, similar al contenido en el Protocolo 44, como quiera que independientemente de los precios de importación, en el fondo, el arancel máximo consolidado aplicable, actualmente de un 31,5%, se irá desgravando en los mismos porcentajes que considera el protocolo hasta llegar a un arancel 0% a partir del año 2015; es decir, agregó, cambia el sistema de desgravación.

Destacó, además, que aun cuando la opinión del Gobierno sea que el Protocolo 44 carece de toda vigencia y efectos internacionales, ello no es así, tal como ALADI lo informa en base a los términos de vigencia del protocolo y a las actuaciones y notas de cada país parte, incluyendo las de Chile.

Refirió que Argentina ha planteado formalmente ante la ALADI que Chile se encuentra en incumplimiento del ACE Nº 35 y del Protocolo 44, desconociéndole así toda validez a la denuncia que el Gobierno hizo de este protocolo. Por el contrario, agregó, estima que la posición de Chile, es bastante débil e infundada.

Enfatizó Su Señoría que el enfoque analítico del señor Jana destaca que el problema, además de la desgravación contemplada en el Protocolo 44, es que, tal como consta de su artículo 4º, Chile también se obligó a que durante el período que medie entre la formalización de aquel  protocolo y el 1 de enero de 2015, no efectuaría ninguna modificación a la actual legislación de bandas de precios del trigo y de la harina de trigo que significara un deterioro de las condiciones de acceso de dichos productos de Mercosur al mercado chileno, y refiere que el proyecto, dado su artículo 1º, infringe dicha prohibición y, por ende, representa una nueva infracción del protocolo, prohibición, la anterior, que regiría ya desde la suscripción de dicho instrumento.

En resumen, expuso, el documento afirma que las complejas e irregulares situaciones y efectos que se generan a partir de este Protocolo 44, explican en forma directa la iniciativa del Gobierno de incluir en el proyecto un régimen arancelario alternativo con autorización expresa de ley para ser implementado vía decreto del Ministerio de Relaciones Exteriores.  Sólo de esta forma piensa el Gobierno que sería posible subsanar un error y las responsabilidades asociadas a los compromisos asumidos el año 2003 hacia la agricultura triguera, gravemente incumplidos con posterioridad.

La recomendación final propuesta en el documento, es la siguiente: “Eliminar el Artículo 2º del proyecto.  Sólo de esta forma, en materia de concesiones arancelarias nuevas en trigo y harina de trigo, operarán los necesarios controles y pesos y contrapesos constitucionales al ser procedente (dependiendo de los términos de las concesiones) la necesidad de someter el acuerdo al Congreso Nacional como requisito de ratificación y vigencia del mismo.  Iguales efectos rigen en relación con la existencia e intenciones de implementación del 44º Protocolo.  Sólo de esta forma también, se aumenta la posibilidad de aplicar en forma permanente al trigo/harina de trigo argentina, y a lo menos hasta el 31 de diciembre del 2013, el derecho específico de US$30 (trigo) o US$ 47 (harina de trigo) más el 6% ad valórem.  Ello, como quiera que sin un régimen preferencial vigente entre Chile y Mercosur, sólo rige el régimen arancelario general.  Un mecanismo arancelario, a diferencia de las medidas de defensa comercial, es el único medio que garantiza permanencia por cuanto no es susceptible de impugnación.

En virtud de lo expuesto, Su Señoría hizo notar que lo anterior es el argumento que demuestra que el artículo 2º altera las condiciones que Chile tiene con Argentina y que causa perjuicio al trigo y a la harina de trigo.



El asesor señor Araya expresó compartir el 90% del razonamiento planteado; sin embargo, estimó que asociar el artículo 2º al Protocolo 44 carece de sentido ya que si el interés del Ejecutivo fuera otorgarle por esta disposición lo estipulado en aquél, sería menos engorroso perder el contencioso, retirar la nota de la ALADI que pide se declare ilegal o ir a un procedimiento de solución de controversias y perderlo.  Insistió que no tendría sentido desgastarse en esta iniciativa si al final bastase con que la ALADI resuelva que efectivamente, como dice el señor Jana, el Protocolo 44 vale.


El Honorable Senador señor Allamand hizo presente un hecho de sentido común: se puede estar a favor o en contra de una norma, dijo, pero no puede haber situaciones de esta naturaleza en que exista una interpretación tan divergente respecto de lo que la norma significa.  Este es el problema que existe con el proyecto y que se reproduce en el debate, enfatizó.  Agregó que la prudencia aconseja que ante una situación de esta naturaleza debiera haber una manera conceptual de despejarla, de lo contrario, anunció su voto negativo.  Insistió en que se puede estar a favor o en contra de una norma o ponderar sus ventajas y desventajas pero el problema es que la misma norma se interpreta de modo diferente por el Ejecutivo y por el sector privado.


Lo comprueba, dijo, la afirmación del asesor de Hacienda, en el sentido de que comparte el 90% de los argumentos leídos y discrepa en un aspecto fundamental, por tanto, expresó, se está votando una norma cuyo sentido, objetivamente, no es claro. Si esa es la situación, lo lógico es que al votar se tenga este elemento en consideración, que se habrá de aclarar en la Sala, si ello fuere posible. No le parece que, conceptualmente, no sea posible, a nivel técnico, despejar el tema.  Por tanto, no es sólo un problema de fondo. 

- - -

IDEA DE LEGISLAR


Luego de escuchar las exposiciones transcritas y atendidos los fundamentos del proyecto y el contenido del articulado, esta Comisión rechazó la idea de legislar por mayoría de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Allamand, Espina y Larraín y el voto a favor del Honorable Senador señor Naranjo. 

- - -


En una sesión posterior, el Honorable Senador señor Larraín planteó que el 2 de septiembre pasado, la Sala, a requerimiento de esta Comisión, dada la inquietud expresada tanto por el Gobierno como por distintos sectores productivos respecto de consecuencias eventuales que podrían derivarse de aquel rechazo, concedió autorización para debatir el proyecto no sólo en general sino que  también, en particular. Lo anterior, dijo, posibilita reabrir el debate y revisar el acuerdo precedente que permita buscar un entendimiento y sacar adelante esta iniciativa, de modo que la Comisión pudiere incorporar algunos cambios.  


Hizo presente que, tal como fue manifestado en su momento, los Honorables señores Senadores que votaron por el rechazo del proyecto están conscientes de la importancia de un mecanismo que reemplace a las bandas de precios, luego de su rechazo por la OMC, y de allí la voluntad de explorar la manera de lograr un acuerdo que permita resolver el punto.  Propuso, en consecuencia reabrir la discusión poniendo en debate la idea de legislar, de manera que, de ser aprobada ésta, se discutirá en particular cada uno de sus artículos a fin de tener claridad de cómo enmendar el asunto.


Reseñó que el artículo 2º fue el problema que suscitó el rechazo en general. A este respecto, informó que ha conversado con los representantes del Ministerio de Hacienda quienes le han expresado algunas ideas en el ánimo de buscar una fórmula de solución. En ese sentido, expresó, le interesa oír la opinión de los sectores gremiales que están interesados en una solución, dado que muchos de ellos participaron de la idea de no aprobar dicha norma, por los temores de los efectos que pudiera significar su aplicación, particularmente, con Argentina.


El Subsecretario de Agricultura, señor Ruiz, agradeció la disposición de la Comisión y señaló que el Ministerio de Hacienda y el Ejecutivo han elaborado una propuesta para que no quede duda de cuál es la verdadera intención del proyecto. Hizo hincapié en que el actual sistema de bandas sigue vigente y que la OMC no ha modificado la legislación nacional, porque no tiene competencia para ello.  Agregó que hoy existe un sistema que protege al trigo, pero que carece de aplicación, por cuanto los precios de este insumo hacen que no opere, y afirmó que la evolución de los mismos lleva a estimar que el sistema tampoco operará en el futuro próximo.  


A continuación, el señor Sáez, Coordinador General de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, valoró, también, la disposición de la Comisión, a la vez que insistió en que el proyecto es de suma importancia tanto para la agricultura productora de trigo como para el buen cumplimiento de las obligaciones internacionales.  Manifestó que están llanos a discutir, tanto con el sector privado como con los miembros de la Comisión, alternativas para resolver el problema que, en su concepto, radica en la preocupación de que esta ley tuviese un efecto retroactivo sobre algunas negociaciones que hubo con la República Argentina.


En ese sentido, señaló dos opciones: una, que las autoridades de Gobierno ratifiquen, durante la discusión en particular del proyecto en la Comisión y en la Sala, que el mismo no tiene efecto retroactivo y que, por lo tanto, no pretende legitimar actos anteriores ni  modificar ninguna norma legal o constitucional vigente respecto de los procedimientos para adoptar compromisos internacionales y, de esta forma, dejar explícitamente asentado en la historia de la ley, que esa no es la intención del artículo 2º objetado por los Honorables señores Senadores.  Lo anterior, destacó, tiene la ventaja de evitar un tercer trámite constitucional del proyecto ya que no diferiría del texto aprobado por la Cámara de Diputados.


La segunda opción para resolver el problema, prosiguió, consiste en incorporar un artículo transitorio adicional al proyecto de ley, mediante una indicación del Ejecutivo, que estipule lo siguiente: “La presente ley entrará en vigencia a contar de su publicación en el Diario Oficial y, en consecuencia, no se aplicará respecto de ningún acto de la autoridad suscrito con anterioridad a dicha publicación.”.


Al plantear aquellas fórmulas alternativas, reiteró que entienden que la mayoría de la Comisión se pronunció en contra del proyecto de ley por temor a que éste tuviera un efecto retroactivo sobre negociaciones con Argentina, y cree que de esta manera se despeja la preocupación de los Honorables señores Senadores.


El asesor jurídico del Ministerio de Hacienda, señor Araya, mencionó otro elemento que considera importante: la historia de la negociación revela que el artículo 2º no estaba contenido en el Mensaje del Ejecutivo ya que originalmente el proyecto fue de artículo único y, desde luego, una tercera opción habría sido retirar aquella disposición, pero, explicó, sobre esa materia hubo un compromiso del Ejecutivo con los señores Diputados respecto de incorporarla por medio de una indicación, al discutir el proyecto en esa Corporación. Enfatizó, asimismo, que un segmento importante del sector privado solicitó incorporar esa norma, motivo por el cual se han abierto a la opción, si fuere necesaria, de establecer un precepto transitorio que reitera algo que para el Ejecutivo es obvio; pero que da certeza respecto a la preocupación manifestada.


El Honorable Senador señor Allamand hizo notar que de lo expuesto se infiere que habría disposición del Ejecutivo a retirar el artículo 2º. Solicitó que se precise si debe entenderse que quienes lo pidieron fue un grupo de Diputados.


El señor Ruiz informó que, al presentar el proyecto, los Diputados integrantes de la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural preguntaron cómo operaría este mecanismo. En virtud de ello, explicó, se formuló una indicación para incorporar el artículo 2º en el proyecto, a petición expresa de aquélla,  cuando el mismo se encontraba en la Comisión de Hacienda, la que devolvió el proyecto a la Comisión técnica para su discusión.  Por lo anterior, afirmó que al Ejecutivo le sería complicado retirar la norma, dado que la citada Comisión la pidió para explicitar cómo funcionaría el mecanismo.


Su Señoría reiteró que entiende que el Ejecutivo no tendría objeción en retirar el artículo 2° del proyecto si, en definitiva, la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural de la Cámara de Diputados desistiese de aquél.  De ser así, observó, sugirió intentar una gestión entre los Presidentes de las comisiones respectivas.


El señor Araya admitió que tal vez se expresó mal, pues su planteamiento atiende a que no es opción retirar el artículo ya que el compromiso se tomó tanto con los parlamentarios como con los representantes, en su momento, de la Asociación de Molineros y la Sociedad Nacional de Agricultura, que fueron las entidades que pidieron la indicación, por ello el Ejecutivo no se ha plantado el retiro de ese artículo.



El Honorable Senador señor Espina observó que no le parece aceptable como argumento lo manifestado por el representante del Ejecutivo, en cuanto a que el Gobierno no puede cambiar una norma porque tiene compromisos con la SNA o con otra institución gremial, sin perjuicio de la respetabilidad de estas entidades y previno que, más allá de si el representante fue mal o bien interpretado o si se equivocó al expresarse, lo esencial es hacer claridad que el argumento no corresponde a la forma en que debe actuar un gobierno.



Manifestó su desacuerdo con las dos soluciones que plantea el Ejecutivo.  Explicó que dejar su declaración en la historia fidedigna de la ley, carece de eficacia práctica, y recordó que la jurisprudencia de los tribunales ha reiterado que aquel elemento de interpretación de la ley sólo vale para los efectos de conocer ciertas medianas aspiraciones de los legisladores; pero los tribunales siempre van al texto de la ley porque cuando su tenor literal es claro no pueden desatenderlo, a pretexto de consultar su intención o espíritu.


En relación con el artículo 2°, particularizó que hay dos razones por las que discrepa con las atribuciones que entrega el precepto. La primera, indicó, consiste en que el Presidente de la República dispone de una delegación para establecer en cualquier convenio futuro las normas del artículo 2º, con lo cual se pasan a llevar las atribuciones del Congreso Nacional para analizar cada uno de los tratados.  La segunda es la eficacia de que se diga que la norma rige hacia el futuro y no tiene efecto retroactivo; de hecho, siempre es así, salvo en casos especiales en que la ley le dé aquel efecto.


Enfatizó que, con todo, lo más grave es la pretensión del artículo 2º de validar el Protocolo 44, compromiso con Argentina que el Gobierno no cumplió y por el cual fue llevado a la Asociación Latinoamericana de Integración, ALADI Estimó más transparente que el Ejecutivo presente un proyecto de ley destinado a regular el procedimiento de desgravación que quedó pendiente en Mercosur.  Remarcó que el mentado artículo envuelve una delegación de facultades que rechaza y, además, altera un régimen de desgravación con Argentina que hoy le garantiza a Chile mantener hasta 2014 el mismo arancel sin aplicar la desgravación que opera en el caso del tratado con Estados Unidos.  


Expuso su conformidad a que se converse con las autoridades y se explore si hay algún mecanismo conducente a un acuerdo distinto para un punto que no se hubiere considerado, en un espacio de conversación del Presidente de la Comisión con el Ejecutivo y con don Álvaro Jana, abogado experto en estas materias, sobre la lógica de un texto distinto.  Si aquel espacio no se da, aclaró, prefiere votar favorablemente el proyecto en general y su artículo 1º, en el que todos están de acuerdo, y en contra el artículo 2° para que la diferencia sea resuelta por la Sala. 


El señor Subsecretario de Agricultura refirió que el objetivo del artículo 2° procura, en la práctica, reproducir el sistema de las bandas sin que se trate de dicho sistema, y que de contarse sólo con el artículo 1°, como artículo único, el trigo queda sometido al gravamen inmediato de un derecho específico de US$ 30 por tonelada y de US$ 47, en el caso de  la harina de trigo.


El Honorable Senador señor Espina reparó que el representante del Ejecutivo omite un detalle: no es así en los casos en que el monto en dólares de los precios que corresponden a la harina de trigo y al trigo es superior al máximo consolidado del 31,5%, porque se aplica sólo hasta ese límite. Señaló, respetuosamente, que no es efectivo que cualesquiera que fueren los precios de la harina de trigo y del trigo se apliquen  los US$ 47 o los US$ 30 porque si, por ejemplo, se tiene un precio del trigo que supere el máximo del arancel consolidado chileno, no cabrá aplicar los US$ 30, de manera que habrá un techo permanente ad valórem de un 31,5%.


La señora Andrea Cerda, Subdirectora de Asuntos Internacionales de ODEPA, indicó que efectivamente es así porque el 31,5% es un compromiso que Chile tiene, desde 1995, en la OMC, de manera que ni el sistema antiguo ni el futuro podrían tener un arancel ad valórem que fuere superior al 31,5%.  Explicó que se aplicarían US$ 30 por tonelada, y si el trigo bajara su precio a menos de US$ 70 por tonelada, situación que en mucho tiempo no se ha visto, serían inaplicables los US$ 30 porque superarían el 31,5%.


El Honorable Senador señor Espina enfatizó que aquel hecho es fundamental porque el argumento del Gobierno consiste en que, en el evento de no existir el artículo 2°, se podría dar el absurdo de que se tuviera un precio del trigo, cualquiera que éste fuera, y siempre se le aplicarían los US$ 30 y los US$ 47, lo que no es así porque, en la medida que aquellos montos -una especie de impuesto fijo- superen el arancel máximo consolidado, entonces, no rigen  y se estará dentro de las normas que Chile tiene en el presente, o sea, el 31,5%.  Instó a que se deje un lapso prudencial de plazo para que se abra la negociación mencionada.


El señor Sáez, Coordinador General de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, expresó que mientras más alto sea el precio del trigo es más probable que la totalidad de los US$ 30 por tonelada se puedan aplicar porque, como porcentaje del valor del trigo es mayor, entonces a los precios actuales es muy probable que se pueda aplicar los US$ 30, en su integridad y, en ese contexto, lo que manifestó el señor Subsecretario de Agricultura es correcto, esto es, que si la ley se redujera sólo al artículo 1°, efectivamente el precio de importación del trigo por tonelada sube en US$ 30 y el de la harina de trigo en  US$ 47.


El Honorable Senador señor Espina observó que actualmente se tiene un derecho antidumping.


El señor Sáez precisó que lo anterior es efectivo respecto de la harina de trigo, pero no en el caso del trigo. Refirió que con antidumping el arancel consolidado no tiene límite.


El señor Caminondo, Presidente de la Sociedad de Fomento Agrícola de Temuco, concordó con la tercera opción a la que alude el Honorable Senador señor Allamand: hoy, el ambiente es favorable para que, sin temor por el compromiso contraído con los particulares que en su momento solicitaron el artículo 2°, se suprima este precepto ya que, en conservaciones recientes con el señor Presidente de la SNA, hubo acuerdo en estimar que mantenerlo es un punto de discordia, y habría desaparecido un problema para conversar con la Cámara de Diputados en un sentido conducente a suprimir la disposición que ha frenado la aprobación de esta iniciativa de ley.      


El Honorable Senador señor Larraín propuso, recapitulando, someter a votación, en primer término, la idea de legislar y, una vez alcanzado aquel acuerdo, sugirió recoger el planteamiento de los Honorables Senadores señores Allamand y Espina en orden a buscar un modo de solución que combine, por una parte, una vía de carácter técnico y, por la otra, una conversación, en su momento, con la Honorable Cámara de Diputados que supere la discrepancia entre ambas ramas, en el marco del tercer trámite. Previno que lo primordial es la consulta sobre un equipo de trabajo con personeros del Ejecutivo y con el señor Jana, nombre que además de concitar el acuerdo de los miembros de la Comisión, también, trasunta la de una parte de los representantes de los gremios de agricultores y de molineros; sugerencia que fue consentida por los miembros presentes de la Comisión.


En consecuencia y dada la autorización de la Sala para estudiar en general y en particular el proyecto en informe, se procedió a votar nuevamente la idea de legislar, la que fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Espina, Larraín y Naranjo. 

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

El texto del proyecto de ley consta de dos artículos permanentes, los cuales se describen a continuación:

Artículo 1°


Sustituye el artículo 10 de la ley N° 18.525, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado lo fija el decreto con fuerza de ley N° 31, de 2005, del Ministerio de Hacienda, por una nueva disposición estructurada sobre la base de 11 incisos.


El texto propuesto para el artículo 10, en lo esencial,  reemplaza el mecanismo de cálculo contemplado en la mentada ley N° 18.525 para determinar los derechos y rebajas aplicables al trigo y a la harina de trigo, por un derecho específico fijo y determinado que se establece en la propia ley, aplicable a toda operación de importación, para de esta manera dar cumplimiento cabal a las constataciones y conclusiones del Órgano de Apelación de la Organización Mundial de Comercio. 


En razón de lo expuesto, cabe consignar que la norma legal vigente es del tenor siguiente: 


“Artículo 10.- Establécense derechos específicos en dólares de los Estados Unidos de América, por unidad arancelaria y rebajas a las sumas que corresponda pagar por derechos ad valórem del Arancel Aduanero, los que podrán afectar la importación de trigo, harina de trigo y azúcar, en la forma prevista en la presente ley. 


El monto de tales derechos y rebajas será fijado en la forma establecida en este artículo por el Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República", seis veces para el trigo por cada período anual comprendido entre el 16 de diciembre y el 15 de diciembre del año siguiente, doce veces para el azúcar por cada período anual comprendido entre el 1 de diciembre y el 30 de noviembre del año siguiente, en términos que, aplicados a los niveles de precios que los mencionados productos alcancen en los mercados internacionales, permitan dar estabilidad al mercado nacional. 


Para la determinación de los derechos y rebajas hasta el período anual que finaliza el año 2007, se considerarán los valores piso y techo utilizados para el trigo y el azúcar, en la elaboración de los decretos exentos del Ministerio de  Hacienda Nº 266 y Nº 268, publicados en el Diario Oficial con fecha 16 de mayo de 2002, expresados en términos FOB en dólares de los Estados Unidos de América por tonelada. Deberán establecerse, por una parte, derechos específicos cuando el precio de referencia sea inferior al valor piso de 128 dólares para el trigo y 310 dólares para el azúcar, y, por la otra, rebajas a las sumas que corresponda pagar por derechos ad valórem del Arancel Aduanero, cuando el precio de referencia sea superior al valor techo de 148 dólares para el trigo y 339 dólares para el azúcar. 


Para la determinación de los derechos y rebajas desde el período anual que finaliza el año 2008 y hasta el año 2014, los valores piso y techo establecidos en el inciso anterior, se ajustarán anualmente multiplicando los valores vigentes en el período anual anterior por el factor 0,985 en el caso del trigo. En el caso del azúcar, éstos se establecerán multiplicando por el factor 0,980 hasta el año 2011 y por el factor 0,940 a partir del período anual que finaliza el año 2012. El año 2014 el Presidente de la República evaluará las modalidades y condiciones de aplicación del sistema de bandas de precios, considerando las condiciones de los mercados internacionales, las necesidades de los sectores industriales, productivos y de los consumidores, así como las obligaciones comerciales de nuestro país vigentes a esa fecha. 


Los derechos y rebajas a que se refiere este artículo, corresponderán a la diferencia entre los valores piso o techo determinados en los incisos precedentes y un precio de referencia FOB, multiplicado por el factor uno (1) más el arancel ad valórem general vigente para estos productos. El precio de referencia FOB estará constituido por el promedio de los precios internacionales diarios del trigo, del azúcar refinada y del azúcar cruda, registrados en los mercados de mayor relevancia durante un período de 15 días corridos para el trigo y de un mes calendario para el azúcar, ambos  contados desde la fecha que para cada decreto fije el reglamento. 


Los derechos y rebajas que se determinen para el azúcar refinada se aplicarán a las mercancías cuyas características cumplan con los requisitos de los grados 1 y 2 de la Norma Chilena Oficial NCh 1242 del Instituto Nacional de Normalización. En el caso de las demás importaciones de azúcar refinada, al precio de referencia determinado de conformidad al inciso precedente, se le restará el monto correspondiente al 60% del valor de la prima de refinación vigente, la que corresponderá a la diferencia entre los precios de referencia calculados para el azúcar refinada y el azúcar cruda. 


En el caso de la harina de  trigo, se aplicarán los derechos y rebajas determinados para el trigo multiplicados por el factor 1,56. 


Los derechos y rebajas aplicables para cada operación de importación, serán los vigentes a la fecha del manifiesto de carga del vehículo que transporte las correspondientes mercancías. 


Los derechos que resulten de la aplicación de este artículo, sumados al derecho ad valórem, no podrán sobrepasar el arancel tipo consolidado por Chile ante la Organización Mundial del  Comercio para las mercancías a que se refiere el inciso primero, considerando cada operación de importación individualmente y teniendo como base de cálculo el valor CIF de las mercancías comprendidas en la respectiva operación. Las rebajas establecidas que resulten de la aplicación de este artículo, en ningún caso podrán exceder a la suma que corresponda pagar por concepto de derecho ad valórem en la importación de las mercancías. El Servicio Nacional de Aduanas deberá adoptar las medidas necesarias para dar cumplimiento a lo señalado en este inciso.     


El Presidente de la República, mediante un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda y suscrito, además, por el Ministro de Agricultura, establecerá, en conformidad a lo señalado en este artículo, las épocas de dictación y los períodos de aplicación de los derechos específicos y rebajas al arancel. Asimismo, establecerá los mercados de mayor relevancia para cada producto, los procedimientos y fechas para el cálculo de los precios de referencia y otros factores metodológicos que sean necesarios para la aplicación del presente artículo.”. 


La disposición sustitutiva propuesta por la Cámara de Diputados, tal como se ha adelantado, da cumplimiento al acuerdo del 22 de mayo de 2007, por el cual el Órgano de Solución de Diferencias de la OMC adoptó el nuevo fallo del Órgano de Apelación, que constató que la implementación adoptada por Chile con la modificación legal contenida en el artículo 10 de la ley Nº 19.897 continuaba siendo una medida aplicada en la frontera, similar a un gravamen variable a la importación y a un precio mínimo de importación en el sentido de la nota 1 al párrafo 2 del artículo 4 del Acuerdo sobre la Agricultura que forma parte integrante de la OMC. Conforme a lo anterior, declaró que este tipo de medidas se encuentran proscritas por dicho Acuerdo, y en consecuencia, no pueden ser mantenidas por los Estados Miembros.


Establece el inciso primero del artículo sustitutivo propuesto por la Cámara de origen que tanto los derechos específicos en dólares de los Estados Unidos de América por unidad arancelaria y rebajas a las sumas que corresponda pagar por derechos ad valórem del Arancel Aduanero que podrán afectar la importación de azúcar como los derechos específicos en dólares de los Estados Unidos de América por unidad arancelaria que afectarán a las importaciones de trigo y harina de trigo, se aplicarán en la forma prevista en este artículo.


Dispone en los incisos segundo a octavo las normas que conciernen a las importaciones de azúcar y que, salvas las modificaciones de redacción necesarias para circunscribirlas al dulce, corresponden al denominado sistema de bandas de precios que no fue alcanzado por los efectos del fallo de la OMC.


En efecto, el inciso segundo prescribe que en el caso de la importación de azúcar, el monto de tales derechos y rebajas será fijado en la forma establecida en este artículo por el Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, doce veces por cada período anual comprendido entre el 1 de diciembre y el 30 de noviembre del año siguiente, en términos que, aplicados a los niveles de precios que alcance en los mercados internacionales, permitan dar estabilidad al mercado nacional.


Ordena el inciso siguiente que para determinar los derechos y rebajas a la importación de azúcar hasta el período anual que finaliza el año 2007, se considerarán los valores piso y techo utilizados en la elaboración del decreto exento del Ministerio de Hacienda Nº 268, publicado en el Diario Oficial con fecha 16 de mayo de 2002, expresados en términos FOB en dólares de los Estados Unidos de América por tonelada.  Deberán establecerse, por una parte, derechos específicos cuando el precio de referencia sea inferior al valor piso de 310 dólares, y, por la otra, rebajas a las sumas que corresponda pagar por derechos ad valórem del Arancel Aduanero, cuando el precio de referencia sea superior al valor techo de 339 dólares.


Refiere el inciso cuarto que para determinar los derechos y rebajas a la importación de azúcar desde el período anual que finaliza el año 2008 y hasta el año 2014, los valores piso y techo establecidos en el inciso anterior, se ajustarán anualmente multiplicando los valores vigentes en el período anual anterior por el factor 0,980 hasta el año 2011 y por el factor 0,940 a partir del período anual que finaliza el año 2012.


Manda el inciso quinto que los derechos y rebajas aplicables a la importación de azúcar, corresponderán a la diferencia entre los valores piso o techo determinados en los incisos precedentes y un precio de referencia FOB, multiplicado por el factor uno (1) más el arancel ad valórem general vigente.  Precisa, asimismo, que el precio de referencia FOB estará constituido por el promedio de los precios internacionales diarios del azúcar refinada y del azúcar cruda, registrados en los mercados de mayor relevancia durante un período de un mes calendario contado desde la fecha que para cada decreto fije el reglamento.


En su inciso sexto prescribe que los derechos y rebajas que se determinen para el azúcar refinada se aplicarán a las mercancías cuyas características cumplan con los requisitos de los grados 1 y 2 de la Norma Chilena Oficial NCh 1242 del Instituto Nacional de Normalización.  Preceptúa, también, que en las demás importaciones de azúcar refinada, al precio de referencia determinado de conformidad al inciso precedente, se le restará el monto correspondiente al 60% del valor de la prima de refinación vigente, la que corresponderá a la diferencia entre los precios de referencia calculados para el azúcar refinada y el azúcar cruda.


Regula, a continuación, que los derechos y rebajas aplicables determinados para cada operación de importación de azúcar, serán los vigentes a la fecha del manifiesto de carga del vehículo que transporte las correspondientes mercancías.


En el inciso octavo faculta al Presidente de la República para que, mediante un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda y suscrito, además, por el Ministro de Agricultura, establezca, en conformidad a lo señalado en este artículo, las épocas de dictación y los períodos de aplicación de derechos específicos y rebajas al arancel para el azúcar.  Asimismo, para establecer los mercados de mayor relevancia, los procedimientos y fechas para el cálculo de los precios de referencia y otros factores metodológicos que sean necesarios.


Los dos incisos siguientes constituyen el régimen normativo aplicable privativamente a las importaciones de trigo y de harina de trigo.


Por ello, el inciso noveno establece, para la importación de trigo y harina de trigo, clasificadas en las posiciones arancelarias 1001.9000 y 1101.0000 respectivamente, un derecho específico de 30 dólares de los Estados Unidos de América por tonelada para el trigo y de 47 dólares de los Estados Unidos por tonelada para la harina de trigo.


Norma el inciso décimo que en 2014 el Presidente de la República evaluará las modalidades y condiciones de aplicación de este artículo, considerando las circunstancias de los mercados internacionales, las necesidades de los sectores industriales, productivos y de los consumidores, así como las obligaciones comerciales de nuestro país vigentes a esa fecha.


Dispone, finalmente, el inciso undécimo que los derechos que resulten de la aplicación de este artículo, sumados al derecho ad valórem, no podrán sobrepasar el nivel del arancel tipo consolidado por Chile ante la Organización Mundial del Comercio, considerando cada operación de importación individualmente y teniendo como base de cálculo el valor CIF de las mercancías comprendidas en la respectiva operación.  Además, preceptúa que las rebajas establecidas que resulten de la aplicación de este artículo, en ningún caso podrán exceder a la suma que corresponda pagar por concepto de derecho ad valórem en la importación de las mercancías.  Por último, confiere al Servicio Nacional de Aduanas la atribución de adoptar las medidas necesarias para dar cumplimiento a lo señalado en este inciso.


En atención al mérito de los antecedentes que han dado lugar a la decisión de reabrir el debate y, en especial, a la importancia que Chile dé cumplimiento cabal a las resoluciones de los foros internacionales y teniendo presente los planteamientos expuestos en el debate en general, se procedió a votar este artículo.


La disposición fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Espina, Larraín y Naranjo.

Artículo 2°


Prescribe que el Presidente de la República sólo podrá otorgar, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, en el marco de la profundización de acuerdos comerciales, para las mercancías clasificadas en las posiciones arancelarias 1001.9000 y 1101.0000, el tratamiento señalado en el artículo 1° de la presente ley, o en su reemplazo, el establecimiento de un derecho de importación ad valórem único, determinado sobre el precio de importación FOB de las mercancías, conforme al cuadro siguiente:


Trigo (1001.9000)

	FOB (US$/TON)
	Derecho Ad Valórem

	< 102
	31,5%

	≥ 102 < 110
	27,0%

	≥ 110 < 115
	22,0%

	≥ 115 < 120
	17,0%

	≥ 120 < 126
	13,0%

	≥ 126 < 147
	6,0%

	≥ 147 < 158
	3,0%

	≥ 158
	0,0%



Harina de trigo (1101.0000)

	FOB (US$/TON)
	Derecho Ad Valórem

	< 159
	31,5%

	≥ 159 < 172
	27,0%

	≥ 172 < 179
	22,0%

	≥ 179 < 187
	17,0%

	≥ 187 < 197
	13,0%

	≥ 197 < 229
	6,0%

	≥ 229 < 246
	3,0%

	≥ 246
	0,0%



Previene que, de aplicarse el derecho de importación ad valórem señalado en el presente artículo, no se podrá establecer un arancel máximo aplicable a las importaciones de estas mercancías, para cada año calendario, que sea inferior al señalado en el cuadro siguiente:

	Año
	Arancel

	2008
	28,90 %

	2009
	26,30 %

	2010
	23,70 %

	2011
	21,00 %

	2012
	15.80 %

	2013
	10,50 %

	2014
	  5,30 %

	2015
	  0,00 %”



A continuación, el Honorable Senador señor Larraín hizo presente que de conformidad al acuerdo adoptado para realizar una gestión de acercamiento entre las dos posiciones en discordia, se reunió con los representantes del Ministerio de Hacienda y de Agricultura, y con el señor Jana, en representación de la organización de trigueros, y expuso que lamentablemente, no se llegó a acuerdo, por lo que procede discutir el artículo 2° y adoptar una decisión.  


Los Honorables Senadores señores Allamand y  Espina plantearon que el debate en particular se ha hecho en  extenso y sugirieron votar la norma, y que la fundamentación del voto se haga llegar a la Secretaría de la Comisión a fin de incorporarlo al informe.


A su turno el señor Nazif, Director Nacional de ODEPA, compartió la importancia de ratificar, por escrito, la disposición del Ejecutivo de encontrar una solución razonable a la disparidad de criterios en torno de este proyecto y que esta ha sido su actitud permanente  en la materia, sin perjuicio de insistir en que aun es suficientemente incomprendida la razón por la cual se requiere la aprobación de los dos artículos.


El Honorable Senador señor Larraín expresó que así lo entiende y que se han mantenido conversaciones en diversas oportunidades y que está consciente de la existencia de temas delicados y que la Comisión ha procurado sopesar los pro y los contra y que, asimismo, fueron oídas las organizaciones agrícolas que sostuvieron una reunión el jueves 30 de octubre, en el Sur, en la que participaron todas las entidades gremiales desde la Región del Maule hasta la Región de Los Lagos las que han reiterado su voluntad de requerir que se mantenga sólo el artículo 1°, por consideraciones graves que, en su momento , fueron expresadas ante esta Comisión, y la conclusión es que no hay posibilidad de seguir avanzando en aquella línea, motivo por el que sugiere votar de inmediato.


Puesto en votación el artículo 2°, la Comisión acordó rechazarlo por mayoría de votos. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Allamand, Espina y Larraín, y por la aprobación el Honorable Senador señor Naranjo. 


A continuación, la representación del Ejecutivo fundamentó su proposición para que la Comisión se pronunciase a favor del artículo 2°, en los términos que se transcriben, a continuación:


“El Ejecutivo solicita la aprobación del proyecto por los Honorables miembros de la Comisión de Agricultura en los mismos términos que fuera conocido y ampliamente apoyado por la Cámara en atención a que la propuesta cumple con los siguientes objetivos: 


a) Da cumplimiento al fallo adverso de la OMC, evitando la aplicación de sanciones comerciales sobre otros productos de importancia para el sector exportador, y,


b) Respeta los compromisos asumidos con los sectores productivos al legislar el año 2003, garantizando un margen de protección adecuado para el trigo y la harina de trigo.


Para cumplir con el fallo OMC, el Artículo 1° reemplaza el mecanismo de cálculo de las bandas por un derecho específico fijo aplicable a toda importación, de 30 US$/ton para el trigo y de 47 US$/ton para el harina, el que se aplicará en adición al derecho ad valórem de 6%.  


Sin embargo, la sola aprobación del Artículo 1° significaría un fuerte aumento en la protección del trigo y la harina. En efecto, considerando la banda de precios en aplicación, hoy las importaciones de trigo no están afectas al pago de arancel ya que aplica una rebaja del mismo (arancel cero).  De aprobarse sólo el mencionado artículo, bajo los mismos precios, la protección del trigo aumentará en un 20,2% provocando una nueva alza en los precios del trigo, de la harina y del pan, con la consiguiente pérdida de poder adquisitivo de los consumidores.  


Cabe recordar que el IPC registró en octubre una variación mensual de 0,9%, alcanzando una variación acumulada anual de 9,9%, la cifra más alta de los últimos años y donde el precio del pan contribuyó de manera importante al alza del IPC en los primeros meses de 2008, en particular marzo y abril, por efecto de los elevados precios internacionales. 


Para evitar esta mayor protección y el consiguiente aumento del precio en el trigo, la harina y el pan, sin afectar el nivel de protección actual, el Artículo 2° garantiza los mismos parámetros de la banda de precios en aplicación, en caso que nuestro país otorgue a un socio comercial en el futuro, un acceso equivalente al que hoy otorga la banda. De acuerdo a este tratamiento, se asegura una carga arancelaria que aumenta progresivamente en caso que caigan los precios, en base a una tabla prefijada similar a la banda actual, hasta alcanzar el arancel consolidado en la OMC (31,5%).


Por tales motivos, el Ejecutivo reitera la importancia de aprobar ambos artículos, dado el aumento de la protección del trigo y la harina que provocaría el rechazo del artículo 2, afectando directamente los precios internos y perjudicando a los consumidores de bienes derivados del trigo.”. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Naranjo, al fundar su voto, expresó lo siguiente:


“Quiero manifestar mi respaldo a este proyecto, que tiene por objeto cumplir con la deuda internacional de nuestro país con la Organización Mundial de Comercio, modificando lo relativo al sistema actual de la banda de precios, siguiendo las recomendaciones de dicho órgano internacional. 


En efecto, no podemos obviar el resultado adverso que tuvo Chile cuando fue llevado por Argentina al panel de la Organización Mundial de Comercio, donde se resolvió que debíamos, como país, adecuar la legislación nacional sobre este tema a su normativa.


En este sentido, el Gobierno elaboró un dispositivo que, sin afectar lo sustancial de la protección acordada con el sector hasta el 2014, año en el que vence el régimen comprometido en el marco de los acuerdos comerciales con la Unión Europea, el Mercosur y el TLC con Estados Unidos, reemplaza el mecanismo de cálculo de derechos y de rebajas que contiene la ley vigente en lo que se refiere a la banda de trigo, por un derecho específico, determinado por la propia ley y que se aplica a toda operación de importación, eliminando todo elemento de variabilidad, falta de discrecionalidad o transparencia, que era lo reprochable de nuestro sistema.  


Ahora bien, el discutido artículo 2° tiene su fundamento en que el proyecto cuenta con dos componentes. Primero, la fijación de derechos específicos para el trigo y la harina de trigo; y segundo, la incorporación de un mecanismo que  funciona como salvaguardia automática. De ninguna manera se puede argumentar que este artículo legitimaría el problema con Argentina, ya que lo que se busca precisamente es ser neutro respecto a su situación. 


Entonces, el mecanismo consiste en otorgar acceso al trigo originario de socios comerciales relevantes con un arancel ad valórem de 0%,  exento de derechos específicos mientras el precio del trigo esté por sobre los US$158, y en el evento que descienda, propone un mecanismo alternativo automático de aplicación de un derecho ad valórem. En el caso de los socios comerciales es distinto, en caso de que caiga por debajo de US$102, entonces rige el arancel de 31,5%, máximo aplicable en el régimen de la Organización Mundial de Comercio.


Así las cosas, el artículo mencionado tiene por fin mantener las condiciones de importación actuales, sin afectar el mercado interno del trigo ni el precio del pan, y de tal forma, evitar una protección excesiva al mercado interno, generando una sobreproducción de trigo. Es así como la tabla que se contempla en el artículo 2° está construida para simular la situación de la banda actual, esto es, cuando el precio del trigo está por debajo de US$158 por tonelada, y en el caso de que el precio internacional fuera inferior a US$102, se aplica el 31,5%.  


Para finalizar, es necesario recalcar que prolongar indefinidamente la decisión sobre el presente proyecto puede generar situaciones muy complejas en los mercados internacionales. Hoy por hoy, Chile está en falta, lo que es una situación extremadamente dañina, por lo que este proyecto de ley se constituye como un instrumento legal que permite mantener las confianzas con el mundo, particularmente con la Organización Mundial de Comercio.


Voto a favor de la aprobación de los artículos 1° y 2°.”.


Finalmente, los Honorables Senadores señores Allamand, Espina y Larraín hicieron llegar el siguiente fundamento de su votación:

“En el año 2003, Chile implementó una modificación sustantiva a su Sistema de Bandas de Precios (“SBP”) que se tradujo en la Ley N° 19.897.

Esta modificación no fue producto de una decisión autónoma. El motivo fue la decisión del gobierno de darle cumplimiento a los fallos emanados del sistema de solución de diferencias de la OMC, los cuales acogieron los múltiples cuestionamientos hechos por Argentina país que formalizó un Panel en contra de Chile con la inequívoca intención de lograr a lo menos dos cosas: la primera, la eliminación del SBP; la segunda, obtener, por esa vía, o bien por la vía de forzar un arreglo que pusiera término a la controversia, condiciones de acceso a nuestro mercado adicionales a las que ya había pactado con Chile con ocasión de la negociación y suscripción del tratado comercial con MERCOSUR, es decir, el Acuerdo de Complementación Económica N° 35 (“ACE 35) celebrado en el marco de la Asociación latinoamericana de Integración (“ALADI”). 

Lo anterior, en sí mismo, da cuenta de que Argentina no actuó de buena fe al cuestionar el SBP a nivel multilateral. En efecto. Cuando negoció el ACE 35, Chile logró que Argentina aceptara la aplicación del SBP a sus exportaciones de trigo y harina junto con un esquema de desgravación a largo plazo que debía ser fijado posteriormente. Sin embargo, ello no fue gratis. Chile tuvo que pagar con importantes concesiones comerciales en otros sectores y con acceder a que el SBP quedara “congelado”, en lo que se conoce como la cláusula de “statu quo”, en términos de obligarse a no poder incluir nuevos productos ni modificarlo en el sentido de no hacer más restrictivas las condiciones de acceso a mercado para los productos gravados con la banda. Así, en los hechos, Argentina aceptó la existencia y legitimidad del SBP a nivel bilateral cuando negoció el tratado con MERCOSUR y después lo cuestionó a nivel multilateral a sabiendas de que dicha aceptación no la impedía de hacerlo bajo las reglas y principios de la OMC.

Más aun, sin perjuicio de otras diferencias interpretativas de lo acordado en el tratado comercial con MERCOSUR, Chile y Argentina mantuvieron históricamente una fuerte discrepancia en torno a si el ACE 35 desgravaría o no la banda, cualquiera fuera el sistema de preferencias que ambos países llegaren a acordar. La posición argentina era que la desgravación, además del arancel general de Chile, esto es, el arancel ad valórem (actualmente de un 6%), también comprendía los derechos específicos del SBP. La posición chilena era la contraria. Para Chile, la concesión de desgravación de los productos con banda sólo se aplicaría al arancel general ad valórem más no a los derechos específicos resultantes de este mecanismo porque la naturaleza de estos derechos era especial y distinta a la de un arancel propiamente tal.

Esta distinción era tremendamente significativa, particularmente porque dependiendo de una u otra interpretación, se verían alteradas en forma importante las condiciones de permanencia y operación del SBP y por ende sus  efectos en la sustentación del cultivo del trigo nacional y en las condiciones de competencia con el trigo y la harina importadas desde Argentina.

El ACE 35 establece en su artículo 2 letra i que la Comisión Administradora del acuerdo debía definir, antes del 31 de diciembre del año 2003, la incorporación al Programa de Liberación Comercial de los productos incluidos en el Anexo 9 (trigo y harina de trigo), los que a partir del 1º de enero del año 2014 gozarán del 100% de margen de preferencia.

Por lo tanto, si Argentina estaba en lo correcto, cualquiera fuese el cronograma o esquema de desgravación que se acordara, lo cierto es que a partir del 1° de enero del año 2014 sus exportaciones de trigo y harina a Chile ingresarían sin gravamen aduanero alguno, más específicamente, ingresarían sin pagar el arancel general ad valórem y sin pagar los derechos específicos de la banda. 

En cambio, si Chile estaba en lo correcto, el cronograma o esquema de preferencias fijado, sólo desgravaría el arancel general ad valórem pero no la banda ni sus derechos específicos los que, en consecuencia, iban a seguir aplicándose llegado el 1° de enero del año 2014.

De esta forma, es indudable que al perseguir la eliminación del SBP ante la OMC, Argentina también tuvo como propósito el conseguir el mismo efecto detrás de interpretación del ACE 35, consistente en que, sí o sí, su trigo y harina ingresarían a nuestro país libres de arancel desde al año 2014 en adelante. Ello, porque eliminándose el mecanismo de bandas de precios, pierde sentido la interpretación chilena de si el ACE 35 las desgrava o no en función de tener una naturaleza especial distinta a la de un arancel propiamente tal quedando sólo como régimen aplicable el sistema arancelario que Chile decida aplicar a las importaciones de trigo y harina el cual, sin margen de error, sí se comprende en las preferencias que operen por el acuerdo con MERCOSUR.

Hacemos presente todo lo anterior porque ello es fundamental para entender una de las razones principales que no sólo determinan nuestro voto en contra del artículo 2°,  sino que además, lo legitiman y justifican.

Cuando en el año 2003 se logró la aprobación del proyecto de ley que modificó el SBP estableciendo verdaderamente un nuevo estatuto regulatorio de este importante mecanismo, el gobierno buscó y logró el consenso del sector triguero y de los parlamentarios en base a brindar un conjunto de seguridades. Pues bien, entre estas seguridades estaba el que cuando fijara con MERCOSUR el cronograma de desgravación bilateral para el trigo y la harina que regiría como parte del ACE 35, se mantendría la interpretación histórica de Chile y no se desgravarían los derechos específicos de la banda. Así consta de las actas respectivas. Esta seguridad tuvo mucha relevancia no sólo porque Argentina era el responsable de que Chile tuviera que modificar su mecanismo de bandas de precios. Además, porque ya Chile había otorgado a Estados Unidos una desgravación progresiva en trigo y harina de trigo conviniendo un esquema de liberalización acentuado y con crecientes preferencias arancelarias aplicadas sobre nuestro arancel máximo consolidado de un 31,5%. Esta desgravación ya comenzó este año 2008 y concluirá el año 2014 con arancel 0.

Cabe recordar que ya avanzado el año 2003, esto es, cuando se discutió y aprobó el nuevo estatuto de la banda, Chile y Argentina aun no concretaban la fijación del programa de liberación comercial del trigo y la harina de trigo que conforme al ACE 35 debían definir antes del 31 de diciembre de ese año.

Otra de las seguridades entregadas por el gobierno, fue que las modificaciones que se introducían al SBP hacían de este mecanismo uno plenamente compatible en la forma y en el fondo con las obligaciones de Chile bajo la OMC, particularmente con su Acuerdo de Agricultura, ello no garantizaba que así fuese declarado en caso que Argentina cuestionara  estas modificaciones lo que podía hacer a través de lo que se conoce como un Panel de Cumplimiento.

Sin embargo, si ello llegaba a suceder y Chile quedaba obligado a eliminar su banda como única alternativa de cumplimiento del fallo, nuestro país aun contaría con una poderosa y eficaz herramienta comercial para brindarle a la agricultura triguera la protección y sustentación necesaria frente a las importaciones de trigo y harina argentinas, particularmente, teniendo en consideración las constantes medidas que ese país adopta, exportando a Chile distorsiones en los precios de estos commodities que causan graves daños a la agricultura triguera nacional.

Nos referimos al derecho de Chile, emanado y reconocido por la OMC, de gravar el trigo y la harina proveniente de Argentina con una carga arancelaria de un 31,5% que es el máximo consolidado por nuestro país en dicha organización.

Pues bien, el caso es que en septiembre de año 2005, sin consulta o al menos alguna comunicación al sector triguero, representantes del Gobierno de Chile negociaron a “puerta cerrada” con Argentina, el establecimiento de un conjunto de concesiones comerciales para el trigo y la harina de trigo a cambio de que ese país pusiera término al Panel de las bandas en la OMC y así no se cuestionara el nuevo estatuto del mecanismo instaurado mediante la Ley 19.897 del año 2003.

Lo extremadamente grave e inaceptable, además de haberse hecho estos acuerdos en forma inconsulta, no es sólo que los términos de las concesiones vulneran y desvirtúan abiertamente el nuevo estatuto del SBP del año 2003 así como las seguridades sobre las cuales se logró su aprobación parlamentaria y el apoyo de la agricultura triguera. En efecto. Chile acordó obligarse a desgravar, junto con el arancel general ad valórem, los derechos específicos de la banda así como nuestro arancel máximo consolidado ante la OMC de un 31,5% fijando un esquema de preferencias arancelarias exactamente igual al del TLC con Estados Unidos.

También se cometió otra negligencia tan inexcusable como la anterior. El gobierno, con motivo de la reunión de la Comisión Administradora del ACE 35 efectuada los días 12 y 13 de septiembre de 2005, procedió a convenir con MERCOSUR la aprobación del texto que contenía las concesiones otorgadas a Argentina y a formalizar ese texto como un acuerdo comercial, integrante y complementario del ACE 35, suscribiéndose un protocolo adicional a dicho tratado. Sin embargo, al aprobar y suscribir este protocolo adicional, los representantes de Chile no tomaron precaución ni exigieron resguardo alguno al gobierno argentino que asegurara o garantizara que el compromiso de poner término al Panel de las bandas efectivamente se cumpliría.

La suscripción y existencia de este protocolo, consistente en el Cuadragésimo Cuarto Protocolo Adicional al ACE 35 (Protocolo 44), sumada a las responsabilidades y negligencias gubernamentales asociadas a él, es lo que explica que el gobierno haya enviado a este Congreso una indicación incorporando, ex post al proyecto diseñado por ellos mismos, un artículo 2° que busca dotar al Presidente de la República de una potestad delegada por el Parlamento para dejar sin aplicación el régimen arancelario del artículo 1° respecto de un socio comercial  y reemplazarlo por el que dicho artículo 2° plantea.

¿Por qué? Porque:

(a) El 10 de noviembre del año 2005, todavía sin que Argentina consumara su compromiso de poner término al Panel OMC, el gobierno, acrecentando la falta de prudencia con que ha obrado en esta materia, informó a la Secretaría General de la ALADI, por intermedio de la Representación Permanente de Chile, que nuestro país había incorporado el Protocolo 44 al ordenamiento jurídico interno chileno cumpliendo con lo dispuesto en este acuerdo comercial complementario.

(b) Argentina, sobre la base de la suscripción del Protocolo 44, la comunicación de Chile a la Secretaría General de la ALADI, y la implementación del mismo que todos los países del MERCOSUR han realizado en sus ordenamientos jurídicos internos, entiende que este protocolo es un acuerdo comercial vigente que obliga internacionalmente a nuestro país, que debe ser cumplido y que puede exigir su cumplimiento.

(c) Aprovechándose de las negligencias cometidas por las autoridades del Gobierno Chileno, sucedió lo previsible:  

Por un lado, Argentina siguió adelante con el Panel de Cumplimiento; el Panel de Cumplimiento a fines del 2006 falló a favor de Argentina declarando que el SBP, aun con las modificaciones del año 2003, seguía siendo una medida proscrita o prohibida bajo el Acuerdo de Agricultura de la OMC; Chile quedó obligado a eliminar el mecanismo como única manera OMC compatible de dar cabal cumplimiento al fallo; Argentina comenzó a amenazar a Chile con aplicar medidas de retaliación en caso que no cumplamos con el fallo; y el gobierno, para dar cumplimiento al fallo y bajo esa amenaza, ha enviado este proyecto de ley al Congreso Nacional que precisamente hace lo que la OMC exige: eliminar el SBP para el trigo y la harina de trigo (aunque, evidente y forzosamente, Chile debiera hacer lo mismo con el SBP del azúcar que es tan incompatible con la OMC y su Acuerdo de Agricultura como el del trigo y la harina).

Por el otro, y después de haber obtenido la eliminación de las bandas ante la OMC, Argentina pretende hacer valer el Protocolo 44 en contra de Chile para poder exportar su trigo y harina de trigo a nuestro país en las inmejorables condiciones preferenciales y bajo las demás concesiones sustanciales establecidas en dicho protocolo. Así por ejemplo, accediendo a desgravaciones progresivas de nuestro arancel consolidado similares a las pactadas con Estados Unidos y pudiendo exigir que cualquier mejor trato arancelario que Chile pacte con un tercer país le sea automática e incondicionalmente aplicable.

(d) Con fecha 4 de enero de 2007, ya conocido el fallo desfavorable del Panel de Cumplimiento de la OMC, el gobierno, a sabiendas de su negligencia en el manejo y forma de conclusión de los acuerdos que cerró con Argentina el año 2005, pero sobre todo de los efectos políticos y comerciales de esa negligencia, comunicó a la ALADI su decisión de adoptar la medida de poner término al Protocolo 44. Como justificación señaló que Argentina no había cumplido con su compromiso de haber puesto término a la controversia de las bandas ante la OMC.

(e) Días después, con fecha 11 de enero de 2007, en respuesta a la comunicación anterior, Argentina respondió la nota chilena: (i) manifestando formalmente su rechazo, en particular la mención a su supuesto incumplimiento; (ii) considerando totalmente improcedente lo hecho por Chile; (iii) destacando que conforme a la información oficial de la ALADI, el Protocolo 44 se encuentra plenamente en vigor por lo cual, acusa a Chile de incumplir el protocolo doblemente: en primer lugar, por no adoptar las disposiciones internas para su cumplimiento a pesar de haberlo comunicado así a la ALADI, y en segundo lugar, por haberlo dado por terminado de una manera indebida; (iv) acusando a Chile de estar violando gravemente el Protocolo 44; (v) notificando su decisión de exigir el cumplimiento del protocolo; y (vi) dando inicio al procedimiento de solución de controversias del ACE 35.

(f) En los últimos años, el gobierno, particularmente el Ministerio de Relaciones Exteriores y su Dirección Económica, han sido enfáticos en tratar de defender la postura de que para implementar un acuerdo comercial internacional (acuerdo de ejecución) celebrado en el marco de otro acuerdo comercial ya aprobado por el Congreso Nacional, no es necesario cumplir nuevamente esa exigencia constitucional bastando la dictación y publicación en el Diario Oficial de un Decreto Supremo. Ello, a pesar de que el acuerdo de ejecución verse sobre materias propias de ley.

De hecho, basta con ver lo declarado, en tal sentido, por los Ministros y Representantes de los Ministerios de Agricultura, de Hacienda y de la Dirección Económica, ante la Comisión de Agricultura de la Cámara de Diputados. Lo que señalan es que sin perjuicio del sistema que contiene este proyecto de ley con su artículo único, se establecerán condiciones de acceso preferencial para socios comerciales a través de protocolos. Cabe hacer presente que los términos del protocolo que el gobierno da a conocer en esas declaraciones son exactamente los mismos que posteriormente, y sin mediar explicación alguna, incorpora en el proyecto como artículo 2° por la vía de una indicación.

(g) Si el gobierno, entonces, decidió no incluir el artículo 2° en el proyecto original, por considerarse suficientemente facultado para negociar, acordar e implementar internamente protocolos de acceso preferencial con sus socios comerciales: 

¿Qué explica que persista tanto en la aprobación del artículo 2°?; ¿qué explica que la insistencia haya llegado a tal punto que días atrás se hizo llegar como mensaje a la dirigencia triguera y a la Molinería del Centro que de no aprobarse este proyecto tal cual lo quiere el gobierno, éste pondría fin a los derechos antidumping de un 30,3% vigentes para neutralizar las fuertes distorsiones en la harina argentina, o bien no los fijaría como definitivos?

(h) Los verdaderos motivos detrás de la inclusión y aprobación del artículo 2°, desde luego omitidos en el mensaje del proyecto de ley, son, a lo menos:

(1) Sanear, por intermedio y con la participación desinformada del Congreso Nacional, las graves e inexcusables negligencias y responsabilidades relacionadas con el Protocolo 44.

(2) Hacerse de una potestad de ley delegada por el Congreso (carta blanca) para implementar a favor de Argentina (MERCOSUR), lo antes posible, el Protocolo 44 u otro equivalente.

(3) Soslayar la aplicación del actual artículo 54 N° 1 de la Constitución Política a sabiendas de que, un protocolo de esta naturaleza, particularmente cuando modifica o excepciona un nuevo régimen arancelario para el trigo y la harina de trigo, necesariamente debe ser sometido previamente a la aprobación o rechazo del Congreso antes de su ratificación. Máxime considerando que el gobierno, en lo que respecta al Protocolo 44, vulneró flagrantemente esta competencia parlamentaria y requisito constitucional de validez de un tratado internacional ya que lo ratificó ante la ALADI sin siquiera darlo a conocer al Congreso. Seguramente, porque anticipaba que el Congreso lo rechazaría sin miramientos. 

Honorables miembros del Senado, mucho se ha dicho por los representantes de los distintos ministerios que patrocinan este proyecto. Así por ejemplo, que con él se le fijan a la agricultura triguera condiciones de protección similares a las que se establecieron en el año 2003. Como ha quedado suficientemente demostrado, ello no es cierto. La prueba más patente es la inclusión del artículo 2° y la insistencia del gobierno en obtener su aprobación para así sanear el Protocolo 44 u otorgarle a Argentina uno de efectos equivalentes. Basta con recordar que el año 2003 no existía acuerdo alguno entre Chile y MERCOSUR que fijara el programa de liberación del trigo y la harina y cómo el gobierno le aseguró a los productores de trigo que nunca negociaría con Argentina la desgravación de los derechos específicos resultantes de la banda. Más grave que eso. Basta con recordar que la ley de bandas promulgada el año 2003 nunca contempló como materia de discusión la desgravación progresiva de nuestro arancel máximo consolidado ante la OMC de un 31,5%. 

La falta de transparencia que ha habido en relación con esta materia es preocupante. Si sabemos del Protocolo 44 es exclusivamente gracias a las constantes denuncias y reclamaciones desplegadas por los representantes del sector triguero y sus asesores quienes, interpelando a las autoridades de gobierno, han encontrado respuestas que van desde su negación hasta afirmaciones en el sentido que este protocolo no tiene importancia alguna; que no genera ni compromete obligaciones internacionales de Chile para con MERCOSUR (Argentina); que carece de toda vigencia; en fin, que no generará consecuencias perjudiciales para los agricultores del trigo. 

Consideramos que es un deber de todos los senadores aquí presentes el no avalar ni menos hacerse partícipes de consentir que el gobierno sanee las graves y delicadas situaciones que rodean el Protocolo 44. 

El hacerlo, además de ir en directo perjuicio de los productores de trigo de este país, significaría premiar, gratuitamente y sin haber obtenido nada a cambio, a un país como Argentina, quien, además de ser el responsable de que estemos eliminando la banda, se ha caracterizado por incurrir constantemente en prácticas de comercio desleal con total prescindencia de los graves daños que ello ocasiona a distintos sectores de nuestra agricultura y agroindustria, especialmente a nuestro sector triguero.

Hay quienes consideran que el igualar las condiciones de acceso para el trigo y la harina argentina a las condiciones de acceso ya entregadas por Chile a Estados Unidos es inocuo por cuanto el trigo es un commodity y su precio de importación es arbitrado por el mercado internacional. Así, aseguran, el Protocolo 44 o cualquier otro de efectos equivalentes es irrelevante.

Algunos comentarios. 

Si asumiéramos lo anterior como cierto y si a partir del TLC con Estados Unidos una equiparación de las preferencias a favor de Argentina es irrelevante, entonces no se justifica ni se comprende la posición del gobierno de querer formalizar esas preferencias a través de un protocolo y contar para ello con una potestad de ley delegada por el artículo 2° del proyecto. La inclusión del artículo 2°, por tanto, constituye una ratificación expresa de que los fines detrás de la indicación del gobierno escapan a lo meramente comercial.

En materia de trigo y harina de trigo, Argentina ha dado muestras constantes y positivas de procurarse los métodos más diversos para competir en forma desleal, tanto respecto a los otros exportadores, como respecto a los productores de trigo y molinería nacionales.

De hecho, desde hace un tiempo importante a la fecha, Argentina ha fijado el precio interno de su trigo a niveles artificialmente bajos (muy por debajo del precio internacional) lo que le ha significado a su industria molinera un importante beneficio económico para exportar harina a Chile a precios totalmente distorsionados.

Por lo mismo, iguales preferencias arancelarias aplicadas al trigo/harina estadounidense, claramente, no tendrán el mismo efecto en el trigo/harina argentina. Este último país, además de ventajas naturales y obvias en los costos de exportación a Chile, siempre tendrá el incentivo y se las arreglará para disminuir ficticiamente los precios de exportación de su trigo/harina a objeto de aminorar en alguna u otra forma el efecto de la carga arancelaria que grave esos productos sin miramiento alguno de los daños que provoque en el mercado chileno.

Queremos ser enfáticos en señalar que si Chile va a eliminar la banda del trigo/harina importada, podrá ejercer libre y plenamente su derecho OMC a fijar un régimen arancelario para estas mercancías con aplicación de nuestro umbral arancelario máximo que es un 31,5%. Este régimen general no afectará a aquellos países proveedores de trigo como Estados Unidos que ya tienen vigentes preferencias arancelarias bilaterales convenidas en el marco de acuerdos comerciales. Por otro lado, si el gobierno quiere pactar nuevas preferencias con otros socios comerciales, podrá hacerlo pero obligatoriamente deberá someter sus acuerdos a la aprobación o rechazo del Congreso antes de su ratificación. De lo contrario, tales acuerdos no podrán entrar en vigencia. 

Lo primordial es que el mecanismo más eficaz y seguro para proteger al sector triguero y molinero de países como Argentina es el arancel, no las medidas de defensa comercial que exigen que la rama afectada deba recurrir a la Comisión de Distorsiones de Precios para acceder a la protección y para mantenerla quedando así sujeta, muchas veces, a criterios y voluntades políticas ajenas a lo meramente técnico y comercial para acceder a la defensa requerida; que son objetables por el país que causa el daño, país que incluso, como ha sucedido frecuentemente, formaliza un Panel en contra de Chile ante la OMC; etc. En cambio, un arancel, mientras no sea aplicado por sobre el máximo permitido por la OMC, jamás podrá ser objetado.

Es por ello que nuestra protección principal, en materia de trigo/harina importada, no debe descansar en medidas como las salvaguardias, los derechos antidumping o los derechos compensatorios sino que debe descansar en el régimen arancelario que fija el artículo 1° del proyecto. Las medidas de defensa comercial respecto a estos productos deben, en consecuencia, jugar rol complementario del arancel cuando éste no sea suficiente para neutralizar algún daño o distorsión.

Ahora bien, si pese a todo lo anterior, el gobierno quiere insistir en privilegiar o ceder una vez más frente a Argentina, otorgándole concesiones comerciales para su trigo y harina iguales o incluso mejores a las del Protocolo 44, entonces que lo haga pero bajo su sola responsabilidad. Si el gobierno decide no someter este o un nuevo protocolo a la aprobación o rechazo del Congreso antes de su ratificación, también que sea su responsabilidad. En fin, si el gobierno decide no fijar como definitivos los actuales derechos antidumping en contra de la harina argentina en caso que se rechace el artículo 2°, o no extender en forma alguna o razonable el período de duración de las salvaguardias, también que sea su responsabilidad.

Hoy, nuestra responsabilidad como parlamentarios y senadores, es otorgarle a la agricultura del trigo una protección arancelaria eficaz, estable y cierta, e impedir la legitimación de las graves negligencias gubernamentales asociadas a la inclusión del artículo 2° con que se pretende sanearlas en directo perjuicio de este cultivo, ya fuertemente menoscabado.

Por todos los motivos precedentemente expuestos, votamos en contra del artículo 2° del proyecto.”.

- - -

MODIFICACIONES


En mérito de las consideraciones y acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Agricultura os propone  aprobar el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1°


Pasa a ser artículo único, sin enmiendas.


(Unanimidad, 4x0).

Artículo 2°


Eliminarlo.


(Mayoría de votos, 3x1).

- - -


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.-  Sustitúyese el artículo 10 de la ley N° 18.525, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado lo fija el decreto con fuerza de ley N° 31, de 2005, del Ministerio Hacienda, por el siguiente:


“Artículo 10.-  Establécense derechos específicos en dólares de los Estados Unidos de América por unidad arancelaria y rebajas a las sumas que corresponda pagar por derechos ad valórem del Arancel Aduanero que podrán afectar la importación de azúcar y derechos específicos en dólares de los Estados Unidos de América por unidad arancelaria que afectarán a las importaciones de trigo y harina de trigo, en la forma prevista en este artículo.


En el caso de la importación de azúcar, el monto de tales derechos y rebajas será fijado en la forma establecida en este artículo por el Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, doce veces por cada período anual comprendido entre el 1 de diciembre y el 30 de noviembre del año siguiente, en términos que, aplicados a los niveles de precios que alcance en los mercados internacionales, permitan dar estabilidad al mercado nacional.


Para la determinación de los derechos y rebajas a la importación de azúcar hasta el período anual que finaliza el año 2007, se considerarán los valores piso y techo utilizados en la elaboración del decreto exento del Ministerio de Hacienda Nº 268, publicado en el Diario Oficial con fecha 16 de mayo de 2002, expresados en términos FOB en dólares de los Estados Unidos de América por tonelada.  Deberán establecerse, por una parte, derechos específicos cuando el precio de referencia sea inferior al valor piso de 310 dólares, y, por la otra, rebajas a las sumas que corresponda pagar por derechos ad valórem del Arancel Aduanero, cuando el precio de referencia sea superior al valor techo de 339 dólares.


Para la determinación de los derechos y rebajas a la importación de azúcar desde el período anual que finaliza el año 2008 y hasta el año 2014, los valores piso y techo establecidos en el inciso anterior, se ajustarán anualmente multiplicando los valores vigentes en el período anual anterior por el factor 0,980 hasta el año 2011 y por el factor 0,940 a partir del período anual que finaliza el año 2012.


Los derechos y rebajas aplicables a la importación de azúcar, corresponderán a la diferencia entre los valores piso o techo determinados en los incisos precedentes y un precio de referencia FOB, multiplicado por el factor uno (1) más el arancel ad valórem general vigente.  El precio de referencia FOB estará constituido por el promedio de los precios internacionales diarios del azúcar refinada y del azúcar cruda, registrados en los mercados de mayor relevancia durante un período de un mes calendario contado desde la fecha que para cada decreto fije el reglamento.


Los derechos y rebajas que se determinen para el azúcar refinada se aplicarán a las mercancías cuyas características cumplan con los requisitos de los grados 1 y 2 de la Norma Chilena Oficial NCh 1242 del Instituto Nacional de Normalización.  En el caso de las demás importaciones de azúcar refinada, al precio de referencia determinado de conformidad al inciso precedente, se le restará el monto correspondiente al 60% del valor de la prima de refinación vigente, la que corresponderá a la diferencia entre los precios de referencia calculados para el azúcar refinada y el azúcar cruda.


Los derechos y rebajas aplicables determinados para cada operación de importación de azúcar, serán los vigentes a la fecha del manifiesto de carga del vehículo que transporte las correspondientes mercancías.


El Presidente de la República, mediante un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda y suscrito, además, por el Ministro de Agricultura, establecerá, en conformidad a lo señalado en este artículo, las épocas de dictación y los períodos de aplicación de derechos específicos y rebajas al arancel para el azúcar.  Asimismo, establecerá los mercados de mayor relevancia, los procedimientos y fechas para el cálculo de los precios de referencia y otros factores metodológicos que sean necesarios.


En el caso de la importación de trigo y harina de trigo, clasificadas en las posiciones arancelarias 1001.9000 y 1101.0000 respectivamente, establécese un derecho específico de 30 dólares de los Estados Unidos de América por tonelada para el trigo y de 47 dólares de los Estados Unidos por tonelada para la harina de trigo.


El año 2014 el Presidente de la República evaluará las modalidades y condiciones de aplicación de este artículo, considerando las circunstancias de los mercados internacionales, las necesidades de los sectores industriales, productivos y de los consumidores, así como las obligaciones comerciales de nuestro país vigentes a esa fecha.


Los derechos que resulten de la aplicación de este artículo, sumados al derecho ad valórem, no podrán sobrepasar el nivel del arancel tipo consolidado por Chile ante la Organización Mundial del Comercio, considerando cada operación de importación individualmente y teniendo como base de cálculo el valor CIF de las mercancías comprendidas en la respectiva operación.  Las rebajas establecidas que resulten de la aplicación de este artículo, en ningún caso podrán exceder a la suma que corresponda pagar por concepto de derecho ad valórem en la importación de las mercancías.  El Servicio Nacional de Aduanas deberá adoptar las medidas necesarias para dar cumplimiento a lo señalado en este inciso.”.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 6 y 13 de mayo de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Alberto Espina Otero, Jaime Naranjo Ortiz y Guillermo Vásquez Úbeda, y en las sesiones de 29 de julio, 6 de agosto, 30 de septiembre y 4 de noviembre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Alberto Espina Otero y Jaime Naranjo Ortiz.



Sala de la Comisión, a 20 de noviembre de 2008.

(Fdo.):  Ximena Beldar Stegmann, Secretario
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